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Se abre la sesión a las diez y treinta minutos de 
la mariana. 

El señor PRESIDENTE Señorías, la Mesa se 
reunió ayer al efecto de cambiar impresiones so- 
bre el orden de proceder en este debate, que hoy 
estará dedicado, singularmente, a las enmiendas a 
la totalidad. Acordamos que los señores enmen- 
dantcs a la totalidad con súplica de devolución 
mantengan sus enmiendas por un tiempo pru- 
dencial, que no debería exceder de los diez minu- 
tos; si es menos será más eficaz el debate y lo 
agradecerá la Mesa. 

Una vez expuesta rd defensa de las enmiendas a 
la totalidad se conceded un turno en contra, lógi- 
camente al representante del Gobierno o de 
UCD, que mantiene la presentación del proyecto. 
A continuación, los representantes de los Grupos 
Parlamentarios que no hayan sido enmendantes 
tendrán un turno de intervenciones, sin perjuicio 
de que los enmendantes puedan rectificar breve- 
mente, en cuanto fuere menester a su interés, la 
exposición del turno en contra con una breve in- 
tervención de dúplica a quien haya consumido el 
turno en contra, y con ello quedará terminado el 
debate que hoy nos planteamos. 

Tiene la palabra el señor Roca. 



€1 señor PRESIDENTE Interpretada desde un 
contexto del sentido comtin pítra ia eficacia, pera 
dicho af Propio t k p o  gue sin perjuicio ck qw 
se consuma el tiempo regíamentario en beneficio 
del debate y de la claridad del mismo. 
El stii;or Fmga tiene la palabra. 

El seii<a FRAGA HUBARNE: Sus accrtadm 
~,comosiempe,mtiendo,quercducenel  
piazoa minutos, síguhdo e¡ contexto evangCIico 
de precepto a consejo, aunque mi Grupo tiene 
que apoyar io que ha dicho el señor Roca, es de- 
cir que en temas de g ~ a ~  importancia -y justa- 
mente en este momento m que tan importante es 
recordar los derechos de la defcnsa- vena con 
gusto que la Presidencia, ~011. su generoeided ba- 
bitual, entmdiera los din minutos en el sentido 
más pllplio posible, porque consideramos que el 
tema cs grave. 

umeL.ey &#&a del EstaQ, qac daba cabida a 
b Es&mos de Autorwnnia y en su día V d S n n l  

también los trw Estxmtos medmte Leyes Or#- 
nicas. 

Todoeste jrnidico-constituchi sc 
e-tra plasmado en el Titulo VIEI de la Con+ 
titackh de 1978 y en cada nmionaWor& 
en sus propios Estatutos. Tanto la Constitución 
amo el Estatuto regulan el procedimiento a se- 
guir pi#a sv propia rcfbma+ccmocmwpwdca 
este t i p  de Leyes fumhmcnt&s. Todo b que 
sea sepirotmcz&no para nfornEor b Ch&trr- 
ción o 10s m, como pnttndc h LOAPA, 
Ley que hoy emge;urmos a debatir en Comisión, 
es ir cn centra Qe k propia Ley. 
Las diistiiitos preceptos que se contienen en es- 

tas Leyes Básicas son, 8 nuestro entender, sufi- 
ciemteffimk claros y no hiscían necesaria dictar 
otros instrumentos jurídicos para aclararios o ar- 
monízarlos. No obstante, el Congreso dio vía li- 
bre a la LOAPA y ahora nos encontramos aquí 
cn cstr discusión de las cilmiendas a la totalidad. 
En CIWO de divergencias entre el Estado y las Co- 
muniáades Autónomas sobre la interpretación de 
la Ley en cada caso, incumbe sólo al Tribunal 
CorrStitucioaaí e1 d v t r l a s .  En d i  las Es- 
tatutos & Autonomía llevan implícito el concep- 
to de pacto entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, por lo que es odioso, a todas luces, 
que se vaya a la reforma de los estatutos por ca- 
minos distintos a los que stitalan Ias Leyes a que 
me he referido. 
No -te, el GobimiO, con la decisiva y va- 

liosa ayude del priacipai partido de la oposición, 
ha entendido que proctdia dictar Disposiciones, 
para que, ai amparo de lo que dispone el artículo 
1 50, apartado 3, de la Constitución apaíbla, se 
proceda a promuígar normativas, que se dice son 
amomzitdora9, pero que, en realidad, represen- 
tan la vulneración del espíritu y de la letra de la 
Constitución y los Estatutos. El camina que se si- 
gue cs d o ,  y del resultado de la discusión & 
es& Ley de$ede que d-de tas autonomias 

o sea UD EraEaso t d o ,  que tengir- 
irie, a b  la= mmal de todos. 
Este ea el ewitc en QUC nas hrin c o h d o  el 

Gobierw, y el p r h i p i  pertido de la oposición, 
porque. &íuda, y digboslo de una vez, la 
LOAPA es uzut aonesiQn mtundcnte contra los 
E&abtos de Autoi#lirdri, y &almeate contra 
ior Estptrrtos fddrhr y vasco, que, por acr Estatu- 
tos nacionalidades históricas, tienen, al menos 

. . .  
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sobre el papel, un techo superior de atriiuciones 
y competencias que otras autonomías. 

En este debate en Comisión discutiremos pri- 
meramente las enmiendas a la totaiidad presenta- 
das por distintos Grupos Parlamentarios y por 
Diputados que actúan en solitario, como el Dipu- 
tado que les está hablando. Estas enmiendas a la 
totalidad piden la devolución del proyecto al Go- 
bierno. 

Mi Partido, Esquerra Republicana de Catalu- 
ña, ha venido denunciando que la intención que 
se daba a la construcción del Estado de las auto- 
nomías, según cómo se enfocase, podía reportar 
efectos distintos de los que se buscaron en el pri- 
mer momente. Esta i e y  demuestra que estába- 
mos en lo cierto, porque no les quepa duda a 
SS.SS. de que, si esta Ley se aprueba tal como 
está redactada, habremos dado un golpe decisivo 
contra este mismo Estado de las autonomías, por- 
que este Estado de las autonomías se ha construi- 
do o creado por un impulso inicial, en su deseo de 
libertad, de los pueblos catalán y vasco. Sin esta 
voluntad de ser de estos pueblos, posiblemente 
no se hablaría en España hoy día del Estado de las 
autonomías, y la paradoja será, si se aprueba la 
Ley como está redactada, que los pueblos que sal- 
drán más perjudicados serán el catalán y el vasco, 
que son los impulsores de los movimientos auto- 
nómicos en España. 

El camino emprendido ha sido erróneo, ya que 
lo importante en la política de un país es solucio- 
nar los problemas donde existen, no donde no los 
hay, porque en este caso no es necesario, y esta 
Ley hace precisamente lo contrario; sólo preten- 
de cercenar unos Estatutos, ya de por sí débiles, 
con las consecuencias que ello puede reportar y 
que todos nosotros sabemos. 
Yo entiendo que de lo que se trata, por encima 

de todo, es de que las Leyes permitan a las Comu- 
nidades Autónomas encontrarse cómodas dentro 
del Estado común, sabiendo, naturalmente, lo 
que significa autonomía, pero conociendo tam- 
bién que las atribuciones y competencias que ge- 
nera una autonomía han de ser intensas. Se pue- 
den regatear servicios y atribuciones, poner lími- 
tes a la autonomía, pero lo que se concede y se 
acuerde ha de ser intenso y limpio, sin confusio- 
nes ni dudas, para que las autonomías puedan or- 
ganizarse, gobernarse y funcionar. 

La LOAPA representa exactamente lo contra- 
rio. Si se aprueba el texto tal como está redacta- 
do, los gobiernos autónomos nunca sabrán lo que 

pueden hacer, lo que no pueden hacer y lo que les 
está vedado. El proyecto de Ley que estamos de- 
batiendo, lejos de armonizar, perturba y, en la 
práctica, si se aprueba, será una Ley Orgánica 
que incidirá en contra de otras Leycs Orgánicas, 
que son los Estatutos de Autonomía. 

He oído decir algunas veces que el estado de las 
autonomías que se está creando en España pgrfila 
lo que puede ser en el futuro un estado federal y 
que es un primer paso hacia la construcción de 
dicho estado federal. Afirmar esto es deconocer la 
filosofia política y constitucional de los estados 
federales. En los Estados Unidos, por ejemplo, la 
LOAPA sería un caso incomprensible. El estado 
federal, afortunadamente, es otm cosa. En los Es- 
tados Unidos, los estados que iptegran la Unión 
gozan de grandes facultades y atribuciones, mu- 
chas más que los más avanzado de nuestros Esta- 

tan intensas que en los Estados Unidos, por ejem- 
plo, existen distintas Leyes civiles según los esta- 
dos, diferentes Leyes penales; en algunos estados 
existe la pena de muerte y en otros no; en algunos 
estados existen ieyes de divorcio muy fáciles y en 
otros muy dificiles; policías propias en cada uno 
de ellos. 
De lo dicho se deduce que nuestro Estado de 

las autonomías no sc parece en nada a un estado 
federal; es una organización dificil de compren- 
der en algunos casos y que se queda también te- 
mblemente corta en otros. Pero esta Ley que es- 
tamos debatiendo quiere convertirse en algo to- 
davía más menguado. Es una equivocación. Los 
democrátas españoles del siglo XX deben tener 
una visión de futuro y mantener bien alta la ban- 
dera de la libertad, porque es bien sabido que las 
libertades son indivisibles y cuando empiezan a 
perderse unas libertades despuCs pueden perderse 
otras. 

El proyecto de Ley que presenta el Gobierno es 
un proyecto que infringe y vulnera no 9610 los Es- 
tatutos de Autonomía, sino la propia Constitu- 
ción española del año 1978. En efecto, solicita- 
mos la devolución de la Ley al Gobierno por las 
siguientes motivaciones: 

El proyecto, en su conjunto, no es congniente 
con la letra y el espirítu de lo dispuesto en el ar- 
tículo 150.3 de la Constitución vigente; sobre este 
artículo se basa el proyecto, al menos le da al Go- 
bierno la base jurídica para proponerlo y dcfen- 
derlo. Este artículo 150.3, establece tres elemen- 
tos importanfes que deben, en todo caso, concu- 

tutos. Los estados tienen atri a uciones intensas, 
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m r  y que es necesario analizar. El primero es que 
existe un «interés general»; el segundo, un ele- 
mento objetivo, que consiste en que la Ley a dic- 
tar contenga únicamente «los principios necesa- 
rios para armonizar»; y un tercer elemento final 
que es el que la Ley a dictar debe referirse a «las 
disposiciones normativas de las Comunidades 
Autónomas». 

El primer elemento, o sea, la existencia de un 
interés general, no puede concebirse como un in- 
terés abstracto, es decir, el dcseo de que la Consti- 
tución otorgue menos facultades a las Comunida- 
des Autónomas de las que otorga, por ejemplo, el 
artículo 148 y que los Estatutos de las mismas 
contemplen menos competencias exclusivas esta- 
blecidas al amparo del precitado precepto. En 
este caso, el interés general resulta implícito al 
aprobarse los textos constitucionales y estatuta- 
rios. El interés general a que se refiere el artículo 
150.3, debe producirse de forma coyuntural, es 
decir, para cada caso concreto, mejor dicho, Úni- 
camente cuando se dé la necesidad de armonizar 
las Disposiciones normativas de las Comunida- 
des Autónomas. 

El segundo elemento, que se refiere al objeto de 
la Ley, se concreta en que la misma deberá conte- 
ner los principios necesarios para armonizar. Es 
decir, debe tratarse de principios, no de materias 
concretas cuia regulación normativa comspon- 
de a las Comunidades Autónomas, bien en com- 
petencia exclusiva, bien en competencia compar- 
tida. Como es lógico, estos principios deben con- 
cretarse en una Ley-marco encuadrada dentro del 
concepto de la legislación básica. 

Por Último, una Ley de armonización tiene una 
finalidad, que es armonizar Disposiciones nor- 
mativas conflictivas de las Comunidades Autó- 
nomas. Una interpretación lógica supone que 
para armonizar debe darse el supuesto de una 
previa y posible desarmonización y la existencia 
de disposiciones normativas conflictivas de las 
Comunidades Autónomas. La armonización con 
carácter general y «a priorb ya está establecida 
por la propia Constitución y los Estatutos de Au- 
tonomía. Por las mismas razones, señor Presiden- 
te, señoras y señores Diputados, debe rechazarse 
una armonización entre las Disposiciones del Es- 
tado y de las Comunidades que, por otra parte, no 
está prevista en el artículo 150.3 del texto consti- 
tucional. 

La LOAPA no reúne ninguno de estos requisi- 
tos exigidos por el artículo 150.3 y, en particular, 

los apuntados en segundo y tercer lugar. Su con- 
tenido no se limita a principios, pues afecta muy 
concretamente a materias atribuidas en sus res- 
pectivos Estatutos a las Comunidades Autóno- 
mas y, por otra parte, no se refiere a Disposicio- 
nes normativas de tales Comunidades'que preci- 
sen de armonización. No es lícito extender este 
contenido de principios a las directrices o reglas 
esenciales tal como hace la Ley que nos ocupa. 

Además, hay que considerar lo siguiente: pri- 
mero, la LOAPA no puede ser considerada Ley 
Orgánica, como se pretende, por no reunir su 
contenido lo establecido en el artículo 81 de la 
constitución, que define las Leyes Orgánicas 
como u... las relativas al desarrollo de los dere- 
chos fundamentales y de las libertades públicas, 
las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el 
régimen electoral general y las demás previstas en 
la Constitución». La LOAPA regula toda clase de 
materias que nada tienen que ver con los dere- 
chos fundamentales (Título I de la Constitución) 
ni aparece prevista como tal Ley Orgánica en 
ningún artículo, y menos en el 150.3 de la Consti- 
tución, que habla sólo de armonizar Disposicio- 
nes normativas. 

Segundo, la LOAPA quiere ser, a la vez, Ley de 
armonización y Ley Orgánica, supuesto imposi- 
ble de darse desde el punto de vista jurídico for- 
mal y no previsto en la Constitución. 

Tercero, la LOAPA pasa a regular aspectos 
que nada tienen que ver con el proceso autonó- 
mico, como es el caso de las Diputaciones, que 
pertenecen a la Administración del Estado. 

Asimismo, debe ponerse de manifiesto que la 
LOAPA vulnera también la Constitución al mo- 
dificar preceptos concretos de los Estatutos en vi- 
gor, sobre todo en materias de competencias; este 
hecho es clarísimo en lo que hace referencia a los 
artículos 1.0 y 2.0 del proyecto, que representan 
un ataque a fondo contra las competencias exclu- 
sivas de los entes autónomos y el desarrollo legis- 
lativo de los mismos. 
Más aberrante todavía, si cabe, es el famoso ar- 

tículo 4.0 del proyecto, que establece las normas 
que el Estado dicte en ejercicio de las competen- 
cias que le reconoce el artículo 149 de la Consti- 
tución, que prevalecerán -se di-, en todo 
caso, sobre las normas de Comunidades Autóno- 
mas, cualquiera que sea la denominación de las 
competencias que a éstas corresponda. Este pre- 
a p t o  representa, en realidad, el fin de las compe- 
tencias exclusivas de que gozan algunas Comuni- 
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dades Autónomas. No hay duda de que el adcu- 
lo 4.0 de la LOAPA ataca de raíz el artículo 149.3 
de la Constitución vigente, por cuanto en este ar- 
tículo se prevé que las Comunidades Autónomas 
puedan tener competencias exclusivas. 

Tal como se ha dicho ya reiteradamente por los 
opositores a este proyecto de Ley, si prospera el 
proyecto, todas las competencias serán comparti- 
das de ahora en adelante, pero, por encima de 
esta situación, prevalecerán siempre las normas 
básicas que dicte el Estado. iQué lejos nos sitúa 
este artículo de las competencias intensas a que 
me he referido anteriormente! En realidad, el Es- 
tado tendrá carta blanca y hará prácticamente lo 
que quiera. Lo más probable es que las Comuni- 
dades Autónomas se vean impotentes para gober- 
narse. Una Ley Orgánica habrá vulnerado otra 
Ley Orgánica -los Estatuto” y la propia Cons- 
titución del Estado. 

Algo parecido sucede con el artículo 5.0, apar- 
tado 3, del proyecto que estamos debatiendo, por 
cuanto, bajo el precepto de la obligatoriedad de la 
Ley de armonización, tanto para el Estado como 
para las Comunidades Autónomas, este artículo 
pretende que, mientras no se hayan dictado nor- 
mas de adaptación de uno y otras a la Ley de ar- 
monización, el Derecho vigente sea el estatal a 
todos los efectos, tanto si la contradicción norma- 
tiva procede de una norma estatal como si proce- 
diese de una norma de la Comunidad Autónoma, 
desconociéndose otra vez lo previsto en el artícu- 
lo 149.3 de la Constitución, así como la Disposi- 
ción transitoria segunda del Estatuto de Catalu- 
ña, en el caso concreto del Estatuto catalán. Esta 
Disposición transitoria prevé que, en los casos 
que el Parlamento catalán haya legislado en ma- 
terias de su competencia, C1 Derecho aplicable es 
el suyo y sólo subsidiariamente el del Estado. 
Además, el apartado 1 de este articulo 5.0 es tam- 
bién contrario al artículo 150.3 de la Constitu- 
ción, al prever que estas Leyes podrán dictarse 
antes o después que las Comunidades Autónomas 
hayan hecho uso de sus competencias. 

Comentario negativo merece también el artícu- 
lo 10 del proyecto de Ley que estamos discutien- 
do, que, si no se modifica, puede afectar a uoa 
competencia exclusiva de la Generalidad de Ca- 
taluña, como es la ordenación territorial, en el ar- 
tículo 9.9 del Estatuto de Cataluña. Por cierto 
que el apartado 2 de este artículo 10 del proyecto, 
y contrariamente a lo que dispone el artículo 16 1 
de la Constitución, da facultades al Senado para 

decidir sobre las posibles divergencias entre el Es- 
tado y las distintas Comunidades Autonómas en 
esta materia, incidiendo en sentido negativo y 
desconociendo las funciones y competencias del 
Tribunal Constitucional, que, en este caso, tam- 
bién resulta mal parado. 

También procede comentar ahora, aunque sea 
muy brevemente, el contenido de los artículos 19 
y 20 del proyecto de la LOAPA. Estos artículos, 
más que armonizar, permiten al Gobierno la ela- 
boración de normas y programas, todo con el 
propósito bien claro no de armonizar, porque no 
se puede armonizar algo inexistente, sino con la 
voluntad explícita de recortar los Estatutos de 
Autonomía, especialmente el catalán y el vasco. 

En fin, un tremendo desaguisado que no tiene 
explicación posibile, si es que realmente se quiere 
construir una España donde sus pueblos sean li- 
bres, al menos dentro del marco de sus respecti- 
vos Estatutos. Que piensen el Gobierno y el prin- 
cipal partido de la oposición que este trabajo que 
están haciendo, posiblemente en algunos casos 
con pocas ganas de hacerlo, no irá ciertamente en 
beneficio de la democracia y, además, nadie se lo 
agradecerá. Esto es seguro, porque, cuando se ini- 
cia el camino de la involución, los que pueden 
beneficiarse de este retroceso involutivo nunca 
estarán satisfechos y siempre dirán que se ha he- 
cho poco; en cambio, este paso decepcionaría 
profundamente a todos los auténticos demócra- 
tas. 

Creo que los dos más poderosos partidos repre- 
sentados en el Congreso de los Diputados debe- 
rían darse cuenta de que han emprendido un mal 
camino. Aún están a tiempo de rectificar, aún 
puede cambiarse esta fatídica andadura.. Muchos 
españoles se lo agradecerían y ellos quedarían 
mejor ante la Historia. 

Finalmente, hay todavía otro aspecto de la Ley 
que debe comenzarse y quiero denunciar. La 
LOAPA, en su redacción actual, no es solo un 
ataque a las autonomías; es un precedente fatal. 
como ha dejado bien claro el ilustre tratadista 
don Josep María Puig Salellas, decano del Cole- 
gio de Notarios de Barcelona, este proyecto de 
Ley, si se aprueba tal como está redactado, abre 
un camino muy peligroso para el futuro de nues- 
tra democracia. Será un primer paso posiblemen- 
te repetible de la alteración del texto constitucio- 
nal. Este precedente de querer cambiar y refor- 
mar la Constitución por caminos distintos de los 
señalados por la propia Constitución del Estado, 
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puede hacerse servir en el futuro y aplicarse a 
otras zonas de la Constitución, sin pasar por el 
camino legal previsto en el propio texto constitu- 
cional. Excuso decirles a ustedes lo que esto pue- 
de representar en el futuro. 

Por todas estas razones, señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, este Diputado solicita la 
devolución del proyecto, porque hoy son las au- 
tonomías las que son objetivo de esta Ley, pero 
mañana puede ser una amenaza para la propia 
Constitución del Estado y el régimen democráti- 
co en general, si se demuestra que, en base a 
Leyes como la que estamos debatiendo, pueden 
vulnerarsc Disposiciones constitucionaks, y 
abrir ad un camino de incalculables consecuen- 
cias. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 
Pi-Suñer. 

Tiene la palabra don Juan Mana Bandrés para 
su enmienda número 203, también a la totalidad. 

Aprovecho para advertir que no sé si en los 
«&xsiers» de la Comisión que pudieran haber re- 
partido figuraba - a l  parecer, en algunos no- la 
enmienda presentada por el Grupo Andalucista 
con el número 146. La Mesa ha estimado que es a 
la totalidad, y se debatirá también dentro de este 
orden. 

Tiene la palabra el señor Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor h i -  
dente, quería preguntar si después de cada en- 
mienda a la totalidad no hay turno en contra 

El señor PRESIDENTE No. Había advertido, 
al presentar el ordcn de proceder, que se exponen 
todas las enmiendas a la totalidad, que luego hay 
un turno en contra de conjunto y despué una ex- 
posición de posiciones por aquellos Grupos que 
no hayan intervenido como enmcndantcs, sin 
perjuicio de que los mismos tengan un turno de 
nctificación, que merecería una breve dúplica 
por el tumante en contra. 

Tiene la palabra el señor Bandrés. 

El señor BANDRES MOLET: Gracias, señor 
presidente. Espero mantenerme en el término del 
tiempo señalado por S. S. porque, realmente, no 
tengo nada que añadir al texto de justificación 
que figura en la propia enmienda número 203, ya 
que Euskdiko Ezqucna no ha querido guardam 
agumentos en la manga, como a veces suele ha- 

cerse. Suele, a veces, justificarse una enmienda 
con cuatro o cinco líneas, con objeto de presentar 
los argumentos esenciales en el momento de la 
discusión verbal. No lo hemos hecho así en esta 
ocasión y hemos querido, con lealtad, presentar 
en el primer instante todos los argumentos que, a 
nuestro juicio, hacen aconsejable la devolución 
de este proyecto de Ley al Gobierno, y que pue- 
den reducirse a tres tipos de críticas esenciales: 
una, en cuanto al método de elaboración de este 
proyecto de Ley; otra, en cuanto a su plasmación 
jm'dico-formal; y, por último -y la más impor- 
tante- en cuanto al contenido concreto del 
proyecto de Ley. Que algunos aspectos del proce- 
so autonómico puesto en marcha necesitaban en 
este país una urgente reorganización es algo que 
lo veían hasta los ciegos. Pese a nuestro respecto a 
la autodeterminación en su sentido dinámico de 
todas las comunidades, que no nos harían en 
principio sentir ninguna repugnancia, por ejem- 
plo, por una autonomía uniprovincial, lo cierto 
es que pintorescos deseos de autonomía unipro- 
vincial habían surgido ya en este país. También 
es verdad que una generalización apresurada y 
racional a temtorios con historia y deseos de au- 
togobiemo muy diferentes, pero que se hacían de 
modo uniforme, han contribuido a deteriorar esta 
realidad autonómica que para algunos, ya lo 
comprendemos, no es más que una realidad des- 
centralizadora. Este es, señor Presidente, el resul- 
tado nefasto de esa frase desarortunada de «café 
para todas», que no sé quién exactamente pro- 
nunció pero que es más propia de una expresión 
de casino que de una definición realmente politi- 

Esos mns políticos, cometidos, naturalmen- 
te, por quien tiene el gobierno en la mano, es de- 
cir, por los Gobieraos sucesivos de UCD, deben 
tener soluciones partiendo de una idea coherente 
del Estado autonhico. Por t80, aquí podría re- 
petirse alguna expresión hecha por mí mismo, en 
nombre de mi Paitido, diciendo: si a una LOA- 
PA, no a esta LOAPA, sí a cierta armonización, 
no a este tipo de armonización que se nos quiere 
imponer. Pero, en lugar de buscar esa idea cohe- 
rente del Estado autonómico y plasmarla en 
Leyes, UCD y, iamentablemcnte, también el Par- 
tido Socialista Obrero Español encomiendan la 
solución del problema a estos despropósitos a 
una llamnAn comisión de expertos, como si la ho- 
norabilidad ocsdémica de sus integrantes, que na- 
die discute, pudiese swfraer el juego político de 

a. 
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las instituciones constitucionales Esas fueron las 
consecuencias de este método, que ya se inicia, a 
nuestro juicio, viciado. 
En primer lugar, el informe de la Comisión En- 

tema -iiam& así lo comisión de expertos- in- 
t t f i ek  la capacidad legislativa prevista en la 
Constitución. El artículo 87 de la Constitución 
deja muy claro que solamente el Parlamento, el 
Congreso de los Diputados y el Senado, la inicia- 
tiva popular y las Cámaras legislativas de las au- 
tonom’as son las únicas que tienen iniciativa le- 
gislativa. De esta manera, parece que la iniciativa 
legislativa la tiene una comisión de ciertos exper- 
tos o personas con una cualificación profesional 
determinada. 

En segundo lugar, las formaciones estatales 
mayoritarias marginaron, en la conclusión de sus 
pactos, tanto a los Partidos como a las institucio- 
nes autonómicas, mostrando un evidente despre- 
cio hacia las nacionalidades. Señores Diputados, 
efectivamente no BC llamó a los Gobiernos auto- 
nómicos que existían en ese momento, y no se 
bmó a los Partidos nacionalistas, a los Partidos 
que tenían un ámbito estrictamente nacional 
dentro de sus territorios correspondientes. 

Muchas veces hemos dicho desde la oposición 
que es increíble la capacidad de torpeza del Go- 
bierno. Lo que pasa es que, en esta ocasión, tene- 
mos que lamentar que se haya contagiado tam- 
bién el primer partido de la oposición, en el que 
tantas esperanzas ponemos la izquierda del Esta- 
&; porque aquí había, sdlor Predente, dos tipos 
de nacionalidades: las nacionalidades tranquilas, 
cuyo ejemplo podría ser Cataluña, y las naciona- 
lidades más conflictivas, cuyo ejemplo podría ser 
Euzlradi. Se va a canseguir encrespar a todas las 
nacionalidad=, se va a conseguir encrespar a to- 
d a ~  las autonomías; y ahí está, como principio y 
como aviso, esa magnífica manifestación realiza- 
da en Barcelona muy recientemente, con miles y 
miles de cataianes clamando contra esta Ley, pre- 
cisamente contra esta Ley, señor Presidente. 

En cuanto a su piasmación juridico-formal, son 
varias las críticas que pueden hacerse a este 
proyecto de Lcy orgánica. En primer lugar, ha de 
negarse, de entrada, la posibilidad de una Ley ge- 
neral sobre el proceso autonómico. La Constitu- 
ción española no permite ninguna regulación so- 
bre la rtdistribución temtorial de competencias 
hacia las nacionalidades y regiones que no sean 
los Estatutos, de acuerdo con su articulo 147.2, 
letra d). Ea decir, que ha de reañrmarse la conser- 

vación indemne del mecanismo legal siguiente: 
Legislación exclusiva por las Comunidades Autó- 
nomas en ias materias que los Estatutos respedi- 
vos autorizan. Stñor Presidente, no vaie decir 
ahora que no hay competencias exclusivas, como 
he oí& decir a una alta autoridad del Estado. 
Tengo, sefior Presidente, en mis manos el Estatu- 
to de Autonomía de Guernica. Su artículo 10 
dice: «La Comunidad Autónoma del Pais Vasca 
tiene competencia exclusivm -y recalcó lo de 
exclusiva- «en las siguientes materias». A conti- 
nuación especifica nada menos que 39 materias, 
en las cuales Euzkadi, señor Presidente y señores 
diputados, tiene competencia exclusiva. Decir 
ahora que no existen competencias exclusivas y 
que todas son compartidas es haber estado enga- 
ñando a un pueblo entero en el curso de nuestra 
campaña a favor de este Estatuto. Señor Presi- 
dente, no estoy dispuesto a engañar a mi pueblo. 
Hay que decirle claro que fuimos engañados no- 
sotros y que no hay -como alguien dice- com- 
petencias exclusivas, que casi todas son compar- 
tidas, o que sigue las que hay, en cuyo caso ten- 
dremos que luchar para que este Estatuto de Au- 
tonomía tenga realidad y eeficacia plenas.-Hay, 
pues, competencias exclusivas nada menos que 
en un Estatuto de autonomía aprobado en refe- 
réndum y además hecho Ley Orgánica previa- 
mente por estas mismas Cámaras. Con esto no se 
puede jugar, seiior Presidente, a esto no se pude  
hacer un quite graciaso. 

En segundo lugar, legislación compartida entre 
los principios generales establecidos por las Cor- 
tes y su desarrollo en aquellas materias sobre las 
que las Comunidades ven conformadas sus com- 
petencias en tomo a las bases comunes a todo el 
Estado. 

Finalmente, legislacion asumible en materias 
no prevenidas inicialmente en los Estatutos, sino 
en virtud de la atribución de potestades legislati- 
vas por la autorización de Leyes marco, artículo 
150.1, o por transferencias o delegación mediante 
Ley Orgánica, artículo 150 número 2. En ningu- 
no de esos tres supuestos tiene encaje congruente 
el proyecto ni alternativamente en previsión 
constitucional alguna porque tampoco el aparta- 
do 3 del artículo 150 ofrece en absoluto acogi- 
miento cabal. 

Pretenden sus impulsores imprimir a esta Ley 
el carácter de orgánica, y es otra cuestión sobre la 
cual nosotros vamos a discutir. Aparece claro que 
la categoría de Ley Orgánica ha de manejarse con 
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criterios restrictivos, única forma de que no se dé 
una utilización abusiva que desvirtuare el mismo 
concepto. Por eso el debate constitucional preci- 
sor el más difuso articulo 73.1, del anteproyecto 
original de la Constitución. Hoy el vigente artícu- 
lo 8 1 deja perfectamente claro que son Leyes Or- 
gánicas las relativas al desarrollo de los derechos 
fundamentales y las libertades públicas, las que 
aprueben los Estatutos de Autonomía y el régi- 
men electoral general y las demás previstas en la 
Constitución. En segundo lugar, la aprobación o 
modificación de las Leyes Orgánicas exigirá 
mayoría absoluta del Congreso. Es decir, el nú- 
mero 1 del artículo 81, impone de una manera 
terminante una reserva material y procedimental 
de Ley reservada al desarrollo de los derechos 
fundamentales y libertades públicas, a los Estatu- 
tos de Autonomía y el régimen electoral general y 
solamente en las demás previstas en la Constitu- 
ción. Inciso final, por demás expresivo, que cierra 
toda posible extensión imprevista y que ha con- 
firmado el artículo 28.2 de la Ley Orgánica del 
Tribunal Constitucional, así como el propio Tri- 
bunal en su sentencia de 13 de febrero de 198 1, 
siendo en cualquier caso opinión casi unánime de 
la doctrina constitucionalista. 

Las Leyes Organicas son un número clausus. 
Se sabe perfectamente, porque la Constitución así 
lo determina, cuáles son y no pueden inventarse 
otras byes  orginlcas que no scan esas que esta- 
blece el artículo 8 1 , insisto, de la Constitución. 

También incumple el proyecto el carácter de 
Ley armonizadora con el que se quiere revestir. 
El artículo 150.3, al preve; una eventual armoni- 
zación, la entiende remitida a las Disposiciones 
normativas de las Comunidades Autónomas. 
Ninguna interpretación sensata de la Constitu- 
ción puede abonar la idea de que es armonizable, 
modificable la titularidad de las competencias, 
porque entonces lo que se estaría modificando, 
como ha dicho muy bien el señor Pi-Suñer, no se- 
rían las normas que dicta la Comunidad Autóno- 
ma, sino su propio Estatuto de Autonomía que 
ha sido plebiscitado, lo cual seda sumamente gra- 
ve, señor Presidente. 

Solamente se puede armonizar el ejercicio de 
las competencias que tiene la Comunidad Autó- 
noma, no sus propias competencias, insisto. La 
Ley de Armonización, como norma excepcional 
que es, ha de operar sobre normas autonómicas 
previamente existentes, agotándose en sí misma, 
si no no habría nada que armonizar. Por tanto, el 

proyecto de LOAPA actúa de forma apnorística 
sin criterios jurídicos, pero sí políticos y que son 
simplemente éstos: la restricción del derecho de 
autogobierno que la Ley fundamental reconoce y 
nosotros, insisto, apoyamos el Estatuto de Auto- 
nomía porque es una forma dinámica de autode- 
terminarse el pueblo vasco y poque además esta- 
blecía unas dosis razonables de autogobierno. Si 
ahora por medio de esta Ley se nos quiere quitar 
esa dosis de autogobierno, yo puedo aquí decir, 
lamentándolo muchísimo, que quienes propug- 
nan esta Ley están «hembatasunizando» el país, 
señor Presidente. Esto hay que decirlo así de cla- 
ro para que se sepa. 

Por Último, debe rematcarse que ningún ar- 
tículo constitucional autoriza a unir en el mismo 
texto legal el doble rango de armonizador y orgá- 
nico por lo que, en el colmo de la confusión de 
técnica legislativa, sena necesario detallar qué ar- 
tículos del proyecto serían armonizadores y qué 
artículos del proyecto serían manteria de Ley Or- 
gánica. 

Finalmente, en cuanto al contenido, hechas es- 
tas consideraciones anteriores sobre el método y 
la forma, es necesario detenerse en las líneas 
maestras del articulado para deducir que caen en 
un patente vicio de ilegaiidad, desde nuestro pun- 
to de vista. Cuando la Constitución señala en su 
artículo 147.3 que la reforma de los Estatutos se 
ajustará al procedimiento establecido en los mis- 
mos y requerirá en todo caso la aprobación por 
las Cortes Generales mediante Ley Orgánica, es 
radicalmente inconstitucional todo intento de 
modificación de Estatutos por vía de hecho o por 
vía lateral distinta de este procedimiento concre- 
to establecido en el artículo 147.3 de la Constitu- 
ción. 

El proyecto pretende modificar los Estatutos a 
través de los puntos concretos siguientes: preva- 
lencia en todo caso del Derecho estatal, violando 
el artículo 149.3 de la Constitución; acondiciona- 
miento de controles ajenos a los contenidos en el 
artículo 153; perversión del concepto Ley de Ba- 
ses al intentar reservarse en éstas potestades re- 
glamentarias centrales; introducción de nuevas 
bases de transferencias distintas a las contenidas 
en la Constitución en su artículo 147.2 letra d) y 
en los Estatutos; desaparición práctica, como an- 
tes he comentado, de las competencias exclusivas 
estatutarias -y esto no s60 está en la Ley, sino en 
las afirmaciones que hacen reiteradamente perso- 
nas importantes dentro del aestablishmenb, por 
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decirlo de algún modo, y que saben lo que di- 
cen- e imposibilidad de crear una función públi- 
ca autonómica. 

Así pues, señor Presidente, el proyecto de 
LOAPA no tiene ninguna justificación política ni 
jurídica; refleja en especial una carencia total de 
idea coherente de Estado que si existiera hubiera 
proyectado una graduación racional de los nive- 
les de autogobiemo y competencia atribuidos a 
los territorios según cada vía de acceso a la auto- 
nomía. 

Café para todos, señor Presidente, no. Algunos 
prefieren tila o manzanilla, y los que quieren café 
lo quieren cortado, sólo o con leche, o lo quieren 
con mucho azúcar o con poco o sin azúcar o de 
otro modo. Es decir, no d é  para todos, señor 
Presidente. Esta Ley está trayéndonos eso, está 
haciendo trascendencia jurídica de una expresión 
tabemaria, señor Presidente. 

Este proyecto, en caso de ser aprobado, no 
aportaría ninguna dosis de racionalización, antes 
bien supondría una nueva fuente de equivocos y 
conflictos. 

Todavía hace pocos días los partidos naciona- 
listas de izquierda, reunidos cerca de Bilbao, en 
Lejona, con ocasión de nuestro Congnso, han he- 
cho clara y patente su posición ante esta Ley. Ahí 
esta su comunicación firmada por seis o siete par- 
tidos de izquierdas de todas o casi todas las nacio- 
nalidades del país. 

Parece evidente que este proyecto no surge de 
ningún proceso de calificación, sino de amedran- 
tamiento ante presiones antidemocráticas y an- 
tiautonomistas que todos más o menos desgracia- 
damente conocemos. 

Por eso, por todo lo que he explicado, señor 
Presidente, señores Diputados, solicito la retirada 
del proyecto de Ley O w i c a  de Armonización 
del Proceso Autonómico. 

El señor PRESIDENTE El señor Aguilar Mo- 
reno para defender su enmienda admitida como a 
la totalidad y que lleva el número 146 en el dos- 
sier de las enmiendas, tiene la palabra. 

El señor AGUILAR MORENO Nuestra en- 
mienda, tal como sc acaba de expresar por la Pre- 
sidencia, tiene evidentemente el carácter de en- 
mienda de devolución, aun cuando por un cierto 
respeto a los mecanismos de procedimiento por 
los que ha llegado a tramitanre este proyecto for- 
mulábamos esta enmienda dirigida fundamental- 

mente a eliminar el carácter de Ley Orgánica de 
esta Ley. 
De todos modos el contenido del texto de nues- 

tra posición al proyecto es ni más ni menos el 
mismo que incluyen todas las demás enmiendas 
de totalidad y en este sentido es en el que ratifica- 
mos el carácter de enmienda de totalidad que 
ahora mantenemos. Eso explica también el que 
no hayamos entrado en nuestra enmienda - 
tampoco aquí lo vamos a reiterar entre otras co- 
sas porque es innecesario y voces más autorizadas 
ya lo están haciend- a abordar otros temas dis- 
tintos del carácter orgánico de la Ley, por los cua- 
les debe devolverse el proyecto que se nos presen- 
ta. 

Centrándonos en el tema de la consideración 
de la Ley Orgánica de este proyecto de Ley, ya se 
ha dicho aquí -voy a reiterarlo someramente- 
que evidentemente no estamos ante una Ley Or- 
gánica. Esto no es un mero titulo ni una mera 
pretensión de que sc cambie un nombre, sino que 
es un contenido esencial en esta Ley el que se la 
considere o no orgánica y, como ya se ha dicho, 
no estamos ante una Ley Orgánica, porque no 
está incluida entre las que pueden tener tal cara- 
cáter en la enumeración que sc hace en el artículo 
8 1.1 de la Constitución. 
No estamos ante derechos fundamentales, ante 

libertades públicas, ante Leyes electorales, y tam- 
poco en ningún punto que esté previsto en la 
Constitución que sca necesario regularlo median- 
te Ley Crgánica. 

Por otra parte, es un principio constitucional 
general en todas las normativas constitucionales 
el que debe interpretarse de forma restrictiva 
cualquier aplicación que afecte al carácter de un 
Estado, ya sea federal, como aquí sc ha mencio- 
nado, o de autonomía, sea lo que sea un Estado de 
autonomía, o incluso un simple Estado regional. 
Todo este tipo de Constituciones, entre las que, 
desde luego, ha de incluirse la nuestra, está some- 
tido al principio genérico de que lo que no está en 
la Constitución es que no se ha querido decir, y si 
aquí no se ha querido decir que una Ley del ca- 
rácter de la que nos ocupa pueda ser orgánica ello 
hace suponer que no es posible que sea orgánica. 
Tampoco pucde ser una Ley Orgánica porque 

este carácter es incompatible con la pretensión 
llamada de armonización que se predica de esta 
Ley, con independencia de otras razones, porque 
el voto conjunto que según el artículo 81.2, se. 
exige a la totalidad de una Ley Orgánica es in- 
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compatible con la heteregeneidad de materias 
que en esta Ley se contemplan. Unas son armoni- 
zadoras y otru no y así lo reconoce expresamente 
la memoria justificativa que se acompaila al 
proyecto de Ley, en la q w  se dice expresamente' 
que no todas las Disposkioms de este pmyeoto 
de Ley tienen el &c€er armonizador, lucgo es 
impasible que se le dé un solo voto a estas mate- 
rias heterogéncas. 
Pero no quiero abundar más en estas razoncs 

técnicas, sino buwu razones en realidad políticas 
que han llevado a que se presente esta armoniza- 
ción de potestades, de potencialidades en reaii- 
dad, nonnativas de las Comunidades AutÓn~- 
mas, y que, evidentemente, tiene un carácter cau- 
telar, puesto que se presenta esta Ley respecto a 
posibles normativas que se dicten por las Comu- 
nidades Autónomas y no, como prevé el articulo 
1 53, respecto de Leyes que ya hayan emanado de 
estas Comunidades. Este carácter cautelar, por 
decirlo en un lenguaje más popular, es lo que se 
dice curarse en salud, ponerse el parche antes de 
que saiga el gano, y esto es muy grave, porque es 
una muestra de desconfianza, no ya a las institu- 
ciones concretas y personalizadas que ahora mis- 
mo están en vigor en Espaair, sino mucho peor 
que esto, es un desconfianzii con lo que establece 
h Constitución. Lo que establece nuestra Consti- 
tución, en definitiva, es lo que se llama el Estado 
autonómico CMO un Esiado contrapuesto a1 Es- 
tado centralista, y ante este Estado autonómico es 
ante lo que esta Ley muestra la desconfianza, es 
decir ante unos principios constitucionales. Es, 
por tanto, una insrcncia inaámisible, una inter- 
ferencia en lo que es un campo propio espccítico 
de las Comunidades Autónomas, según nuestra 
Constitución. 

Tendríamos que decir, también popularmente, 
que una vez más, ia abra tira ai monte y el pacto 
de los partidos centralistas confunde el Estado de 
las autonomías o el ooncepto de Estado con el 
concepto de Administración central. En el mejor 
de los c~sos, considera que se trata de una descen- 
t r a ib ión ,  y en el fondo lo que late es un Estado 
que podríamos llamar sucursalista. Y no les ha 
importado a los pIIctistas de esta Ley querer do- 
mcñor ta voluntad popular expksada de forma 
inequívoca en distintas territorios de Espaila y, 
de forma clamorosa, desde luego, en Andalucía. 
Ahora no se nos puede decir que lo que nuestros 
pueblos querían cuando ratiñuron o rcfnndaron 
la voluntad autoeómica y los propios Estatutos 

era una autonomía armonizada, porque, entre 
otras cosas, esto no se dijo por ninguno de estos 
partidos que ahora patrocinan esta Ley, no se dijo 
por ninguno en esas campañas para pedir la rati- 
ficación o la voluntad autonómica en los rcspcc- 
tivas p u e b h  a los que se ha sometido esta deci- 
sión. Esto no se dijo entonces y lo que esperamos 
es que lo expliquen en Andalucía en la futura 
campaña electoral. 

Por otra parte, la postergación de.la Comuni- 
dad Autónoma según esta Ley de las Diputacio- 
nes Provinciales es otro de los aspectos que en- 
tendemos que también va en contra del Estado de 
las autonomías, que es lo que se dice que es nues- 
tro Estado. 

Aquí se han invertido los papeles y el Estado de 
las Autonomías se convierte, según esta Ley, en el 
Estado provincial o provincialista, por no decir 
provinciano. Desde luego, para este viaje no ne- 
ocsitábrimosrltejas. 

Ahora bien, en este tema de la supeditación a 
las Diputacioaes Provinciales tenemos que =o- 
mcer que para Andalucía esta batalla ya está per- 
&da, por~ue nuestro Estatuto, que ha sido el pri- 
mer cobaya del informe Enterría, tiene interiori- 
d a  ya esta configuración, y Isi se ha dicho ex- 
presamente, y se ha alabado, & vertebrar nuestro 
Estatuto sobre la configuración provincial y áe 
las Diputaciones Provinciales, y, desde luego, 
esto impide a la Comunidad Autónoma andaluza 
ya se lo impide la libre configuración territorial 
administrativa. 
Estos rspectos evidentemente inconstituciona- 

les, así como otros muchos que ya se han aducido 
aquí y que nosotros apoyamos, nos llevan a 
apoyar todos las enmiendas de áevdución, a 
mantener y prtconizar en todo caso La no consi- 
deración de Ley Orgánica, y aunque este es tam- 
bién el contenido de nuestro enmienda en cuanto 
a devolución, aunque no se considerara mas que 
este aspecto, es un aspecto esencial para cambiar 
el sentido de esta Ley, puesto que, en el fando, 
coll el carácter de Ley Orghnica la que se está pre- 
tendiendo es, según el eufemismo último (antes 
fue mcionaiización, etcétera) de armonización, 
que se m d q u e n  los Estatutos de Autonomía, 
que se modifique el ejercicio de sus competen- 
cias, en lugar & cumplir lo que dicen el artículo 
150.3 y el a'stículo 147 de la Coastitución, que 
impiden esa intervención en lo que son compe- 
tencias propias & las Comunidades Autónomas. 
Todos estos aspectos inconstitucionales nos 
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llevan a expresar ahora públicamente nuestra vo- 
luntad de aportar nuestras fuerzas parlamentarias 
a las de otros Grupos Parlamentarios de partidos 
nacionalistas, como el vasco y el catalán, como el 
Grupo Parlamentario Comunista, que también se 
opone a esta Ley, como otros parlamentarios que 
a título individual también lo hacen, para que se 
pueda reunir el suficiente número de Diputados 
que estén dispuestos en su día a plantear el recur- 
so de inconstitucionalidad si esta Ley llegara a 
aprobarse. 

El señor PRESIDENTE El señor Vizcaya, del 
Grupo Parlamentario Vasco, para defender su 
enmienda número 2 a la totalidad, tiene la pala- 
bra. 

El señor VIZCAYA RETANA: Señor Presi- 
dente, señorías, en primer lugar, señor Presiden- 
te, con todo respeto pero también con firmeza, 
tengo que lamentar el procedimiento a través del 
cual se está solventando el debate a la totalidas de 
esta Ley. Y se lo digo, sin ningún ánimo de críti- 
ca, por la constatación de un hecho real y es que 
varias enmiendas a la totalidad van a ser despa- 
chadas en una sola contestación, va a haber argu- 
mentos diferentes y, sobre todo, el debate pierde 
dinamismo y vivacidad en la medida en que se 
reiteran una serie de argumentos; es la sucesión 
de protestas o de contestaciones a la LOAPA y 
después va a haber, diríamos, una defensa. Cree- 
mos que hubiese sido auténtico debate, y mucho 
más vivo, que después de cada enmienda a la to- 
talidad hubiese habido por parte de los firmantes 
de los pactos autonómicos o, en su caso, por parte 
del que quiera desempeñar el turno en contra de 
la enmienda a fa totalidad, una intervención que 
diese lugar a réplicas y dúplicas haciendo real 
este debate. 

Tal y como sc ha configurado el procedimiento 
de este debate consiste todo en un diálogo de sor- 
dos, en un monólogo por parte de los opositores a 
la LOAPA y, me imagino que también en un mo- 
nólogo sin posibilidad alguna de intercambios 
auténticos de posiciones por parte de los que de- 
fenderán la LOAPA. 

Hechas tsta salvedad y esta protesta, señor Pre- 
sidente, mi Grupo c o n d e  a este debate una gran 
transandencia y derivada de las siguientes razo- 
nes y singularidades expuestas por los propios au- 
tores de los pactos autonómicos, propios firman- 

tes, y por el Gobierno que envió esta Ley al Con- 
greso. 

En primer lugar, por sus objetivos, alcances y 
consecuencias. Se ha atribuido a la LOAPA nada 
más y nada menos que la facultad de ordenar 
todo el proceso autonómico; el evitar una refor- 
ma de la Constitución -palabras de Martín Vi- 
lla-, que entre otras cosas es reconocer que la 
LOAPA reforma la Constitución, lo cual es un 
supuesto evidente de fraude de Ley; se le ha atri- 
buido el reconducir los procesos autonómicos, es 
decir, hablando vulgarmente, modificar los Esta- 
tutos sin acudir al procedimiento en ellos señala- 
do, lo cual es otro fraude de Ley; el corregir ante- 
riores errores fruto de la precipitación y del desfa- 
se entre el tiempo lógico y tiempo político -frase  
muy querida por parte del señor Martín Villa-; 
el evitar desequilibrios, improvisaciones y oscila- 
ciones, lo cual significa que el Gobierno anterior 
no ha hecho más que desequilibrar, improvisar y 
oscilar, se le ha atribuido nada más y nada menos 
que consolidar la España de las autonomías y el 
propio sistema político, lo cual es reconocer que 
tanto la Constitución como los Estatutos, haste 
este momento aprobados -excepto aquellos que 
ya han sido «loapizados+ realmente no supo- 
nían una consolidación de las autonomías ni del 
propio sistema político. 

Pero también es importante por su origen y 
procedimiento. Por primera vez nos encontramos 
con que esta Ley arranca de unos pactos - 
recuerdo la frase de Martín Villa: «mi compañero 
en materia de autonomías es el PSOE+ que son 
consecuencia obvia del golpe militar del 23 de fe- 
brero. Nos encontramos con unos pactos que se 
respaldan, justifican o se obtiene como coartada 
un dictamen de expertos que deja en muy mal lu- 
gar, entre otros, no sólo a los gabinetes técnicos 
de diversos Partidos políticos, sino también al 
Centro de Estudios Constitucionales, por ejem- 
plo. 

Nos encontramos con unos pactos que se nego- 
cian al margtn del Parlamento y maxginando a 
Partidos políticos con representación parlamen- 
taria y aigunos de ellos con auténtica responsabi- 
lidad de Gobierno. Pero también sc caracteriza, 
en tercer lugar, por cómo llega esta Ley al Paria- 
mento, con posiciones monoliticas, inflexibles 
por parte de los finnantes de los pactos. 
Nos encontramos con un proyecto de Lcy más 

debatido fuera de este Parlamento que en esta 
Casa; que no ha sido debatido entre los firmantes 
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y no firmantes frente a Gente, cara a cara en un 
sólo acto y en esta Casa, sino siempre a través de 
opiniones unilaterales y por los medios de comu- 
nicación. 

Se caracteriza también, señor Presidente, poi 
cuándo llega al Parlamento esta Ley. Llega en un 
momento crítico para el proceso democrático, en 
que precisamente la propia situación que está vi- 
viendo este país no es la más propicia para utili- 
zar todos los cauces democráticos y políticos, 
pero todos los cauces que permitirían una contes- 
tación a la LOAPA; se caracteriza también, señor 
Presidente, por las reacciones tan encontadas que 
ha suscitado esta Ley. Precisamente por la forma 
de elaboración de esta Ley se suscitan encona- 
mientos, se polarizan las posturas y hay cscasai 
posibilidades de acuerdo. 

También se caracteriza por ser un proyecto 
que llega tarde porque cuando aún la LOAPA a 
proyecto para el Pariamento, que expresa la so- 
beranía popular, señorÍas la LOAPA ya es Ley en 
la práctica estatuaria, como señalaba an ta  el 
Diputado Juan Carlos Aguilar, y lo pueden ates- 
tiguar los Estatutos de Rioja, Cantabria, Murcia, 
etcétera. 

Con la LOAPA pasa al revés que con el Cid, 
del cual decían que aún muerto ganaba victorias. 
La LÚAPA aún sin nacer como Ley en esta Cá- 
mara ya gana victorias; es lo del tiempo Iógm y 
lo del tiempo poliítico del que hablaba Martín 
Villa. 

Como verán SS. SS hay razones más que sufi- 
cientes que avalan la trascendencia del debate so- 
bre la LOAPA. Mi Grupo es consciente de quié- 
nes y con qué fines escudriñarán este debate hasta 
con lupa para saber si se cumple lo prometido. St 
que hay una mayoría aplastante detrás de la 
LOAPA y sé que es incómodo para las minorías 
el oponemos a esta Ley, hacer de oposición que 
otros no han ejercido. 

Mi Grupo no viene a desempeñar un papel o 
cubrir un expediente, ni hacer demagogia fki l  
para la galería ni a ganame un lugar en el sol de la 
cmtestacidn por la contestación. Vengo, scño- 
rías, como parte de un pueblo, de un Partido que 
siente la LOAPA oomo UM afrenta, como una 
mancha a su Estatuto y vengo a denunciar, a cri- 
ticar e intentar construir y si no es paiible a in- 
tentar destruir lo mal hecho -en expnsióu de la 
Ley del Suel-o a devolver Ins coms al atado cñ 
que se encontraban con anterioridad al acto im- 

pugnado, como diccn las Leyes de procedimiento 
administrativo. 

Señorías, hoy empieza, pues, el primer a t o  de 
una dificil representación política y dem&tica. 
Nuestra enmienda a la totalidad a la LOAPA la 
formulo d& una doble perspectiva, desde un 
doble ángulo: desde el aspecto técnico-jurídico, 
desde el cual intenta& enjuiciar la LOAPA a la 
vista de la Constitucich y de los Estatutos, llegan- 
do a la conclusión & su inconstitucionalidad y 
'desde un punto de vista político desde el cual lle- 
Igari a la conclusión de que constituye un hecho 
innecesario, inoportuno, una concesión y un tre- 
mendo error. 

Ciñéndome al análisis técnico-jurídico que nos 
mercce la LOAPA quisiera, en primer lugar, ha- 
blar algo de los antecedentes que dan lugar a este 
texto. La política de conccrtación autonómica 
definida por el Gobierno de Calvo-Sotelo, con el 
acuerdo del principal Partido de la oposición , e 
instrumentada tácnicamente, según el informe de 
la Comisión de expcrtos presidida por el profesor 
García de Entema, se ha concretado, entre otras, 
en el envío a estas Cortes del proyecto de Ley Or- 
gánica de Armonización del Proceso Autonómi- 

La incidencia de esta Ley en los regímenes au- 
tonómicos ya en vigor es motivo de honda preo- 
cupación, espccialmentc para los responsables 
políticos de las Comunidades catalana y vasca, 
que son las pioneras en el proctso de remodela- 
ción de la estructura temtorial del Estado. Esta 
preocupación, lejos de ser gratuita, señor Presi- 
dente, está fundada en la convicción de que tras 
la apaFente neutralidad de los propósitos que se le 
atribuyen de racionaiización o reconducción, et- 
cétera, del proceso autonómico, se ocultan, evi- 
dentemente, objetivos políticos de negativa inci- 
dencia en los respectivos regímenes autonómicos. 
Y desde esta perspectiva me importa mucho 

poner de manifiesto el d h t i b k  presupuesto del 
que se parte en lo UIAPA que existía una laguna 
constitu&nal que, a w vez, generaba la necesi- 
dad de un complemento lcgisiativo. Y este es un 
dato de mayor interés no, por aupuesto, comoan- 
ter deda el Seaor Bnndds, para poner en tela de 
juicio la neccsidd de regular detcrmimh as- 
pcctos pun t tuh  del proce#, autonómico, sino 

de nsolver cucstimal ya fesueltas o que 8610 pue- 
den d v c n e  cñ vfa Conrtituciod y10 estatul- 
ria. De modo que más bien que un complemento 

co. 

di%- hortrr qUC punto lo LOAPA pntm- 
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dicho proyecto supone propiamente algo muy 
cercano a una reforma constitucional encubierta, 
o cuando menos una interpretación claramente 
restrictiva de la Constitución, todo lo cual excede 
sin duda de los cometidos constitucionales del le- 
gislador. 

Desde el punto de vista de la denominación, ya 
la LOAPA es objeto de crítica. La denominación 
es objetable, primero, por extender la categoría 
de Ley Orgánica más allá de lo permitido, y se- 
gundo, por la dificil inteligencia técnica de esa 
pretendida armonización del proceso autonómi- 
co, basada en una incorrecta utilización de los 
conceptos de armonización y de proceso autonó- 
mico, a los que se atribuye una significación de 
dificil acomodo en nuestro ordenamiento consti- 
tucional. 

Pero es que además de la denominación, llama 
la atención en la LOAPA la heterogeneidad de su 
contenido. Conforme se reconoce en la misma 
comunicación del Gobierno, la ley contiene dos 
tipos distintos de preceptos: uno de armonización 
y otro de ordenación global del proceso autonó- 
mico. Pues bien, los de armonización resulta que 
habrían de ser calificados, en todo caso, como de 
ordenación, y respecto a los segundos, a los que se 
llaman de ordenación del proceso autonómico, 
no aparece en modo alguno justificada su incor- 
poración a este proyecto, o bien porque se trata 
de una reiteración de preceptos constitucionales 
(por ejemplo el articulo 8 . O ,  párrafo 1), o bien 
porque se formulan normas de interpretación de 
la Constitución que ya recoge la doctrina estable- 
cida por el Tribunal Constitucional (por ejemplo, 
el artículo 2.0, párrafo 1; el artículo 3.0 o el 1 1), o 
bien porque se trata de recepción de normas arti- 
culadas ya en Estatutos o que debían haberlo sido 
(por ejemplo, el Título IV, el articulo 16), o bien 
porque se trata de regulación de materias que ya 
lo han sido en leyes orgánicas promulgadas (por 
ejemplo la del Tribunal Constitucional), o que 
debieran serlo en kya ordmarkis y no &iCas. 

!Monas, de cura a la tesis que mantenemos, 
consistente en denunciar la iaeonstitucionalidad 
de la LOAPA, en la medida que modika la 
Constitución y hndaarentaímte los Estatpitos, 
es necesario dejar bien elaro, desde el punto de 
vista teórico y doctrinal, la naturaleza y nmgo de 
los Estatutos de Autenomía. 

En la gestación de los Estatutos de Autonomía 
doran elementos pactistas, cuyo trasunto en el 
plano técnico-jurídico se expresa en la categoría 

del acto complejo, que es una construcción dog- 
mática desde la que resulta imposible explicar co- 
herente y consecuentemente la especial posición 
de los Estatutos de Autonomía en el ordenamien- 
to jurídico estatal. Por de pronto, los Estatutos de 
Autonomía son Ley Orgánica a tenor del artículo 
81 de la Constitución. Y esta definición plantea 
un problema, que es el de precisar si las Leyes Or- 
gánicas que son los Estatutos de Autonomía tiene 
idéntica posición en el ordenamiento jurídico del 
Estado que las demás Leyes Orgánicas. Y com- 
prenderán SS. SS. que esta es la cuestión funda- 
mental para resolver el problema de si la LOAPA 
puede o no alterar los Estatutos de Autonomía. 

Si los Estatutos de Autonomía tuvieran el mis- 
mo rango jerárquico que las Leyes Orgánicas, los 
Estatutos podrían modificar Leyes Orgánicas, y a 
su vez se- podrían ver modificados por Leyes Or- 
gánicas. Pero, como pretendo demostrar, ello no 
es así, en razón de la naturaleza del Estatuto y por 
las consecuencias que la Constitución les da a los 
Estatutos. 

La peculiar naturaleza de los Estatutos se evi- 
dencia por el procedimiento de aprobación. Hay 
dos procedimientos: el ordinario y el extraorcha- 
no. En los dos se hace necesario el concurso de la 
Comunidad Autónoma que se va a constituir, de 
la Asamblea de parlamentarios, y ello es una con- 
secuencia del derecho de las nacionalidades y re- 
giones a acceder a su autonomía. Como decía, el 
procedimiento ordinario de aprobación de los Es- 
tatutos de Autonomía es el producto del ejercicio 
de una potestad estatutaria en la que es impres- 
cindible no solamente el concurso del Estado, a 
través de las Cortes, sino el de la región de que se 
trata, por medio de sus representantes. 
Lo mismo sucede, pero aún com mayor firme- 

za, en el procedimiento extraordinario, que es 
por el que se han tramitada los Estatutos vasco, 
catalán, gallego y andaluz, en el que además del 
carácter de pacto que se vislumbra en el funcio- 
namiento de la Comisión Constitucional, junto a 
la Asamblea de porlamentarios, se da el hecho de 
que la aprobación se hace a travts del cuerpo 
electoral do la nacionalidad o r&én de que se 
trate, mediante el opedfuno referéndum. 

El enunciado prcdente, de los -os carade- 
Ffsticos de la apmbción de los Estatutos, era ine- 
vitable, po-pue quiero probar que el ejercicio de 
la potestad egtatutaria no pude  ser desempeñado 
unilateralmente por el Estado, sino que es nece- 
saria la participación de las nacionalidades y re- 
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giones. Y constatado este extremo, puedo afirmar 
que la generalidad de las Leyes Orgánicas son 
producto de un acto exclusivamente estatal, 
mientras que las Leyes Orgánicas de los Estatutos 
de Autonomía no pueden ser emanados sin la co- 
participación de las nacionalidades y regiones en 
el proceso estatutario. Y para calificar esta copar- 
ticipación de dos voluntades distintas en la ema- 
nación de un mismo acto jurídico, acudo a la 
construcción teórica del acto complejo, definidos 
por Lucitegui como aquéllos en que dos o más 
voluntades, tendentes a un mismo fin, se funden 
en una sola voluntad declarada idónea para pro- 
ducir determinados efectos jurídicos que no po- 
drían producirse de ningún modo si faltase tal 
concurso de voluntades. 
De lo expuesto, señor Presidente, mantengo 

que las Leyes Orgánicas de los Estatutos de Auto- 
nomía tienen distinta naturaleza que la generali- 
dad de las Leyes Orgánicas, por tratarse de un 
acto 'complejo que no ocurre en la aprobación de 
las demáas Leyes Orgánicas y, por tanto, son 
Leyes Orgánicas reforzadas. Y partiendo del su- 
puesto de que son Leyes Orgánicas reforzadas, 
me interesa destacar, señor Presidente, en qué sc 
diferencian además de en esta naturaleza, en el 
rango, en el ordenamiento estatal de las demás 
Leyes Orgánicas normales. Se diferencian en la 
fuerza normal pasiva. 

Como SS.SS. saben, la fuerza formal de un 
acto jurídico se define por una doble perspectiva: 
por su fuerza formal activa o eficacia en sentido 
estricto, que consiste en la capacidad del acto ju- 
rídico de innovar el ordenamiento, modificando 
o derogando los preceptos de otros actos juridi- 
cos, y se caracteriza por la fuerza formal pasiva, 
que es la resistencia que ofrect todo acto jurídico 
a ser modificado o derogado por otros actos jerár- 
quicamente inferiores. 
Pues bien, en ese maco teórico estoy en condi- 

ciones de afimar que los Estatutos de Autonomía 
tienen una fuerza formal activa idhtica a las de 
las Lcyes Orgánicas normales, pero que su fuerza 
formal pasiva es superior a la de estas Última 
Una Ley Orgánica puede ser modificada por otra 
Ley Orghica. Una Ley Orgilnica del Estptuto de 
Autonomía no puede ser modiñcaáa por otra i e y  
Orgánica sin un procadimieato extraordinario, 
sin d concurso de k Asambka o Comunidad Au- 
tónoma constituida y, en los cssos de ios -tu- 
tos maco, catalán, gailego y andaluz, sin un refe- 
dndum. 

De ello deduzco, señor Presidente, en conclu- 
sión, que si la LOAPA intentara modificar cual- 
quiera de los preceptos de los Estatutos aproba- 
dos, incurrirá en inconstitucionalidad por incom- 
petencia, ya que las Cortes Generales, sin contar 
con la Comunidad Autónoma de que se trate, no 
pueden modificar ninguna de las materias regula- 
das en los Estatutos, tanto si son de mera organi- 
zación del ente autonómico como si son de atri- 
bución de competencias a las Comunidades. 

Resumiendo, todos los Estatutos de Autono- 
mía tienen una idéntica posición en el sistema es- 
tatal de fuentes del Derecho. Disponen de la fber- 
za formal activa de las Leyes Orgánicas, pero go- 
zan de una fuerza formal &iva superior. Los Es- 
tatutos -y ésta es mi conclusión- sólo pueden 
ser modificados mediante Leyes Orgánicas de re- 
forma de dichos Estatutos y, por tanto, son inmo- 
dificables por cualquier Ley Orgánica, sea de ar- 
monización, sea orgánica de armonización u or- 
dinaria. En realidad, jurídicamente la Única posi- 
bilidad que existe para que los Órganos del Estado 
puedan reformar un Estatuto, sin contar con la 
Comunidad Autónoma de que se trate, es rcfor- 
mando la Constitución. 

Sentado lo anterior, señor Presidente, voy a 
abordar ahora la cuestionable constitucionalidad 
de la LOAPA y sus desviaciones contrarias a la 
autonomía de las Comunidades Autónomas. Es 
una estricta consideración técnico-jurídica de la 
LOAPA, se plantean inmediatamente una serie 
de dudas que traen su origen de un doble orden de 
motivos. Por un lado, hay unas prescripciones 
que incurren en inconstitucionalidad y, por otro, 
unos preceptos que si bien no suponen una viola- 
ción directa de la Constitución, implican, cuando 
menos, una restricción de la autonomía de las 
Comunidades, contradictoria con la forma tem- 
torial del etado que implanta la Constitución de 
1978. 

Este doble motivo de critica a la LOAPA lo 
quiero razonar, oi me lo petnsite S. S., separada- 
mene. La sistcmáth de mi crítica la desgloso en 
dos núclcos temáticos distintos, tanto en su fun- 
damento como en su importancia: en primer lu- 
gar, los vicios de inconstitwionaiidad de la LOA- 
PA y, en segundo lugar, las desviaciones de la 
LOAPA, contrarias a la autonomía. En cuanto a 
Loe vicios, se producen de forma diferente: bien 
que la inconstitucionaiidad venga dada por la for- 
ma de exteriorización o producción de la norma, 
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que serían los viciosios materiales de inconstitu- 
cionalidad. 

Voy a hacer referencia, señor Presidente, a bs 
vicios formales, primero, de inconstitucionali- 
dad, basados en que la LOAPA es una Ley Orgá- 
nica; segundo, de armonización, y tercero, orgá- 
nica y además de armonización. ¿Por qué la 
LOAPA viene a esta Cámara con las característi- 
cas de orgánica, de armonización y, además, con- 
junta de orgánica y armonización? Esta forma, se- 
ñor Presidente, no es gratuita. Lo que se pretende 
lograr es una especialísima fuerza formal; se quie- 
re dotar a esta Ley de la característica de super 
Ley del ordenamiento estatal, vinculante para el 
futuro legislador de ese ordenamiento, y además 
pretende invadir, desde las características de su- 
per Ley, el ámbito autonómico modificando ma- 
terialmente los Estatutos. 

He hecho estas especulaciones teóricas sobre 
cuál puede ser la voluntad del legislador al traer 
la LOAPA en esta forma porque precisamente la 
preocupación por obtener esta especialísima efi- 
cacia a la que hacía referencia va a motivar que la 
LOAPA incurra precisamente en vicios formales 
de inconstitucionalidad. En primer lugar, es in- 
constitucional por su carácter de Ley Orgánica. 
Voy a ahorrar a SS. SS. un análisis detallado de la 
doctrina del Tribunal Constitucional y de la doc- 
trina más moáema en cuanto a las Leyes Orgáni- 
cas, pero no quiero pasar sin decir que, según esta 
doctrina. La concepción de Ley Orgánica es ex- 
clusivamente de carácter material y no formal. Es 
decir, que una Ley es orgánica porque su conteni- 
do es de los que contempla el artículo 81 de la 
Constitución, y no porque el legislador, gratuita- 
mente, le atribuya el carácter de orgánica o la 
haga aprobar a través del procedimiento de Ley 
Orgánica. 

La idea de las materias conexas como sucepti- 
bles de Ley Orgánica ha quedado perfectametnc 
matizada por el Tribunal Constitucional, al decir 
que para que pueda ser objeto de Ley Orgánica 
una materia conexa lo ha de ser de una materia 
que ya de por sí debe wr objeto de Ley Orgánica; 
y, señorías, la ordenación del proceso autonómi- 
co, objeto de la LOAPA, no aparece en el artículo 
81 como materia objeto de Ley Orgánica. Por 
tanto, ni la ordenación del proceso autonómico, 
ni cualquier materia conexa con esta ordenación 
del proceso autonómico, aparte de que la cone- 
xión habría que discutirla, hace que la LOAPA 
pueda revestir el carácter de Ley Orgánica. 

En consecuencia, al aprobar la LOAPA con el 
carácter de Ley Orgánica, surge, en primer lugar, 
un vicio formal de mconstitucionalidad, no sólo 
porque la materia principal, la ordenación global 
del proceso autonómico, no está entre las que de- 
ben ser reguladas por Ley Orgánica, sino porque 
la conexión en tomo a ese núcleo común de orde- 
nación del proceso, de las diversas materias que 
contiene la LOAPA, no se corresponde con lo 
que el Tribunal Constitucional ha declarado 
como materias conexas compatibles con el con- 
cepto material de Ley Orgánica. 

En segundo lugar, la LOAPA es inconstitucio- 
nal por su carácter de Ley de armonización, y ello 
también basado en el siguiente análisis técnico- 
jurídico. De acuerdo con el artículo 150.3 de la 
Constitución, para que el Estado pueda dictar 
una Ley de armonización es preciso, primero, 
que exista una causa concreta, la exigencia de in- 
terés general apreciada por las dos Cámaras por 
mayoría absoluta; segundo, un fin determinado, 
armonizar las disposiciones normativas de las 
Comunidades Autónomas, y tercero, un conteni- 
do específico: establecer los principios necesa- 
rios. 

Sobre la primera condición, la causa, es decir, 
la apreciación del interés por parte de las Cáma- 
ras, no me pronuncio, porque las Cámaras ya se 
pronunciaron en ese sentido, a través de los 
acuerdos recientemente aprobados en Congreso y 
Senado. Pero no se da ninguno de los otros dos 
supuestos: ni el fin determinado, que es armoni- 
zar las disposiciones normativas de las Comuni- 
dades Autónomas, ni el contenido específico, que 
es establecer principios, porque la LOAPA con- 
tiene normas, no principios, incluso a veces hasta 
de detalle. Ahorro también a SS. SS una explici- 
tación más amplia de este vicio formal de incons- 
titucionalidad que reviste la LOAPA y voy a acu- 
dir el tercer vicio de inconstitucionaliáad formal, 
que es el hecho de que se acumulen en una mis- 
ma Ley dos caracteres: de Ley Orgánica y, ade- 
más, de armonización. 

En nuestro Derecho, señorías, la Ley Orgánica 
se diferencia de la Lcy de armonización porque 
ambas constituyen dos categorías formales distin- 
tas. Por una parte, la Ley Orgánica es una catego- 
ría formal individualizada, porque se aprueba 
mediante un procedimiento específico y tiene un 
rango jerárquico propio. La Ley de armoniza- 
ción, por otra parte, tambih es una categoría for- 
mal individualizada, y además requiere un proce- 
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dimiento especial consistente en la previa apre- 
ciación, por el Pleno de ambas Cámaras, de la 
existencia de interés general que justifique la ar- 
monización y su posterior tramitación como Ley. 
Precisamente por estas razones la Ley de armoni- 
zación no puede ser aprobada a la vez como Ley 
Orgánica ni tampoco como ordinaria, sino que 
deberá serlo Únicamente como de armonización. 
Y cabe preguntarse si es posible subsumir ambas 
en una nueva categoría de Ley, que sena la que 
es, además de odnica, de armonización. Lo 
cual, a nuestro entender, es inexacto e imposible. 

La finalidad de crear este híbrido que es la 
LOAPA, que es Ley Orgánica y de armonización, 
nos la aclara el Senador Prats i Catalá al defender 
la LOAPA en el Senado.. Decía: «Nosotros cree- 
mos que, al margen del debate pertinente sobre el 
contenido del proyecto de Ley, este proyecto te- 
nía que presentarse como Ley Orgánica y ademlis 
de armonización, porque precisamente la fuena 
de la Ley Orgánica y de armonización es la que 
puede garantizar que las futuras e inevitables di- 
sensiones partidistas no nos lleven nuevamente a 
una .ruptura en un problema de Estado que nin- 
gún Partido aislado puede resolveni. 

A estas afirmaciones yo tengo que contestar di- 
ciendo que las categorías formales de las fuentes 
del Derecho en nuestro ordenamiento no son tan 
dúctiles como para permitir semejante combina- 
ción. 

Si lo que se busca es un doble fin, o sea, la apro- 
bación de dos actos jurídicos, habrá de acudirse a 
diferentes ptocedimientos y a dos categorías dife- 
rentes de Ley. En cambio, al aprobarse la LOA- 
PA como UM Ley Orgánica para la armoniza- 
ción se ha generado un híbrido normativo que in- 
c u m  de m'z en un vicio formal de inconstitucio- 
nalidad. 
Paso rápidamente a analizar los vicios materia- 

ks de inconstitucinalidad; es decir; las razones de 
inmtitucionaiidad que tiene la LOAPA en fun- 
ción de su contenido, Este tipo de vicios p d e n  
de dos tipos de causas: la LOAPA contiene pre- 
ceptos que modifican la atribución estatutaria de 
competencias de las Comunidades, y la LOAPA 
contiene preceptos que se desvían, que restrigen 
las competencias de las Comunidades Autóno- 

Dejo para el final, pur ser quizá el aspecto mis 
grave e importante de la LOAPA, un andlisis ex- 
haustivo de sus m'culos 1.0 y 4.0, en los que se da 
b prewalencia absoluta del Derecho atatal sobre 

mas. 

el Derecho de las Comunidades Autónomas, y 
voy a hacer una referencia a algunos de los artícu- 
los que, a nuestro entender, constituyen vicio ma- 
terial de inconstitucionalidad. Por ejemplo, el ar- 
ticulo 2.O, párrafo 2, donde se atribuye al Estado 
la facultad de invadir con carácter general las 
competencias de ejecución que atribuye la Cons- 
titución y el Estatuto a las Comunidades Autóno- 
mas. Y es curioso constatar cómo los expertos 
que avalan esta Ley decían antes de la misma algo 
tan claro como lo siguiente: «Debe entenderse 
prohibido, en cuanto a un respeto del principio 
de autonomía» d í a n  García de Entem'a y To- 
más Ramón Fernández-, que el Gobierno cen- 
tral pueda por su propia autoridad dictar regla- 
mentos en aquellas materias en las que las com- 
petencias de ejecución estén atribuidas a las Co- 
munidades Autónomas». Y, sin embargo, señor 
Presidente, del articulo 2.2, se deduce claramente 
lo contrario, que el Estado puede reglamentaria- 
mente invadir el ámbito de ejecución de las Co- 
munidades Autónomas. 

También podía hacer rkferencia al artículo 2 1, 
por ejemplo, porque este precepto de la LOAPA 
merma de tal forma las competencias de las Co- 
munidades Autónomas, de tal modo que la mate- 
ria Corporaciones de Derecho público, por ejem- 
plo Cámara de Comercio, Industria, Navegación, 
que figura en diversos Estatutos como competen- 
cia exclusiva sin limitación alguna, se convierte 
por arte de magia, es decir, por arte de la LOA- 
PA, en una competencia concurrente, en una 
competencia de desarrollo legislativo; de tener la 
Comunidad Autónoma la plena capacidad legis- 
lativa sobre esa materia, en virtud de la LOAPA 
tiene sólo ya el desarrollo legislativo. 

Evidentemente también existen otros precep- 
tos que restringen las competencias de las Comu- 
nidades Autónomos. Por ejemplo, y por hacer 
una mera referencia a uno de los Títulos más im- 
portantes, el Titulo VI, que rige el régimen esta- 
tutario de los funcionarios de Las Comunidades. 
Poniendo en reiación el artículo 149.1.18 de la 
Constitución con el artículo 10.4 del Estatuto 
Vosco, por ejemplo, se desprende que en lo relatí- 
vo al régimen estatutario de los funcionarios co- 
munkios  le comsponde al Estado la determi- 
nación de sus bases y al Pais Vasco el desarrollo 
IcgiOaPtivo y la ejecución de esa Icgislacih basica 
estatal Basta un 8o~gcro repaso del Título VI de 
la LOAPA para constatar indubitadamente que 
su ngulaCión desborda con mucho lo que I&ka- 
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mente cabría deducir que constituyen las bases 
del régimen estatutario de los funcionarios públi- 

Paso por alto múltiples comentarios que mere- 
cerían todos y cada uno de los artículos, pero 
dado el planteamiento del debate, voy a terminar, 
señor Presidente, con un análisis de, quizá, el 
problema más importante, desde el punto de vis- 
ta político y doctrinal, que plantea la LOAPA, y 
es el juego del artículo 1.0 con el artículo 4.0; es 
decir, con sus conclusiones más claras, la recon- 
versión en competencias concurrentes de todas 
las calificadas constitucional y estatutanamente 
como exclusivas, y la afirmación de un principio 
absoluto, que es la prevalencia en todo caso del 
Derecho del Estado sobre el Derecho de las Co- 
munidades Autónomas. 

Dice la LOAPA en el artículo 1.1 : En las mate- 
rias que sean de exclusiva competencia de las Co- 
munidades Autónomas. No porque lo digan los 
Estatutos, no porque lo diga la Constitución, sino 
porque no inciden en los ámbitos que la Consti- 
tución reserva al Estado. Por tanto, aquí tenemos, 
señor Presidente, el primer problema: se niega 
prácticamente la existencia de competencias ex- 
clusivas. Las competencias exclusivas no vienen 
determinadas por una fijación constitucional y 
estatutaria, sino porque no incidan en el ámbito 
que la Constitución Teserva al Estado. ¿Quién de- 
cide si inciden o no en el ámbito que la Constitu- 
ción reserva al Estado? Entendemos que habría 
de ser el Tribunal Constitucional cuando se plan- 
tee el caso. Sin embargo, de la LOAPA se deduce 
que no es así, sino que es el legislador estatal el 
que en cada caso va a estar definiendo qué es lo 
que incide o no. 

En segundo lugar, se afirma el valor absoluto 
del principio de la prevalencia del Derecho esta- 
tal sobre el comunitario. Artículo 4.0: «Las nor- 
mas que el Estado dicte, en ejercicio de las com- 
petencias que le reconoce el artículo 149.1 de la 
Constitución, prevalecerán en todo caso sobre las 
normas de las Comunidades Autónomas, cual- 
quiera que sea la denominación de las competen- 
cias que a éstas atribuyen sus Estatutos». Esta fra- 
se ya no solamente es inconstitucional, antiesta- 
tutaria, sino insultante. 

A nuestro entender las frases de ambos precep- 
tos que he señalado, remarcado, pugnan clara- 
mente con los parámctros constitucionales con- 
formadores de las competencias comunitarias ex- 
clusivas y de la primacía, cierto, del Derecho es- 

COS. 

tatal sobre el Derecho de las Comunidades Autó- 
nomas, pero primacía relativa. En el primer caso, 
en efecto, porque o bien la declaración de la 
proyectada LOAPA, por no incidir en los ámbi- 
tos que la Constitución reserva al Estado, es su- 
pérflua, por tratarse de una cuestión resulta por 
la Constitución y por los Estatutos, o de mante- 
nerse se le atribuye algún cometido que no parece 
sea otro que la remisión al Derecho estatal, como 
decía antes, habilitándole para determinar cuan- 
do una materia independientemente de su defini- 
ción estatutaria como exclusiva, incide o no en 
las que la Constitución reserva al Estado. 
Y en el segundo supuesto, artículo 4.0, es un 

claro ejemplo de interpretación extensiva del 
principio de supremacía del ordenamiento esta- 
tal, Sólo explicable, como ya decía en la justifica- 
ción de mi enmienda a la totalidad, por la inco- 
rrecta lectura del precepto del artículo 149.3 de la 
Constitución desde una anteojeras foráneas. 

A esta prevalencia absoluta del Derecho del 
Estado sobre el Derecho de la Comunidad Autó- 
noma, que consagra el artículo 4.0, en relación 
con el artículo l . O ,  voy a dedicar mi último co- 
mentario. Para enfocar correctamente, desde mi 
punto de vista, esta cuestión de la exclusividad de 
las competencias estatales o comunitarias, lo pri- 
mero que hay que indicar es su carácter inevita- 
blemente relativo. El carácter exclusivo de las 
competencias ciertamente es relativo para las Co- 
munidades Autónomas, de acuerdo con los Esta- 
tutos, pero también es relativo para el Estado, 
porque el artículo 149.1 de la Constitución está 
sembrado de sin pejucios de Leyes básicas, de 
bases, etcétera, lo mismo que los Estatutos, lo 
cual trae causa evidentemente de cómo se redacta 
el artículo 149.1 de la Constitución. 

A nuestro modo de entender, los expertos en su 
dictamen presentan el tema de la exclusivadad de 
un modo harto criticable. Yo, sin embargo, pien- 
so que el principio de prevalencia del Dcrecho 
del Estado sobre el Derecho de las Comunidades 
Authnomas, lejos de ser absoluto, es más, mante- 
ner hoy esta abwlutización, nos parece absoluta- 
mente imposible. ¿Por qué? Porque entre otras 
cosas en algunos casos se señalan como compe- 
tencias exclusivos aígunas matizadas por un «sin 
perjuicio de» o «de acuerdo con» o competencias 
concurnntcs, pero no solo como competencias 
de las Comunidades Autónomas que se señalan 
como exclusivas, sino competencias del Estado 
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que se señalan como exclusivas, siendo concu- 
rrentes con las de las Comunidades Autónomas. 
Yo quisiera hacer una breve referencia al pre- 

cedente republicano, al precedente de la Consti- 
tución de la República de 1931. La incorpora- 
ción a la Constitución de 1931 de un precepto 
concordante con el actual, pasó por las siguientes 
fases, que es muy importante señalar. En el 
proyecto de la Comisión Parlamentaria -estoy 
hablando de las Cortes republicanas-, el primi- 
tivo artículo 20 de la Constitución decía: «El De- 
recho del Estado español prevalece sobre el de las 
regiones autónomas». Después, se discutió la en- 
mienda llamada duarrow sobre un nuevo siste- 
ma de distribución de competencias; y este ar- 
tículo 20 después quedó: «El Derecho del Estado 
español prevalece sobre el de las regiones autóno- 
mas en las materias señaladas en los artículos 14 
y 15, salvo aquellas en las que el Estado confiera, 
como de su exclusiva competencia, a las de las 
Comunidades Autónomas», que es un poco el 
precedente del artículo 149.3 de nuestra Consti- 
tución. 
Yo quisiera leer un p á d o  de la defensa que 

hizo el Presidente de la Comisión entonces, Jimt- 
nez de Asúa, para defender esta prevalencia rela- 
tiva del derecho estatal sobre el de las Comunida- 
des Autónomas. Leo textualmente. «Y, por últi- 
mo, el artículo 2 1, que era el 20 nuestro -está 
hablando de la Constitución de la República-, 
don Niceto Alcalá-Zamora lo había redactado de 
modo diferente, pero en esencia había un punto 
de ccincidencia, que el Derecho del Estado pn-  
valece sobre el de las regiones; pero ahora preva- 
lece sólo en cuanto haya conflicto de Leyes, por- 
que si vamos a hacer que el Derecho del Estado 
prevalezca sobre el de la región en las materias 
propias y peculiares de su Estatuto, tanto equiva- 
le a abolir de una manera total la autonomía y a 
falsearia en la Constitución.» 

Seguía diciendo Jiménez de A s k  «Y como 
nOSOtfOs queremos ir a encarar noblemente el 
problema y no a establecer fórmulas Wsas de 
apariencia autonómica integral y que en el fondo 
no sean más que principios uniiarios, hemos 
aceptado que en todo conflicto de Leyes preva- 
lezca el Derecho del Estado, salvo en las materias 
propias y peculiares del Estatuto en las que no 
puede darse tal pnvaiencim. 
Señor Presiáente, esa es nuestra tesis, &e es el 

artículo 149.3 de la Constitución, ése no es el ar- 
ticulo 4.0 de la LOAPA. 

Pido excusas, señor Presidente, por haberme 
alargado en este debate en los aspectos técnicos- 
jurídicos, pero es la primera oportunidad que he 
tenido de poder hacer un análisis mínimamente 
serio, mínimamente riguroso de un proyecto de 
Ley cuyas consecuencias, como antes decía, no 
sólo son políticas, con ser graves, sino que, de al- 
guna forma, son o tienen una repercusión en el 
sistema de fuentes del Derecho de nuestro orde- 
namiento estatal, una repercusión como prece- 
dente, en cuanto que como LOAPA también 
pueda «loapizarse» el sistema educativo, puede 
«loapitarse» el mercado, el sistema libre de mer- 
cado, pueda «loapizame» el Estado; y nosotros 
queríamos dejar bien claro que no existe justifica- 
ción jurídica ni constitucional para la LOAPA. 

Siempre se nos ha achacado que nuestras críti- 
cas a la LOAPA provenían exclusivamente de 
conveniencias de Partido, de intereses bastardos, 
motivados en la insolidaridad y en el privilegio, y 
yo he querido desmontar ese andamiaje que es la 
LOAPA como falso, sin base, pero precisamente 
desde los argumentos con los que los firmantes 
me traen la LOAPA. 
No crco que haga falta reiterar los argumentos 

políticos en contra que mis compañeros enmen- 
danta han manifestado, pero, por ejemplo, citar 
que la LOAPA es tan manifiestamente innecesa- 
ria como que la mayoría de los temas que plan- 
tea, en uno u otro sentido, están siendo objeto ya 
de doctrina jurisprudencia1 a través de las senten- 
cias del Tribunal Constitucional; que otros temas 
,que ahora están dando lugar a graves problemas 
de enfrentamiento a través de la LOAPA se están 
resolviendo, o se van a resolver por la vía de he- 
cho, es decir, por la vía del normal funciona- 
miento de las instituciones autonómicas, a través 
del rodaje; que no entendemos, que mi Grupo no 
entiende, cuál es la fmalidaá Última de, arrostran- 
do todos los costes que tiene, ir contra viento y 
marca a sacar adelante la LOAPA. 

Gracias, sdlot Residente, y pido excusas por la 
utilización abWiva del tiempo. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 
Vizcaya. 
La Minoría Catalana, si el señor Roca Junyent 

quiere ddknder su enmienda a la totalidad núme- 
ro 3, tiene la palabra. 

El señor ROCA JUNYENT: Señor Presidente, 
señoras y señores Diputaáos, para unir mi voz a 
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este coro de lamentaciones en que la decisión de 
la Mesa ha traducido este debate, y lamentando, 
por tanto, que no sea más vivo. 

En primer término, para fijar los límites del de- 
bate, quiero señalar que me voy a referir exclusi- 
vamente a la parte no armonizadora del proyecto 
de Ley. La decisión de la Mesa justificaba, preci- 
samente, la procedencia de este debate a la totali- 
dad, en tanto en cuanto estamos ante un proyecto 
de Ley que tiene una parte armonizadora y otra 
parte que no lo es; y, por tanto, para respetar la 
decisión de la Mesa, yo me limitaré a la parte no 
armonizadora de la Ley, sin renunciar por ello a 
la formulación que ya tengo mencionada como 
Grupo en el anterior debate sobre aquella prime- 
ra Ley de Armonización en la que, insistimos, es- 
tamos pendientes de una resolución definitiva de 
la Mesa del Congreso para saber si podemos o no 
acudir en recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional. 

Por tanto, por lo que respecta a la parte armo- 
nizadora del proyecto de Ley, me reconduzco a lo 
que ya dije en el Pleno de esta Cámara en el mo- 
mento en que por la misma se estimó la declara- 
ción del interés general que se le postulaba por 
parte del Gobierno. 

Dicho esto, yo quisiera q u i z á  incluso para 
aligerar un poco el tono del debate- situar el de- 
bate en el contexto general en el que se produce 
en este momento, y, tocando con mucha pruden- 
cia cada una de las expresiones, referirme a dos o 
tres puntos con los que nos estamos enfrentando 
de hecho. 

Una primera simplificación del tema de la 
LOAPA, es decir, que ataca la LOAPA es deses- 
tabilizador. Se está acusando a los que están en 
contra de la LOAPA de que contribuimos a la de- 
sestabilización democrática. Esto se ha dicho, 
está escrito y, por tanto, a ello me atengo. Y yo 
digo que esto no es verdad, que es exactamente lo 
contrario, en la medida en que lo que sabemos es 
que hay un reconocimiento cierto, y es que esto 
de las autonomías ahora no está de moda, hubo 
un momento en que estuvo de moda, y ahora no 
está de moda. Y hay unos adversarios importan- 
tes de la democracia, hay unos enemigos impor- 
tantes de la democracia, que han centrado su ata- 
que al sistema democrático fundamentalmente 
apoyándose en la cuestión autonómica. Por tan- 
to, en este momento, se produce un debate ingra- 
to, porque yo estoy convencido, y quiero dejarlo 
bien claro para que no haya dudas sobre ello, de 

que los protagonistas de la concertación autonó- 
mica no tienen ninguna satisfacción de que sus 
argumentaciones o sus posiciones puedan ser pre- 
cisamente interpretadas, o abusivamente usadas 
por parte de aquellos que, con finalidades absolu- 
tamente distintas, puedan reconducirlas a su 
cuestionación, a su, diríamos, impugnación de la 
totalidad del sistema democrático. Pero esto está 
pasando. Lo que hoy se diga aquí, mañana será 
manipulado en otros puntos de la geagrafia espa- 
ñola, en determinados lugares muy concretos de 
la geografia espaíiola, será manipulado en un sen- 
tido de decir: se ve, se veía, era claro, esto de las 
autonomías es malo, esto de las autonomías rom- 
pe la unidad de España. 
Y hoy, quiérase o no, este debate se inserta en 

esta problemática, y esto es malo. Y yo tengo que 
decir que, lamentándolo mucho, nosotros no po- 
demos aceptar la acusación de que combatir la 
LOAPA sea desestabilizador. Nosotros creemos, 
por el contrario, que la mejor defensa de la demo- 
cracia hoy es precisamente la defensa del sistema 
autonómico que la Constitución consagra. De- 
mocracia y autonomías son dos hechos indisocia- 
bles en la historia de la política española, cuando 
esta política ha sido fecunda, progresiva y ha sido 
una política de libertad. Y si es cierto que no hay 
autonomía sin democracia, hoy podemos decir 
también lo contrario, no habrá democracia si no 
hay consolidación del sistema autonómico. 

Son dos hechos absolutamente ináisociables a 
los que convoco a participar en el mismo criterio 
a todas las fuerzas políticas Parlamentarias. 

Un segundo tema es el de decir que, y se nos 
dice - e n  expresiones a veces poco afortunadas, 
quizá todos las hemos tenido, esto es evidente, 
pero en expresiones poco afortunadas- que ata- 
car la LOAPA no es solidario, que una manifes- 
tación de solidaridad es aceptar la LOAPA. Los 
Partidos nacionalistas, se ha dicho, deberían de- 
mostrar su solidandad a base de aceptar la LOA- 
PA; o se ha dicho: lo que es bueno para Cataluña 
es malo para Andalucía; o lo que es bueno para 
Andalucía, afortunadamente, se ha dicho, es 
malo para Cataluña. Esto se ha dicho. 
Yo lo que quiero decir es que de solidaridades 

hay muchas y hay muy distintas, y nuestra solida- 
ridad, la que defendemos, es de que deseamos 
para todas las Comunidades el máximo techo au- 
tonómico. Hay otra solidaridad, que yo no discu- 
to, que consite en decir: nuestra solidaridad es, la 
de otros, no la nuestra, la del mínimo techo auto- 
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nómico. La nuestra es la del máximo techo auto- 
nómico. Nuestra solidaridad es que queremos 
para Andalucía el máximo techo autonómico. 
Queremos que para Andalucía sus elecciones re- 
presenten la posibilidad de tener un Parlamento 
con competencias, no un Parlamento sin compe- 
tencias. Y ésta es nuestra solidaridad; si esto es 
acusable en todo caso podemos debatir amplia y 
abiertamente cuáles son los conceptos de solida- 
ridad que están en juego. 

Dicho esto yo quisiera decir que, a diferencia 
de algunas intervenciones anteriores, yo no cues- 
tiono, ni nuestro Grupo cuestiona ni discutimos, 
la generalización del proceso autonómico. Y no 
cuestiono que esta generalización del proceso au- 
tonómico puede y debe requerir, quizá, la necesi- 
dad de un acuerdo de las fuenas parlamentarias 
alrededor de la ordenación del proceso autonó- 
mico. Repito, para que quede claro, no cuestiono 
ni la generalización del proceso autonómico, ni 
cuestiono la necesidad, como resultancia de esta 
generalización, de un acuerdo que permita la or- 
denación del proceso autonómico. Lo Único que 
diga es que esta ordenación no es la LOAPA, que 
esta ordenación no se puede subsumir o recondu- 
cir por la vía de la LOAPA, que genera más con- 
flictos, muchísimos más conflictos de los que se 
pretendían evitar, ni se puede hacer a través de 
acuerdos bilaterales, por más importantes que 
sean los Partidos concertantes, con una mayoría 
que, como se nos recordó, es capaz incluso de po- 
der proponer la modificación de la constitución, 
sino que debe hacerse con todas las fuerzas parla- 
mentarias, porque lo que fue un pacto constitu- 
cional, aquello que debe en este momento, dentro 
del marco de aquel pacto constitucional, permitir 
una mayor profundización autonómica en la Ií- 
nea de esta generalización, esto debe ser hecho 
entre todos y en el mismo espíritu que configuró 
la propia Constitución. Porque de hecho en este 
momento nos encontramos con que la LOAPA 
no es un texto adecuado, y voy a demostrarlo 
muy simplemente antes de entrar en los otros te- 
mas más importantes de esta exposición. 

En primer lugar, porque sin LOAPA la Cáma- 
ra ya ha aprobado, o está a punto de aprobar, to- 
dos los proyectos de Estatuto de Autonomía. Si la 
LOAPA, se decía, y se dice así en los acuerdos 
autonómicos y en el informe de la Comisión de 
Expertos, era el instrumento que debería permitir 
la elaboración de todos los Estatutos, esto no es 
verdad, sin LOAPA los Estatutos ya están salien- 

do; o es más, con LOAPA, con proyecto de LOA- 
PA, con acuerdos autonómicos, el Estatuto de 
Valencia no ha salido; a pesar de los acuerdos no 
ha salido hasta ahora el Estatuto de Valencia. 

Por tanto, es evidente que la LOAPA en este 
punto de aquí no era necesaria. Es más, desde el 
día 31 de julio de 1981, en que se firman los 
acuerdos autonómicos, hasta la fecha, el Tribu- 
nal Constitucional ha ido dictando toda una serie 
de sentencias que, a veces gratas y a veces menos, 
han sido evidentemente una vía mucho más fe- 
cunda e importante de sentar lo que es la inter- 
pretación del texto constitucional, en contradic- 
ción, en algunos casos, abierta con la propia 
LOAPA, y evidentemente ésta era la vía que de- 
beríamos poder facilitar entre todos. 

En conclusión, en esta primera parte, yo quiero 
decir que la LOAPA no es oportuna; la LOAPA 
es innecesaria; no resuelve los problemas plan- 
teados; introduce una profunda modificación del 
sistema autonómico previsto en la Constitución; 
no contribuye a la consolidación del sistema de- 
mocrático español, sino que, por el contrario, es- 
timula, y lo lamento y estoy convencido que ro- 
dos lo lamentamos, pero es cierto, estimula las 
posiciones de los que pretenden su desestabiliza- 
ción. 

Dicho esto, yo me limito a estos aspectos no ar- 
monizadores para decir, en primer término, que 
estamos en presencia de una Ley que no es orgá- 
nica. Esto lo han dicho otros compañeros que 
han intervenido, pero yo quiero insistir en ello 
por una razón fundamental, y con algunas apor- 
taciones que me parecen importantes realizar 
aquí. 
No es una Ley Orgánica, porque esto de la Ley 

Orgánica no es un problema de capricho; lo es la 
que lo puede ser, y la que no lo puede ser, no lo 
puede ser, porque el articulo 81 de la Constitu- 
ción lo dice así. El artículo 8 1 de la Constitución 
nos dice que son Leyes Orgánicas las que aprue- 
ban el Régimen electoral general -ésta no lo 
es-, las que aprueban los Estatutos de Autono- 
mía -te proyecto de Ley no es un Estatuto de 
Autonomía-, las que estén previstas en las 
Constitución 4 t a  no está prevista en la Consti- 
tución-, o las que desarrollen los derechos fun- 
damentales y libertades públicas. Y el informe de 
la comisión de expertos pretende ampararse en 
este punto, en el desarrollo de los derechos funda- 
mentales y libertades públicas, pira decir que hay 
un engarce de este proyecto de Ley con el artículo 
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8 1. Es decir, que es posible convertir en Ley Or- 
gánica este proyecto de la LOAPA. 

Bien, yo lo que quiero decir, es que en estos ca- 
sos lo mejor es reconducirse a las fuentes, y qué 
mejor fuente es que, por ejemplo, don Tomás Ra- 
món Femández, cattddtico de Derecho Admi- 
nistrativo, y que forma parte de la comisión de 
expertos y, por tanto, seguro que debe ser una voz 
objetiva, que nos debe decir si esto puede ser una 
Ley Orgánica o no lo puede ser, porque si es él 
uno de los expertos que dice que esta Ley Orgáni- 
ca, en su informe, debe hacerse, seguramente 
debe ser coherente toda su doctrina anterior con 
lo que dice en el informe de la comisión de exper- 
tos. Sobre todo tratándose de una persona de gran 
objetividad a los efectos que nos interesa, por 
cuanto tiene calificado de nefasto el Título VIII, 
o sea, considera nefasto el Título VIII de la Cons- 
titución, página 22 de su libro «Las Leyes Orgá- 
nicas y el bloque de la inconstitucionalid, y 
además califica de agresión constitucional los 
proyectos de Estatutos de Cataluña y el País Vas- 
co. Por tanto, quiero decir, una persona objetiva. 

Entonces, ante esta objetividad, don Tomás 
Ramón Femández, nos dice en su página 31 de 
este libro, que sugiero porque es realmente un li- 
bro estimulante: «En efecto, la praxis política de- 
muestra que la figura de las Leyes Orgánicas está 
siendo utilizada en muchos casos para matizar, 
rectificar, alterar o corregir de un modo u otro los 
acuerdos iniciales de la Constitución, que bien 
que mal reflejada, o para inventar nuevas solu- 
ciones que la Constitución no prevé, lo que desde 
el punto de vista jurídico es absolutamente lo 
mismo». Y entonces dice cuáles son las Leyes Or- 
gánicas. Dice «Las Leyes Orgánicas sólo pueden 
ser, en todo caso, de Cstas que estamos conside- 
rando de los derechos y libertades fundamentales, 
sólo -di* las que hacen referencia, no a todo 
el Capítulo de los derechos y libertades del Título 
1, sino solamente la Sccción I». Más adelante en 
su página 52, dice, y esto es muy importante: 
«que no requieren en absoluto una Ley Oqgbica 
aquellos derechos que la Constitución acota y Ge- 
fine ntgativamente imponiendo prohibiciones 
expresas de conductas contrarias a los mismos - 
entre paréntesis y como ejemplo- (de discrimi- 
ninaciones, artículo 14).» 
Pues bien, el informe de la Comisión de Exper- 

tos se apoya en el artículo 14 de la Constitución 
para justificar que esto es una Ley Orgánica. De- 
ducción: antes de hacer el informe de la Comi- 

sión, el doctor Tomás Ramón Femández decía 
que esto no podía ser Ley Orgánica, y en el infor- 
me dice que puede ser una Ley Orgánica. Yo, 
como siempre creo que lo más sensato es la pro- 
pia fuente y no aquella que se comparte con 
otras, considero que, citándole, estamos evidente- 
mente en presencia de una Ley que no es orgáni- 
ca, tanto más cuanto resulta que otros catedráti- 
cos ilustres que van desde el doctor Entrena, pa- 
sando por el doctor Garrido Falla y otros muchos 
han dicho esto -y no citaré a algunos otros que 
tambien son letrados de esta Cámara-; para de- 
cir que no son Leyes Orgánicas estas que van a 
desarrollar los títulos que hacen referencia a estos 
artículos concretos de la Constitución. 

Estamos en presencia de una Ley que no es or- 
gánica, guste o no guste. Es más, ¿qué se pretende 
con la Ley Orgánica? ¿Se pretende que esta Ley se 
imponga a los Parlamentos de las Comunidades 
Autónomas? ¿Que se imponga a las Leyes ordina- 
rias de este Parlamento? Entonces resulta que la 
sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de 
febrero de 1981, nos dice que no es verdad, que 
estas Leyes Orgánicas, que tienen por materias 
conexas unos aspectos que no son orgánicos, es- 
tos aspectos no orgánicos podrán ser modificaaos 
por las Leyes del Parlamento y por las Leyes de 
los Parlamentos de las Comunidades Autónomas. 

Por consiguiente, estamos ante una calificación 
que no solo no es constitucional sino que no sirve 
absolutamente para nada, y si no sirve absoluta- 
mente para nada lo mejor, lo más sensato, lo más 
correcto sería respetar el ordenamiento constitu- 
cional. 

Segundo punto, señor Presidente. Estamos ante 
una reforma encubierta por la Constitución, esta- 
mos en presencia de una reforma encubierta de la 
Constitución. Esto tampoco lo digo yo, lo dicen 
otros muchos y,. por ejemplo, lo dice el doctor 
Sgnchez Agesta. Literalmente el doctor Sgnchez 
Agesta, catedrático, dice: «Como observación ge- 
neral, hay que advertir que el carácter genérico 
con que está formulado el Título preliminar de la 
Ley, como preceptos aplicables a todos los Esta- 
tutos pasados y futuros, contradice el espíritu y la 
letra de la Constitución. Como dice acertadamen- 
te el informe de la comisión de expertos, la Cons- 
titución no permite interponer entre ella y los Es- 
tatutos de Autonomía una Ley general que condi- 
cione éstos. De hecho, se trata de una Ley inter- 
puesta y lo que se pretende es una reforma encu- 
bierta de la Constitución. 
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Esto lo dice el doctor !Xnchez Agesta. Pero, 
quizá, en este sentido, también sea bueno invocar 
a otros miembros de esta comisión de expertos y, 
en este caso, a Santiago Muñoz Machado, que era 
secretario, y que también antes de hacer el infor- 
me escribió un libro que se titulaba «Las potesta- 
des legislativas de las Comunidades Autónomas», 
en cuyo preámbulo, precioso y muy bien redacta- 
do, dice clansimamente que la Única interpreta- 
ción del Título VI11 de la Constitución para su 
desarrollo y concreción la puede hacer los Estatu- 
tos, y que a partir de aquí en todo caso lo único 
que puede operar es el Tribunal Constitucional. 

Por tanto nos encontramos con que antes se de- 
cía que no cabía una Ley que interpretase el Títu- 
lo VI11 de la Constitución y cuando se hace el in- 
forme de la comisión de expertos se dice que sí se 
puede hacer una Ley que interprete la Constitu- 
ción. Evidentemente esto no se ve, pero que es 
una reforma encubierta de la Constitución, seño- 
rías, no queramos ocultarlo. Esto lo han dicho to- 
dos, y el señor Martín Villa, antes invocado, y el 
señor Felipe González, hasta ahora no invocado, 
han dicho exactamente lo mismo uno y otro. Han 
dicho: «Si esta Ley no existiera la deberíamos in- 
ventan, -literalmente-, «... porque si no exis- 
tiera, lo que deberíamos hacer es modificar la 
Constitución. Por tanto, gracias a esta Ley que 
nos permite ahorramos la reforma, lo que hace- 
mos es reformar la Constitución a través de la 
propia Ley.» 

Por otra parte, el propio señor Mam'n Villa, 
Ministro en -quella ocasión, ahora Vicepresiden- 
te, decía en el «Diario de Sesiones» con motivo 
del debate de este proyecto en una intervención 
final que lo que hace este proyecto es clarificar 
que muchas de las competencias que se califican 
como exclusivas en los Estatutos de Autonomía 
son de verdad competencias compartidas. Quiere 
decir que vamos a modificar los Estatutos de Au- 
tonomía a base de decir competencias comparti- 
das en vez de competencias exclusivas. Yo no lo 
calificaría de descaro, más bien de sinceridad res- 
pecto a cuál es la voluntad de los concertantes 
que es reformar la Constitución. No creo que 
pueda pedirse más sinceridad. 
Estamos ante una reforma encubierta de la 

Constitución, lo cual crco que podría ser incluso 
opinable y defendible si se planteara en vez de en- 
cubierta, cara a cara: queremos reformar la Cons- 
titución. Pues bien, djgase y, entonces, cada uno 
podrá operar en consecuencia. Pero en todo caso 

estamos hoy ante una reforma encubierta de la 
Constitución, y no se diga que exageramos. 

Scíior Presidente, voy a hacer referencia a algu- 
nos puntos parciales y no me alargaré mucho en 
ellos. Artículo 2.0, que es un artículo 2.0 funda- 
mental. El articulo 2.O de este proyecto de Ley es 
calificado por el doctor Sánchez Agesta como 
una cláusula, un cheque en blanco muy superior 
y mucho más grave de lo que los ingleses llaman 
«cláusulas de Enrique VIII». Y esta Ley de Leyes 
que es este Título preliminar de la LOAPA en 
definitiva lo que está haciendo es reconducir nue- 
vamente todo el proceso autonómico a unas bases 
distintas de las propias constitucionales, y esto no 
lo digo yo; lo dice el doctor Sánchez Agesta. Pero 
quizá en este sentido sena bueno invocar a la má- 
xima autoridad en este punto, que sena el propio 
Presidente de la comisión de expertos. El doctor 
García de Entem'a en su curso de Derecho Admi- 
nistrativo, a disposición de todas sus señorías, 
afirma taxativamente que debe de entenderse 
prohibido, en cambio, en cuanto contrario al 
principio de autonomía cuyo libre juego no pue- 
de excepcionarse, que el Gobierno central pueda 
por su propia autoridad dictar reglamentos en 
aquellas materias en las que las competencias de 
ejecución están atribuidas a las autoridades regio- 
nales. Esto es exactamente lo contrario de lo que 
dice el artículo 2.2, del proyecto de la LOAPA. 
Esto no es serio. Yo no digo que no sean serios 

los señores que han dicho esto; pueden hacer lo 
que quieran. Pero lo que no se puede decir es que 
estamos ante una situación normal, que esto es 
una situación de desarrollo normal, correct de lo 
que está diciendo la Constitución cuando hasta 
ahora la interpretación doctrinal, unánime, re- 
presentada por los más calificados expertos que 
incluso han merecido consenso de las fuerzas 
concertantes para que amparen técnicamente su 
proyecto, resulta que antes del informe decían 
exactamente lo contrario de lo que está diciendo 
el proyecto de la LOAPA, y esto no va, no se sos- 
tiene. O para ir más cerca, este artículo 4.O, el de 
la prioridad del Derecho del Estado, es un articu- 
lo divertido. A partir de ahora podemos decir con 
autoridad -y voy a seÍíalar el porqué- que tene- 
mos finalmente en nuestra legislación, si es que 
esto prospera, una norma propia del Imperio asi- 
rio-babiloniano. Y esto no lo digo yo; lo dice don 
Gregono PecesBarba, que lamento que no esté 
aquí, el cual decía en una polémica fantástica, 
maravillosa que suscitó el Profesor López Rodó 
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en el debate de la Constitución, que figura en el 
«Diario de Sesiones» correspondiente al día 16 de 
junio' de 1978, número 9 1, página 3371, refirién- 
dose al debate de este precepto del artículo 149.3, 
que es el que pretende establecer la prioridad del 
Derecho del Estado salvo en el caso de las compe- 
tencias exclusivas, el profesor López Rodó, con 
un criterio que no tenemos porqué combatir por- 
que, en todo caso, lo expuso muy bien, dijo que 61 
creía que la prioridad del Derecho del Estado era 
en todo caso, y entonces sale don Gregorio Peces- 
Barba y dice: «Por todas estas razones, porque 
creemos que para una constitución quizá del Im- 
peno asirio-babiloniano, - o t r a  comunidad esta- 
tal de aquellos tiempos- sena aceptable la posi- 
ción del señor López Rodó, pero ahora no... ¿Por 
qué? Porque la afirmación de que el Derecho de 
Estado prevalece siempre es tanto como decir que 
el Derecho del Estado puede suplir al bando de 
un Alcalde cuando éste actué en su propia com- 
petencia, o puede suplir la sentencia del Tribunal 
de Aguas de Valencia, tan querida por el señor 
Presidente, por ejemplo, cuando dicho Tribunal 
actúa en al ámbito de su competencia. El señor 
López Rodó olvida toda la moderna teoría del or- 
denamiento jurídico. Por estas razones, entende- 
mos que el equilibrio está logrado en el artículo 
144, que ahora es el 149.3, haciendo la afirma- 
ción general de la jerarquía superior del Derecho 
del Estado salvo la excepcin de aquellas normas a 
cuyo establecimiento tienen derecho las Comuni- 
dades Autónomas.» 
Esto lo decía don Gregorio Peces-Barba en el 

año 1978. Ahora hemos introducido, por tanto, 
una norma del Imperio asirio-babiloniano. 

Curiosamente también decía lo mismo el pro- 
pio doctor García de Entem'a al que ya no quiero 
citar más. La decía exactamente en su obra en sus 
páginas 256 y 257 donde señalaba exactamente lo 
mismo, y también lo dice el doctor Muñoz Ma- 
chado, Secretario de la comisión de expertos, en 
la página 49 del libro antes mencionado. Es decir, 
aquí lo han dicho todos, y ahora resulta que hace- 
mos una noma que dice exactamente lo contra- 
rio. Por consiguiente, esto no puede sostenerse. 

No quiero seguir; los demás artículos nos da- 
rían riqueza documental suficientk, pero no quie- 
ro abusar de las normas que la Mesa está inter- 
pretando generosamente con nuestra interven- 
ción. 

Quiero concluir diciendo lo siguiente: Mío- 
rías, este es un tema fundamental, y este es un 

tema en el que no se puede mantener una vía ini- 
ciada en el error, lo que hay que hacer es rectifi- 
car el error. En este sentido, nosotros de lo que 
queremos dejar constancia hoy aquí, de manera 
muy clara y muy contundente, es de que estamos 
dispuestos a participar, como siempre hemos di- 
cho, en una renegociación global de todos estos 
temas que afecten a la ordenación del proceso au- 
tonómico. Estamos dispuestos a hacerlo, y si no 
lo podemos hacer no será nuestra la responsabili- 
dad. No se diga que nos excluimos, como se ha 
pretendido a veces, para excusar nuestra margi- 
nació. Aquí, nosotros, insistimos, estamos dis- 
puestos a renegociar; estamos dispuestos a buscar 
fórmulas; estamos dispuestos a buscar soluciones, 
que se den en el marco del respeto a la Constitu- 
ción, que se den en el respeto a los Estatutos; y es- 
tamos dispuestos a renegociar donde sea, como 
sea; no ponemos en este sentido ningún tipo de 
condiciones: pero que no se nos pida la Única 
condición que se suele poner, que es: que vengan 
y que digan que están de acuerdo, y a partir de 
aquí vamos a renegociar. Evidentemente, si nos 
ponen esta condición no vendremos, estamos en 
absoluto desacuerdo. Lo que estamos dispuestos a 
renegociar es lo que he dicho: qué normas, qué 
criterios, qué acuerdos, que soluciones pueden 
establecerse para lubrificar el proceso de la gene- 
ralización autonómica española, en beneficio de 
la consolidación democrática. 

Creo que tenemos autoridad todos los que no 
estamos en la concertación para pedir a los parti- 
dos concertantes que se brinden a un esfuerzo, 
que se brinden a compartir con nosotros la res- 
ponsabilidad de elaborar este tipo de textos; por 
una razón, porque en este momento ni ellos ni 
nosotros podemos separamos en lo que debe ser 
la defensa básica de la unidad, ante los ataques 
que se dan desdeotros sectores contra el sistema 
democrático español. En este momento, un pro- 
ceso de división es malo, y un proceso de división 
no puede favorecer a nadie. En este momento, 
nosotros hemos de sacrificar muchas cuestiones, 
y estamos dispuestos a hacerlo, pero estamos dis- 
puestos a hacerlo a base de renegociar amplia- 
mente, con una nueva filosofia, con un nuevo es- 
píritu, que es aquello que mejor contribuye a la 
ordenación del proceso autonómico español. 
Nada más, y muchas gracias. 

El seilor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 
Roca. Por el Grupo Comunista, tiene la palabra 
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el señor Sol¿, para defender su enmienda número 
107. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, a es- 
tas alturas, no diré que del debate, puesto que de 
momento debate no ha habido, sino de la exposi- 
ción de posiciones, ampliamente coincidentes, es 
ya muy difícil aííadir cosas nuevas, pero quisiera 
hacer también yo algunas consideraciones gene- 
raies sobre la i e y  que empezamos a discutir. 

Cuando se elaboró la Constitución, creo que 
todos éramos conscientes de que uno de los pun- 
tos fundamentales de la misma era el Título VIII, 
yo casi diría que el fundamental, porque el Título 
VI11 plantea el gran problerha de la rccstructura- 
ción del Estado, de la descentralización, no sola- 
mente de su Administración, sino también de sus 
formas de toma de decisión política, y sabíamos 
que este título VIII no solamente era difícil de re- 
dactar, como se comprobó, y hasta se puede com- 
probar todavía hoy, al examinar el carácter tor- 
t u w  de algunas de sus definciones, que cs la tra- 
ducción exacta de las dificultades con que se ela- 
boró y de las resistencias que se encontraron, sino 
que iba a ser enormemente dificil de aplicar en la 
práctica. Porque crear en España un sistema de 
automm'as significa enfrentarse con u w  resis- 
tencias que están profundamente ancladas en 
cuerpos absolutamente fiindamentaies tambitn 
de la vida del país. 

El centralismo de este país no lo inventó el 
franquismo, sino que el franquismo lo llevó a sus 
últimas consecuencias, puesto que el centralismo 
es algo que ha presidido, como estructura y como 
mentalidad, la formación del Estado espaAol con- 
temporáneo. Sus raíces son lejanas en el tiempo, 
y el resultado es que hoy tenemos, todavía hoy, 
un Estado profundameata centralista, profunda- 
mente burocrático, cm una estructura adminis- 
trativa que responde a cstos dos conceptos y, ade- 
más, con mentaiidades profundamente arraiga- 
das, no sólo en la Administración, sino en otras 
instituciones decisivas de la vida del país, e inclu- 
so en sus fuerzas económicas, que tienden a con- 
fundir el centralismo con la unidad de España. Y 
cuando en el utículo 2.0 de la Constitución se 
hace una definición distinta de E s a ,  que vin- 
cula el carácter de unidad de la nación espoidola 
con la diversiáad de sus nacionalidades y regio- 
nes, unidas por el vinculo de la solidandad, es 
evidente que se ami abriendo camino a otro con- 
cepto de Es-, que choca con muchas resisten- 

cias y con muchas reticencias, y que va a encon- 
trar, sin ninguna clase de dudas, enormes dificul- 
tades, como ya decia hace un momento, para su 
puesta en práctica. Para mí este es, sin duda, el 
problema decisivo, y es, evidentemente, un gran 
problema de Estado, puesto que del éxito o del 
fracaso en la creación de un sistema de autono- 
mías va a depender, en definitiva, la estabilidad y 
la solidez del Estado democrático que estamos in- 
tentando construir. 

Digo eso, de entrada, porque creo que, efecti- 
vamente, la cuestión de las autonomías es un 
gran problema, y un gran problema de Estado. 
No es ni puede ser una cuestión de que tal o cual 
nacionalidad se vea exclusivamente como una 
agresión a ella, sin relación con el proceso general 
de construcción del sistema democrático. Es un 
gran problema de Estado, y la cuestión es cómo 
resolverlo. Yo c m  que la LOAPA es un intento 
de resolverlo, pero que tiene un gravísimo deféc- 
to: que es un pésimo intento. Como Ley, es técni- 
camente mala; es una Ley técnicamente pésima, 
y políticamente, peligrosísima, por las razones 
que ya se han dicho y por las que voy yo también 
a añadir. 
La Constitución se hizo entre todas las fuelzas 

políticas parlamentarias, pero sólo fue aplicada 
por una de ellas, y ahí es seguramente la clave del 
asunto. Porque desarrollar la Constitución a trvés 
de un Gobierno minoritario, formado por un solo 
partido - q u e  ni siquiera tenía mayoría clara 
para desarrollar un auténtico pragramg legislati- 
vo y, por lo tanto, ni siquiera un auténtico pro- 
grama para el dtsarrollo del sistema autonómi- 
-, enfrentándose a los demás Grupos, buscan- 
do acuerdos circunstancialecl que variaban de Ley 
a Ley, puesto que se buscaban mayorías para una 
cuestión que cambiaban a la cuestión siguiente, 
tenía que llevar forzosamente a graves proble- 
mas, como se ha comprobado. En el tema de las 
autonomías esto es evidente. La puesta en prácti- 
ca de las autonomías se inició con la negociación, 
complicada, tensa, con la discusión difícil de los 
Estatutos de Autonomía de Euskadi y de Catalu- 
ña, y a partir de aquí empezd ya una fase del pro- 
ccgo, que tuvo como tercer punto el Estatuto de 
Gaiicia, discutido y negociado, no ya entre un 
Gobierno central, formado por la UCD, y las 
fuerzas poiíticas representativas de carácter dis- 
tinto, como había ocurrido en los Estatutos de 
Cataluña y en Euskadi, sino que a un lado de la 
maa, cuando se discutió el Estatuto de Galicia, 
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estaba la UCD y al otro lado también. Y eso dio 
lugar a que la negociación del Estatuto de Galicia 
fuese ya el comienzo de lo que se dio en llamar la 
racionalización de las autonomías, y que se tra- 
dujo, entre otras cosas,-em aquella famosa Dispo- 
sición transitoria tercera, que de haberse aplicado 
habría convertido el Estatuto de Galicia en un 
puro y simple papel mojado. 
Todos sabemos lo que costó cambiar aquello; 

lo que costó modificar aquel primer intento de 
racionalización de las autonomías. Pero no sólo 
sabemos esto; sabemos que aquella concepción, 
llamada de racionalización de las autonomias, 
llevó a otro absurdo, a otra irracionalidad, toda- 
vía más profunda, cual fue lo que ocumó en el 
Estatuto de Andalucía, que vio el aspecto total- 
mente inédito de un Gobierno que llamaba a no 
participar en un referéndum tan importante 
como aquél. 

Es evidente que el hecho de aplicar el proceso 
autonómico por esta vía condujo la situación de 
las autonomías a un auténtico caos, y en ese sen- 
tido creo que lo que se demostró era lo que ya es- 
taba claramente demostrado desde el comienzo: 
que un tema de esta enveqadura sólo se podía 
llevar adelante si continuaba el espíritu que pre- 
sidió la elaboración de la Constitución. Si la 
Constitución se había hecho entre todos, a través 
del consenso, la puesta en práctica de las autono- 
mías sólo podía hacerse con éxito si se hacía con 
el mismo espíritu y con la misma técnica, es de- 
cir, con el acuerdo de todos y a través de la vía, 
llámese como se quiera, pero que políticamente 
es de consenso. 

Digo esto, de entrada, para que quede claro que 
nosotros no estamos en contra del principio del 
acuerdo político; al contrario, pensamos que es 
necesario un gran acuerdo político, imprtscindi- 
ble, porque si no, no vemos cómo se puede llevar 
adelante la cuestión de las autonomías, teniendo 
en cuenta la diversidad de las fuenas en presen- 
cia. Pero un acuerdo político significa, tal como 
nosotros lo entendemos, un acuerdo del que sean 
comsponsables todos, es decir, del que nadie 
quede excluido, porque el que queda excluido 
deja de ser corresponsable del mismo; un acuerdo 
político en el que estén todas las fue= decisivas 
para impulsar este proceso autonómico, y que sea 
claro, y que sea transparente; un acuerdo en el 
que se pueda decir a la población de este país lo 
que sc va a hacer y cómo se va a hacer, que se 
pueda decir a los ciudadanos de este país: vamos 

a impulsar el Estado de las Autonomías con estos 
ritmos, con estas dificultades, con estos recursos, 
con este calendario, para que todo el mundo sepa 
a qué atenerse, para que nadie se pueda sentir dis- 
criminado, para que no puedan surgir jamás agra- 
vios comparativos, y para que todos sepamos 
realmente cómo vamos a resolver ese problema 
fundamental. 
Los acuerdos autonómicos que han dado lugar 

a la LOAPA son unos acuerdos parciales, en el 
sentido de que los protagonizan dos fuetzas sola- 
mente, y, efectivamente, son dos fuenas que por 
sí sólas aseguran una amplia mayoría -y eso na- 
die lo discute-, pero que dejan fuera a otras fuer- 
zas decisivas, y que, sobre todo, luego, dan lugar a 
una instrumentación técnica absolutamente defi- 
ciente, y yo casi diría que increíblemente defi- 
ciente. Porque una Ley como la que ahora csta- 
mos empezando a discutir -la LOAPA- es una 
Ley con características generales, una Ley que, 
como se ha dicho ya, es necesaria, en gran parte, 
porque los Estatutos de Autonomía que se están 
redactando con posterioridad a los acuerdos au- 
tonómicos de 3 1 de julio ya no requieren la LOA- 
PA. Es decir, en los Estatutos de Autonomía que 
hasta ahora se han aprobado, por ejemplo, el de 
Asturias o el de Cantabria, o los que se han discu- 
tido ya aquí, como el de la Rioja y el de Murcia, o 
los que se están discutiendo en Ponencia, como el 
de Canarias, o el del País Valenciano -aunque 
este es un caso apa r to ,  de hecho ya no requie- 
ren la LOAPA, porque, a través de los acuerdos 
entre los dos principales Partidos, la UCD y el 
PSOE, ya se han introducido los acuerdos auto- 
nómicos en esos Estatutos de Autonomía. En 
‘consecuencia, la LOAPA, de aprobarse, será 
aplicable fundamentalmente -yo diría que casi 
exclusivamente,. «a posteno+ a los Estatutos 
de Autonomía ya aprobados antes de los acuer- 
dos de 3 1 de julio; es decir, a Euskadi, a Cataluña 
y a Galicia y, en parte, tambitn a Andalucía. 

¿Cómo se van aplicar estos acuerdos cuando 
los dos firmantes del pacto, la UCD y el PSOE, 
son minoritarios en Euskadi, son minoritarios en 
Cataluña? ¿Con qué instrumentos se va a hacer? 
¿Forzando quC voluntades políticas? Para mí, 
este es el problema clave, y, por consiguiente, ese 
es el talón de Aquiles fundamental de esta Ley, 
desde el punto de vista político, aparte de los 
grandes problemas t¿cnicos que tiene. Porque, 
una de dos, o sc aplican desde el centro, en el sen- 
tido del centralismo, y en este caso es evidente 
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que se entra en un conflicto extraordinariamente 
serio, que puede llevar a graves distorsiones del 
proceso autonómico, y, desde luego, de todo el 
proceso político general, o si no, no veo cómo se 
pueden aplicar, es decir, o hay corresponsabiliza- 
ción de todas las fue- políticas, o son estncta- 
mente inaplicables, y si son inaplicables, para 
qué sirven. Sólo sirven, en todo caso, para crear 
tensiones innecesarias, y para crear distorsiones 
que no siven a nadie, o, en todo caso, sirven a los 
adversarios de la democracia; de esto estoy abso- 
lutamente seguro. 

Por lo demás, la experiencia nos está demos- 
trando ya que, incluso esto, es terriblemente pro- 
blemático, porque los acuerdos que han &do lu- 
gar a la LOAPA son acuerdos entre las dos fber- 
zas políticas que aseguran hoy la mayoria del 
Congreso, pero los acuerdos de estas dos fuerzas 
políticas no se reducen a la LOAPA, contemplan 
otros aspectos de la vida política del país, con- 
templan el proceso autonómico y otras cuestio- 
nes, y la experiencia nos ha demostrado hasta 
ahora' que esos acuerdos están fracasando; han 
fracasado, por ejemplo, en dos cuestiones tan im- 
portantes como son el Estatuto del País Valencia- 
no, o bien están fracasando también, creo yo, en 
una cuestión tan importante como la LAU. ¿Qué 
garantías tenemos de que no van a fracasar en 
otras cuestiones? ¿Y hasta qué punto es impor- 
tante que se desarrolle esta Ley, que choca con 
tanta oposición, cuando los acuerdos que los pre- 
siden son tan frágiles y tan condicionados, inclu- 
so, a coyunturas políticas que hoy nadie conoce? 
¿Qué va a ocurrir dentro de unos meses en cuanto 
a la pervivencia misma de este Congreso de los 
Diputados? Me refiero a la legislatura. 

En consecuencia, en una situación de tanta de- 
bilidad en cuanto a los acuerdos mismos, en una 
situación tan compleja y tan poco sólida -me re- 
fiero a la entidad misma de los acuerdo-, llevar 
adelante una Ley de estas caractensticas me pare- 
ce de poca responsabilidad política; lo tengo que 
decir así. Me parece que es políticamente muy 
peligroso, y nos puede llevar a crear tensiones su- 
plementarias que no favorecen a nadie. 

En consecuencia, yo casi he empezado por 
donde antes ha terminado el señor Roca; es decir, 
acuerdos creo que son n d o s ,  creo que es im- 
prescindible que un tema de esa envergadura se 
rcdiscuta con la presencia de todas -y subrayo la 
palabra utodas+ las fuerzas que tengan algo que 
decir al respecto, y a partir de ahí es posible que 

se llegue a instrumentar algún mecanismo técni- 
camente viable para resolver algunos de los pro- 
blemas que efectivamente existen. Pero tiene que 
ser un instrumento kmbién políticamente sólido 
y técnicamente viable, y crco que lo que está hoy 
en el fondo de la LOAPA no es una cosa ni otra. 
Para mí, ese es el problema principal. 

Dicho esto, quiero entrar en algunas otras con- 
sideraciones. Yo he dicho que la Ley es increíble- 
mente mala, y efectivamente es lo que más sor- 
prende de una lectura de la misma. Porque hay 
una tema que la Ley intenta resolver, y que cons- 
tituye, sin ninguna clase de dudas, un problema. 
Me refiero, por ejemplo, a la cuestión de la deli- 
mitación de las competencias. Esto es un proble- 
ma fundamental cuando se trata de crear una Es- 
tado como el nuestro. Estado de las Autonomías, 
y que está también en la base de los Estados de es- 
tructura federal. Delimitar competencias quiere 
decir saber con exactitud y con rigor cuáles son 
las competencias que corresponden al Poder cen- 
tral, cuáles son las que corresponden a las Comu- 
nidades Autónomas y cuáles son las compartidas, 
e incluso cuáles son los distintos niveles de con- 
currencia. 
La técnica que se ha utilizado, a partir de la 

Constitución, es la delimitación de competencias 
en el texto constitucional, delimitación que es, 
sin ninguna clase de dudas, deficiente, porque se 
ha utilizado una técnica como la del articulo 149, 
que ya empieza con una afirmación rigurosamen- 
te inexacta. El artículo 149 empieza diciendo 
cuáles son las competencias exclusivas del Esta- 
do, pero, luego, una lectura atenta de las compe- 
tencias del artículo 149 demuestra que una gran 
parte de ellas no son competencias exclusivas del 
Estado, sino competencias concurrentes. Es un 
artículo que mezcia los niveles. ¿Cómo resolver 
el problema, cómo saber exactamente cuáles son 
concurrentes y cuáics son exclusivas? Evidente- 
mente, la otra vía que queda es la de los Estatu- 
tos. Yo recuerdo que cuando elaboramos el Esta- 
tuto de Autonomía de Cataluña, que fue el pri- 
mero que se elaboró -me refiero en cuanto a su 
redacción, no en cuanto a su aprobación-, la 
técnica que se utilizó fue c m  que la única posi- 
ble y-era, digamos, la técnica de sacar el negativo 
de los artículos 148 y 149, en el sentido de que 
aquellas competencias que, con carácter inequí- 
voco, quedaban reservadas al Estado se dejaban 
evidentemente al Estado y aquellas competencias 
que aparecian como compartidas se resolvían en 
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el sentido de atribuir a la Comunidad Autónoma 
aquello que la Constitución le dejaba. De este 
modo se llegó, digamos, a una especie de negati- 
vo, de tal modo que superponiendo los artículos 
148,149 y otros de la Constitución con los artícu- 
los del proyecto de Estatuto, tenía que llegarse a 
un conjunto armónico, en virtud del cual queda- 
ba claramente definido lo que era de uno, lo que 
era de otro y lo que era de los dos. 

Sin embargo, es cierto que, luego, en la discu- 
sión posterior, quedaron zonas de sombra y que- 
daron algunos puntos poco claros. ¿Cómo se po- 
día resolver, con qué instrumento técnico? Evi- 
dentemente, las únicas posibilidades que habían 
de resolver aquello eran, por un lado, la práctica 
política - q u e  si hubiese estado presidida de un 
gran acuerdo político general no tenía por qué 
convertirse en problemática-,la práctica política 
del ejercicio de esas competencias, y por otro y en 
Último término, dejar al Tribunal Constitucional 
el papel de arbitrar las zonas de conflicto. 

En vez de esto, nos hemos encontrado con que, 
a m'z, sobre todo, del nervisiosismo provocado 
por el intento de golpe de Estado y por la actitud, 
en parte, defensiva de algunas fuems decisivas, 
han llegado aquí Leyes de armonización -dos 
leyes de armonización-, y ésta que ahora esta- 
mos discutiendo es una Ley de armonización que 
tiene el defecto principal de intentar utilizar una 
técnica que está contemplada en la Constitución, 
pero no precisamente para este caso. O sea, ante 
el hecho de decir qué instrumentos vamos a utili- 
zar, los firmantes del pacto han decidido utilizar 
el instrumento de la Ley de armonización, pero 
esto es lo que precisamente no podían hacer. Por- 
que la Ley de armonización está prevista, efecti- 
vamente, en el articulo 150, apartado 3, de la 
Constitución, pero como una técnica que yo casi 
llamaría de carácter residual, aunque no es exac- 
to el término. ¿En quC sentido? En el sentido de 
pensar -y ése fue, creo yo, el propósito de los 
constituyentts- que, una vez completado el Es- 
tado de las Autonomías, se corría el peligro, 
como existe en todo Estado, por ejemplo en el Es- 
tado federal, de que al haber distribuido determi- 
nadas competencias -y cuando se llegue a la cul- 
minación del proceso autonómico de la distribu- 
ción de competencias será prácticamente unifor- 
me, por lo menos esa es la aspiración de la Cons- 
titución-, puede darse el caso de los distintos 
Parlamentos de las Comunidaáes Autónomas le- 
gislen sobre una mis mamateria con carácter dis- 

tinto, y era necesario, en consecuencia, preservar 
para el Poder central un ámbito posible de actua- 
ción, en el sentido de poder decir a las Comuni- 
dades Autónomas: sobre esta materia están uste- 
des legislando de una manera dispersa, hagan el 
favor de acomodarse a unos principios genéricos 
para que el orden resultante no sea demasiado di- 
ferente, para que el orden resultante sea lo más 
armónico posible; de ahí la palabra armoniza- 
ción. Existía esa posibilidad; por eso se habla de 
armonizar, de principios que armonicen las dis- 
posiciones normativas. 

Para ello se instituyó además un mecanismo de 
control, para no dejar el concepto de interés gene- 
ral que allí se maneja a una interpretación arbi- 
traria y abusiva, y se interponía el recurso de de- 
cir que sean, por lo menos, las Cámaras las que 
autoricen, es decir, las que definan si existe o no 
existe interés general, sobre todo teniendo en 
cuenta que en un primer momento se pensaba 
que el Senado debía ser una Cámara que repre- 
sentase fundamentalmente a las Comunidades 
Autónomas, cosa que luego no ha resultado ser. 

Este era el concepto de armonización, concep- 
to perfectamente válido y que existe en otros Es- 
tados de estructura, como antes decía, federal. Sin 
embargo, aquí se utiliza esto con otro criterio dis- 
tinto; se utiliza para resolver el problema a que 
antes me refería y, en consecuencia, para cambiar 
fundamentalmente el sistema de delimitación de 
competencias, y ése para mí es el problema más 
serio que existe en el fondo de esta Ley, y explica, 
sobre todo, sus tremendas deficiencias técnicas. 

En realidad, lo que se utiliza aquí es la técnica 
que ya se intentó introducir en el Estatuto de Ga- 
licia con la transitoria terceta. Y eso no lo digo 
sólo yo. En una Mesa redonda en la que tuve oca- 
sión de participar hace unas semanas, y en la que 
estaba presente también el actual Ministro de 
Administración Temtorial, señor Arias-Salgado, 
yo planteé esa cuestión, y el señor Arias-Salgado 
dijo: «Exactamente es así. Esto es la transitoria 
tercera del Estatuto de Galicia aplicada con ca- 
rácter general». Lo dijo él, y confirmaba con eso 
una apreciación que yo creo que es uno de los 
puntos básicos de lo que estamos discutiendo. Y 
la transitoria ternera del Estatuto de Galicia, que 
lutgo desapareció, y desapareció porque a todos 
nos pareció una enormidad, ahora se intenta ge- 
neralizar, con una tCcnica de delimitación de 
competencias que cambia fundamentalmente el 
sistema utilizado en la Constitución y en los Esta- 
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tutos. Ese es para mí el fondo de la cuestión desde 
el punto de vista técnico, y evidentemente tam- 
bién desde el punto de vista político. 

Se ha dicho hoy aquí que esta Ley tiene otros 
grandes defectos técnicos. El primero de todos, y 
el más evidente, es que se trata de una Ley Orgá- 
nica, cosa absolutamente inviable, imposible. La 
Constitución no permite que una Ley de esas ca- 
racterísticas sea una Ley Orgánica. Eso se ha di- 
cho, y me parece que es irrebatible. El artículo 8 1 
de la Constitución establece una reserva de Ley 
Orgánica claramente cerrada, puesto que estable- 
ce los supuestos y luego sólo deja abierta la posi- 
bilidad de decir «y aquellas otras que la propia 
Constitución defmem, pero aquellas otras, y el ar- 
tículo 150, apartado 3, cuando habla de Ley de 
armonización no la incluye en la categoría de Ley 
Orgánica. Incluir, en consccuencia, UM Ley de 
armonización en la categoría de Ley Orgánica es 
mezclar dos COSBS que no se pueden mezclar, es 
introducir una extraordinaria confusión en cuan- 
to a las fuentes del Derecho y, desde luego, es caer 
en vicio de inconstitucionalidad total, y eso es lo 
que no comprendo cómo los redactores de este 
proyecto de Ley no han visto de entra&, aparte 
de que ésta es una Ley que mezcla de tal manera 
las categorías que, incluso, tienen que explicar los 
propios redactores que es una Ley de annoniza- 
ción, pero sólo en parte; hay unos artículos que 
son de armonización, otros que no lo son y, en 
consecuencia, estamos ante una categoría hetero- 
génea que nadie sabe exactamente a qué respon- 
de, a no ser que responda a un objetivo político 
fundamental, que es el que antes he mencionado. 

Por consiguiente, desde el punto de vista técni- 
co, es una Ley inviable: una Ley que yo ni siquie- 
ra comprendo cómo ha podido llegar de esta ma- 
nera a este Congreso de los Diputados, que cons- 
tituye un auténtico monstruo jurídico, en el sen- 
tido de monstruosidad, de deformidad, puesto 
que hasta ahora yo no había visto una Ley tan 
mal hecha desde este punto de vista, y, sin embar- 
go, la estamos discutiendo aquí como la Ley ab- 
solutamente decisiva que tiene que resolver nada 
menos que un problema de Estado. ¿Cómo pode- 
mos resolver un problema de Estado con una Lcy 
inviable, con una Lcy inconstitucional, con una 
Ley técnicamente desastrosa? Si esto es así, mal 
vamos a resolver el problema del Esiado. Ese es 
un problema muy scrio, que sc resuelve a través 
de un gran acuerdo. 

Entre los aspectos tóC9cos, para mi este es el 

tema clave, evidentemente; pero hay otros. En 
realidad, el propósito de esta Ley, la LOAPA, 
obedece a un intento, teóricamente muy intere- 
sante, pero políticamente muy discutible, sobre 
todo tal como sc está haciendo, de transformar 
nuestro sistema autonómico en otra cosa. En este 
momento, sus señorías saben que en el terreno 
del Derecho de los Estados fderales se ha intro- 
ducido con fuerza, sobre todo a partir de la expe- 
riencia de la República Federal alemana, el con- 
cepto de fderalismo cooperativo. Este es el con- 
cepto que preside, creo yo, la elaboración teórica 
de algunos de los exponentes, de alguno de los 
teóricos y juristas que han firmado el llamado 
«Informe Entem'm; preside creo yo la propia ela- 
boración de la Ley Organica que ahora estamos 
discutiendo. Pero el federalismo cooperativo exi- 
ge un presupuesto que en nuestro pah no se da, y 
no es un pequeño detalle. En nuestro país no te- 
nemos un sistema ftderal. Intentar introducir 
aquí las técnicas del federalismo cooperativo, 
cuando no tenemos ni siquiera un sistema de Co- 
munidades Autónomas terminado, cuando toda- 
vía no hemos procedido a una auténtica descen- 
tralización de la Administración, cuando no hay 
todavía ni siquiera un proceso de transferencia de 
competencias terminado, ni muchísimo menos, y 
cuando estamos todavía con resistencias tan gra- 
ves como las que tenemos, introducir las técnicas 
del federalismo cooperativo, está claro que es em- 
pezar un poco la casa por el tejado. Sobre todo, 
haciéndose como se hace, porque las técnicas del 
federalismo cooperativo exigen, primero, que las 
delimitaciones estén perfectamente hechas, que 
las competencias estén ya perfectamente distri- 
buidas, y, a partir de aquí, introducir, efectiva- 
mente, elementos de cooperación. Pero lo que se 
hace aquí para introducir las técnicas del federa- 
lismo cooperativo es empezar por liquidar un 
concepto básico de nuestro sistema de autono- 
mías, que es el sistema de las competencias exclu- 
sivas. (El señor Vicepresidente ocupa la Presi- 
dencia.) 
Y por la vía de la fuerza - d e  la fuerza legal, 

pero por la fuerza- se convierte el concepto se 
competencias exclusivas en competencias concu- 
rrentes y, a partir de aquí, sc intenta introducir el 
concepto de fcderalismo cooperativo, pero previa 
destrucción del propio sistema que estamos in- 
tentando ordenar. Esto es lo que se hace con los 
artículos 1 .O y 4." de la LOAPA. Aquí se ha dicho 
varias vcces ya, algunos de los oradores que me 
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han precedido lo han explicado con todo lujo de 
detalles. Yo no voy a insistir en eso, pero es la 
evidencia misma. 

El artículo 4.0 de la LOAPA contradice radi- 
calmente el artículo 149.3 de la Constitución, 
que es el que establece la jerarquía en cuanto al 
carácter y a la vigencia del Derecho estatal y del 
Derecho de las Comunidades Autónomas. Aquí 
desaparece, y desaparece también en el artículo 
1.O. Desaparece en el articulo 2.0 un concepto 
fundamental de la delimitación de competencias, 
cual es el de la capacidad de desarrollo legislati- 
vo, a partir de las leyes de bases. El artículo 2 . O  de 
la LOAPA destruye esto, porque empieza afir- 
mando que, efectivamente, cuando se hable de 
Leyes de bases, el Estado no podrá entrar en la re- 
glamentación para, acto seguido, decir que sí po- 
drá entrar. Esto, en nombre de un principio, 
como es el principio del interés general, que na- 
die sabe quién define, es decir, que define el Po- 
der central, sin que exista en el artículo 2.0 de la 
LOAPA ningún mecanismo de control. De modo 
que, en nombre de un principio abstracto, como 
es el del interés general definido de manera unila- 
teral, podemos ir a una pura y simple liquidación 
de las competencias de desarrollo legislativo de 
las Comunidades Autónomas que constituyen, 
tal como están los Estatutos, por lo menos el 80 
por ciento de sus competencias legislativas con- 
cretas. 

Se introduce el concepto de armonización pre- 
via, que es absolutamente discutible, según acabo 
de exponer, en cuanto al  concepto mismo de las 
Leyes de armonización (art. 5.0). 

Se extralimita totalmente el papel del Delega- 
do del Gobierno, que según el artículo 154 de la 
Constitución, es una figura que sirve fundamen- 
talmente para coordinar, digamos, lo que quede 
de Administración central en las Comunidades 
Autónomas, y que ahí se convierte en un meca- 
nismo de intervención directa del Poder central 
en las decisiones de las Comunidades Autóno- 
mas. 

Finalmente, incluso en el articulo 8." se intro- 
duce aígo que a mí me parece absolutamente sen- 
sacional desde el punto de vista jurídico, y es la 
posibilidad de que el Gobierno suspenda la vi- 
gencia de una Ley Orgánica de transferencia de 
competencias. Es decir, que una Ley Orgánica, 
que es de una categoría absolutamente funda- 
mental es nuestro ordenamiento jurídico, puede 
ser suspendida por el Gobierno según el articulo 

8.0 de la Ley que ahora estamos empezando a dis- 
cutir, cosa que a mí me parece una auténtica 
monstruosidad jurídica. 

Se analizan otras cuestiones. Se habla de las 
Diputaciones, y aunque hay aspectos interesantes 
en las Diputaciones que yo creo que, de una u 
otra forma deben contemplarse, lo que no queda 
claro, tal como está la Ley que estamos discutien- 
do ahora, es si las Diputaciones son prolongacio- 
nes locales del Poder central o parte del sistema 
institucional de las Comunidades Autónomas. 

Se habla de los funcionarios, de las transferen- 
cias de servicios. En definitiva, se mezclan diver- 
sos niveles, todos ellos perfectamente discutibles, 
pero ninguno de ellos tiene nada que ver con el 
concepto de Ley de armonización. En realidad, 
en vez de estar armonizando disposiciones nor- 
mativas de las Comunidades Autónomas, aquí se 
está armonizando bien disposiciones del propio 
Estado, bien instituciones del propio Estado, bien 
Estatutos de Autonomía, puesto que aquí no se 
armonizan las disposiciones normativas sino los 
propios Estatutos de Autonomía en cuanto se in- 
troduce un principio de interpretación de los 
mismos. 

En consecuencia, eso ni es Ley de armoniza- 
ción ni es nada. Y como tal Ley de armonización, 
tampoco puede ser Ley Orgánica. Entonces, no 
puede ser ni «O» ni «A», puede ser «LPA», si se 
quiere, Ley de Proceso Autonómico, pero desde 
luego, ni «O» ni «A» ni LOAPA ni nada de eso. 
Porque no tiene ninguna de esas características ni 
las puede tener. 

Políticamente, pues, es una Ley que obedece a 
un principio que yo creo recusable; una Ley que 
margina de su discusión, de su aprobación y, so- 
bre todo, de su puesta en práctica a fuena sin las 
cuales esta Ley no se puede poner en práctica. 

Técnicamente cs una Ley deleznable, que en- 
tra en contradicciones flagrantes y que nos lleva a 
todos nosotros casi a sentir rubor propio y ajeno 
cuando vayamos a discutirla y aprobarla, si es 
que finalmente se aprueba tal como está. 

En consecuencia, señorías, por todas estas ra- 
zones de oportunidad política, de congruencia 
política, de concepción del Estado y, finalmente, 
de mínima coherencia jurídica, yo creo que a esta 
Ley lo mejor que le podría pasar es que se devol- 
vi& al Gobierno; que a partir de aquí se inicia- 
sen discusiones serias entre todas las fuerzas polí- 
ticas, sin las cuales la ordenación del proceso au- 
tonómico no es posible, y entonces, quizá pudié- 



COMISIONES 
- 3 3 9 6  

24 DE MARZO DE 1982.-NrSrM. 72 

semos entrar finalmente en la necesaria ordena- 
ción de un proceso que, insisto, es necesario y sin 
el cual, de no llevarlo a buen término y a buen 
criterio, podemos poner en peligro la propia esta- 
bilidad del sistema democrático. 

Por consiguiente, señorías, creo que lo mejor 
que nos podría pasar hoy aquí es que las enmien- 
das de devolución que hemos presentado diversos 
Grupos se aprobasen. Creo que sena el mejor ser- 
vicio que podíamos hacer al país. 

Mucha gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Vega y Escan- 
dón): Tiene la palabra el señor Reo1 Tejada. 

El señor REOL TEJADA: Señor Presidente, 
señorías, en primer lugar, me parece un claro de- 
ber de cortesía agradecer el tono en el que se han 
producido las intervenciones de todos los compa- 
ñeros de esta Comisión Constitucional que han 
intervenido, tono que, verdaderamente, se ha 
mantenido, dentro de la lógica firmeza en su ar- 
gumentación, dentro de unos términos correctos 
que, ciertamente, no han sido en algunas ocasio- 
nes los que se han producido en algunos de los ac- 
tos públicos que, en determinados lugares y tem- 
tonos, han rodeado los preámbulos, podríamos 
decir, de lo que es el debate de esta Ley Orgánica 
de Armonización del Proceso Autonómico. 

En segundo lugar, quiero hacer un afirmación 
absolutamente rotunda para, en lo que pueda -y 
lo digo con la máxima convicción posiblo,  
tranquilizar a todos aquéllos que ven en esta Ley 
todo un cúmulo de males sin mezcla de bien algu- 
no. La LOAPA respeta absolutamente la Consti- 
tución y no quiere recortar en absoluto los Esta- 
tutos de autonomía. Que esto quede perfecta- 
mente claro. 

Tendría que hacer también algunas observa- 
ciones previas. Aquí se ha indicado, por ejemplo, 
que era rechazable el que se hayan producido 
manifestaciones en el sentido de señalar como in- 
solidario el que se haya atacado a la LOAPA; in- 
cluso que se haya calificado de desestabilizador 
tal ataque. Esto, evidentemente, debe de ser re- 
chazable. Yo entiendo que nadie, en la defensa de 
lo que cree sus propias convicciones, es insolida- 
no ni, desde luego, desestabiliza, pero también 
pediría en contrapartida que se entienda que la 
LOAPA Lo único que pretende es clarificar, in- 
terpretaq en definitiva, proporcionar seguridad 
jurídica para tudos. 

Desde ese punto de vista, también diría que es 
muy fácil decir que la LOAPA recorta los Estatu- 
tos o que la LOAPA es, como también se ha di- 
cho, la loba que va a producir las dentelladas que 
acaben con la autonomía catalana. Esto es tan ab- 
solutamente rechazable corno las anteriores ma- 
nifestaciones, y yo pido en contrapartida que 
tambiCn este tipo de expresiones se retiren a efec- 
tos de no producir esa confusión en la opinión 
pública en un tema que debe de verse con la cabe- 
za perfectamente fda. 

Tampoco es el « d é  para todos». No hay nin- 
gún tipo de presión extraparlamentaria, porque 
hay un dato que yo creo que es absolutamente es- 
clarecedor y que avala lo que acabo de decir. La 
primera Ley de Armonización se produjo, y ahí 
están los archivos de la Cámara, muy anterior- 
mente al 23 de febrero. Esto quiere decir que la 
armonización del proceso autonómico, o la ra- 
cionalización -como dice alguno de los que han 
intervenido- del proceso autonómico, es algo 
que estaba, digamos, en el acervo común de la 
Cámara, es algo que se correspondía con lo que 
todos pensábamos debía hacerse. 

Tampoco acabo de entender cómo de un lado 
se tildan poco menos que de espúreos ciertos pac- 
tos entre el partido del Gobierno y el Partido de 
la oposición, cuando ciertamente son pactos per- 
fectamente legítimos, sobre todo y fundamental- 
mente por cuanto se someten a la única soberanía 
de la Cámara, y aquí estamos, señores, haciendo 
un debate donde todo el mundo puede expresar 
lo que quiera, y donde, si ésa es la voluntad 
mayoritaria de la Comisión, y en su caso del Ple- 
no, las modificaciones se producirán de acuerdo 
precisamente con lo que suceda aquí, y no con lo 
que haya podido suceder fuera. Pero me encuen- 
tro también con la paradoja de que tanto se tildan 
a los tales pactos de espúreos como al revés. «A 
sensu contrario», se dice que como los tales pac- 
tos podrían tener también sus flancos débiles, en- 
tonces estamos ante un pacto frágil, lo que tam- 
poco es bueno; si es firme es malo, si es frágil 
tambi¿n es malo, no d entonces cuál sería la so- 
lución. 

La solución, yo en cierto modo la propondré al 
final. Pediría una solución en la que todos hicié- 
ramos el máximo esfuerzo de confluencia. (el se- 
ñor Presidente ocupa la Presidencia.) 

Ultima obsemación antes de entrar en lo que es 
la sustancia de mi intervención es que, señor 
Aguilar, nadie está tirando al monte del centralis- 
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mo como usted dice. Tanto el primer Partido de 
la oposición como nosotros, tenemos una trayec- 
toria bien clara de lo que es entender el andalu- 
cismo no precisamente desde posiciones folklóri- 
cas, sino desde perspectivas tan andalucistas 
como pueden ser aquéllas que afirman ese anda- 
lucismo en el horizonte del Estado español. 

Quería ahora intervenir en lo que ha sido pre- 
cisamente el debate fundamental. Dina, en pri- 
mer lugar, que parece como si se pretendiera im- 
poner un cierto veto a que este proyecto de Ley 
haya sido enviado. Ya sé que ésa no es la inten- 
ción última, pero da la sensación de que hay 
como una especie de veto respecto de que un 
Grupo cualquiera, o en este caso el Gobierno a 
través de un proyecto de Ley, pueda precisamen- 
te legislar, que es lo que tienen que hacer estas 
Cámaras. No hay nada en la Constitución que 
impida, lógicamente, legislar, enviar un proyecto 
de Ley e incluso calificarlo como parezca oportu- 
no, dentro del más absoluto rigor y respeto al De- 
recho; pero nadie impide, repito, que se produzca 
el envío de un proyecto, o de una proposición de 
Ley, y que la tal proposición o el tal proyecto se 
califique como entienda cada Grupo, de acuerdo 
a sus propias convicciones y a su entendimiento 
- q u e  debe ser objetivo ciertamente del Dere- 
cho- calificarle. 

Quiero recordar entonces, y por consiguiente 
que la LOAPA tiene una configuración o una na- 
turaleza varia. Es evidentemente una Ley de Ar- 
monización, no voy a entrar en cuáles son los 
puntos sobre los que hay una claridad absoluta de 
que estamos en presencia de una Ley de Armoni- 
zación, porque además esto ya está sancionado 
por la Cámara y parece que SS. SS. lo han acepta- 
do en el debate previo. 

La LOAPA tiene, dentro de esa su naturaleza 
vana, un carácter de Ley Orgánica, que pretende- 
ré demostrar. Tiene evidentemente también un 
carácter de Ley de Bases, en algunas disposicio- 
nes la LOAPA es ya una auténtica Ley de Bases, 
concretamente en preceptos que hacen referencia 
a la función pública, es como un inicio, como un 
anticipo, de lo que ha de ser la futura Ley de la 
Función Pública. Entonces, esto es perfectamen- 
te lógico, y es lógico también que, dentro de esa 
naturaleza vana, la Ley sea una Ley interpretati- 
va; una Ley interpretativa, sobre todo y hnda- 
mentalmente, en lo que se refiere a sus artículos 
del Título 1 y Disposiciones generales, concreta- 
mente el 1.0, el 2.O, el 3 . O ,  el 4.0, el 7.0, el 8.", el 10 

y el 1 1. Y con esto lo que se pretende es lo que de- 
cía al principio: hacer algo que contribuya preci- 
samente a clarificar una situación y a proporcio- 
nar consiguientemente una mayor seguridad jun- 
dica. 

¿Por qué la LOAPA tiene carácter orgánico en 
contra de lo que aquí se ha venido a decir? Una 
Ley Orgánica de Armonización debe de tener una 
serie de características; debe de tener principios, 
en primer lugar, que tengan carácter orgánico 
claramente; debe haber disposiciones que, aun- 
que no con la clandad de lo que acabo de señalar 
en el primer punto, participen de tal carácter orá- 
nico, y también las materias conexas que en vir- 
tud de la doctrina sentada por el Tribunal Consti- 
tucional (sentencia del 13 de febrero) pueden in- 
cluirse dentro de una Ley Orgánica, aunque su 
tratamiento pudiera hacerse por Ley ordinaria, 
evidentemente. 

El Título 1 y las Disposiciones generales se 
puede decir que participan de esa naturaleza or- 
gánica. Por ejemplo, los artículos 5 . O ,  8 . O  y 11 
afectan «in génere)) a las Leyes de Armonización 
y Leyes Orgánicas y tienen, por tanto, ese rango. 
El artículo 8.0 explicita el contenido del artículo 
150.2 de la Constituci6n, que como SS. SS re- 
cuerdan tiene necesariamente que ser desarrolla- 
do mediante Ley Orgánica. Los artículos 1 .O y 2." 
de la LOAPA afectan directamente a los princi- 
pios de igualdad y solidaridad, cuya regulación 
queda reservada a la 'Ley Orgánica, por virtud de 
lo establecido en los artículos 149.1.1 y 14, en re- 
lación con el artículo 8 1 de la Constitución. Y el 
artículo 8.0 atribuye una competencia al Consejo 
de Estado, Órgano cuya regulación esta reservada 
a Ley Orgánica, según -también lo saben 
SS. SS.- previene el artículo 107 de la Constitu- 
ción. 

Todo el Título 1 establece, pues, una serie de 
normas que afectan a la seguridad jurídica y, al 
estar de acuerdo por consiguiente con el artículo 
9.3 de la Constitución, estamos en presencia de 
derechos que garantizan a los ciudadanos y, por 
consiguiente, necesitan, de acuerdo con el artícu- 
lo 8 1, carácter de Ley Orgánica. 

El Título 11 se refiere a las Comunidade Autó- 
nomas y a las Diputaciones Provinciales. La re- 
gulación a nivel de norma primaria de las relacio- 
nes competenciales entre las Comunidades Autó- 
nomas y las Diputaciones puede considerarse 
materia necesitada de la Ley Orgánica. Con 
mayor claridad, el attículo 15 requiere fonosa- 
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mente carácter de Ley Orgánica, puesto que les 
recuerdo a ustedes que es el que se refiere al desa- 
rrollo del articulo 152, en cuanto va a posibilitar 
la delegación de las competencias transferidas 
desde las Comunidades Autónomas a las Diputa- 
ciones. 

El Título 111, que es el Régimen General de las 
administraciones de las Comunidades Autóno- 
mas, tiene preceptos que están enganados clara- 
mente con reservas constitucionales en favor de 
Ley Orgánica. Así, por ejemplo, el articulo 18.2, 
cuando hace referencia a la expropiación expre- 
sa, se relaciona con el artículo 149.1.1, en rela- 
ción con los artículos antes citados 14 y 8 1 ,  por lo 
que hace a los derechos fundamentales, y a las li- 
bertades públicas. El artículo 20, en el que se es- 
tablecen secciones territoriales del Tribunal de 
Cuentas, cuya regulación requiere Ley Orgánica, 
sin pejuicio de que lo haya sido ya, puesto que 
aquí se contemplan datos complementarios. El 
artículo 2 1 se refiere a las corporaciones de Dere- 
cho público, cuya regulación inicial se encuentra 
en el artículo 36 de la Constitución, y está situado 
dentro del título correspondiente a los derechos y 
deberes fundamentales, cuyo desarrollo exige, se- 
gún el artículo 8 1 ,  carácter de i e y  Orgánica. 

En relación al Título IV y a las transferencias 
de servicios, y en tanto afecten a la distribución 
de competencias, también se puede justificar, 
aunque en este caso no hay inconveniente en re- 
conocer que no aparece tan nítida la necesidad de 
Ley Orgánica, ese carácter. El artículo 26, en 
cuanto hace referencia a la LOFCA, la módula de 
alguna manera, tiene lógicamente que tener el 
mismo rango que la propia LOFCA. 
El Título V, Reforma de la Administración del 
Estado, y el Título VI, Función Pública, son pre- 
ceptos claramente armonizadores, no requieren 
carácter de Ley Orgánica, pero entra en juego 
aquí la teoría del Tribunal Constitucional de las 
materias conexas. 
Les recuerdo a SS. SS. que esta doctrina ha sido 

sentada por el Tribunal Constitucional en su sen- 
tencia de 1 3 de febrero de 198 1 y que, en síntesis, 
significa la posibilidad de que el legislador, por 
razones de economía normativa, incluya dentro 
de una Ley Orgánica preceptos que no requieren 
tal carácter. Les hago a ustedes gracia de la lectu- 
ra textual de lo que indica el Tribunal Constitu- 
cional, pero es claro que no hay ninguna duda so- 
bre esta teoría & las materias conexas. 

En la enmienda del señor Pi-Suñer, del Grupo 

Mixto, se indica que la LOAPA no es congruente 
con el artículo 150.3 de la Constitución, puesto 
que no existe, en su parecer, un interés general 
para dictarla ni hay una previa desarmonización 
- e n  este argumento se ha incidido por muchos 
de los preopinantes- ni, finalmente, se recogen 
principios para armonizar sino disposiciones 
concretas. . .  

En otro punto dice que la LOAPA no puede 
ser considerada Ley Orgánica. No me voy a refe- 
rir a ello ya prácticamente en ningún caso, como 
no fuera necesario, habida cuenta de que ya lo he 
señalado anteriormente. 

En el Último punto afirma algo que me parece 
también sorprendente; dice que se regulan las 
Diputaciones, que pertenecen a la Administra- 
ción del Estado y nada tienen que ver con el pro- 
ceso autonómico. Voy a incidir un poco más en 
el tema autonómico, ligerísimamente porque ya 
sé que no es objeto de debate, pero quiero señalar 
algunos puntos de interés. 
No es necesario en este momento que hable- 

mos del interés general porque eso sería reprodu- 
cir el debate de septiembre de 198 1 donde el tal 
interés general ya h e  apreciado por la Cámara y 
es cosa juzgada. 

En segundo lugar -y sobre este punto se ha in- 
sistido más- se dice que hay que esperar a que se 
produzcan las disposiciones de las distintas Co- 
munidades Autónomas para sobre ellas producir 
la armonización. Esta es una opinión como otra 
cualquiera, pero desde luego mi Grupo la rechaza 
y hay un sinfin de argumentos que están en la bi- 
bliografia que avalan esta posición. Podríamos 
incluso decir que estaríamos ante una situación 
aberrante; digo aberrante en el sentido de llevar el 
argumento del señor Pi-Suñer a sus últimos ex- 
tremos. Supongamos que estuvieran constituidas 
las Comunidades Autónomas pero, evidentemen- 
te, la cadencia con' la que se irán produciendo las 
legislaciones de cada una de ellas hará o puede 
hacer efectivamente necesaria la presencia de una 
Ley de Armonización. ¿Qué ocurriría? Que, ha- 
bida cuenta de que ese ritmo de legislación es dis- 
tinto, la Ley de armonización sena evidentemen- 
te para disposiciones ya efcctuadas de aquellas 
comunidades en que se hubiera legislado pero, en 
cambio, sería previa a otras que todavía no hubie- 
ran legislado. Yo diría, además, aquí que por qué 
hemos de esperar a que se produzca la discordan- 
cia si es posible, precisamente y gracias a una Ley 
de armonización que nunca puede estar tan cons- 
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treñida a producirse con posterioridad, prevenir 
tal discordancia. 

Se dice que en algunos casos se han ido mucho 
más allá de lo que son principios armonizadores. 
Esto no es tampoco así, porque cuando se ha teni- 
do, porque no ha habido más remedio, que llegar 
a ciertas concreciones, las tales concreciones, evi- 
dentemente, siempre tienen un fondo de princi- 
pio general en la materia respectiva sobre la que 
incidan. 

Insisto en que no hay un solo precepto en nin- 
gún sitio, ni en la Constitución por supuesto, que 
impida la unión de diversas materias -orgánicas, 
interpretativas, de bases, armonizadoras- en una 
Única Ley, en un Único texto legal. Esto es, a mi 
modo de ver, de sentido común evidentemente, 
pero es que no hay nada que se oponga. 

Sobre el apartado de las Diputaciones, que he 
calificado de sorprendente, ciertamente no pue- 
de, en cierto modo, calificarse de otra manera el 
hecho de decir que las Diputaciones pertenecen a 
la Administración del Estado, porque las Diputa- 
ciones conforman un todo jundico-político que 
es la nación española, pero tienen plena autono- 
mía -y eso está reconocido en la Constitución- 
para la gestión de sus respectivos intereses; auto- 
nomía que respecto de esa gestión es perfecta- 
mente distinguible de la que corresponde a las 
Comunidades Autónomas, al Estado y a los pro- 
pios municipios. Me parece que sería convenien- 
te que el señor Pi-Suñer repasara también la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional de 28 de julio 
de1981. * 

En segundo lugar, por seguir el mismo orden, 
me parece que intervino el Diputado del Grupo 
Mixto, señor Bandrés. El señor Bandrés sostiene 
que la Ley no es orgánica ni armonizadora; que 
establece una prevalencia en todo caso del Dere- 
cho estatal y que eso viola el contenido del articu- 
lo 149.3 de la Constitución; que hay un perver- 
sión del concepto de Ley de Bases al reservarse 
potestades reglamentarias la Administración cen- 
tral del Estado; que se introducen nuevas bases de 
transferencias distintas a las previstas - c o m o  nos 
ha dicho- en el artículo 147.2. d) de la Constitu- 
ción; que desaparecen en la práctica las compe- 
tencias exclusivas y, además, afirma también que 
existe la imposibilidad de crear una función pú- 
blica autónomica. 

En relación a Ley Orgánica, señor Bandrés, me 
parece que ya he hecho un desarrollo exhaustivo 
de por qué esto es, puede ser y debe ser una Ley 

Orgánica; pero usted cita concretamente la sen- 
tencia del Tribunal Constitucional sobre centros 
docentes como argumento a favor de que las 
Leyes Orgánicas son exclusivamente las señala- 
das en el artículo 81 de la Constitución. Nadie 
discute que efectivamente deban tener carácter de 
orgánicas las Leyes que señala dicho artículo, 
pero el señor Bandrés olvida que la sentencia del 
Tribunal Constitucional que él menciona esta- 
blece precisamente la doctrina de las materias co- 
nexas, que es justamente la que posibilita que en 
la LOAPA, al lado de los preceptos orgánicos, se 
produzcan también los que he indicado con otro 
tipo de características, pero sobre todo los de ca- 
rácter orgánico. 

Respecto al carácter armonizador, insisto en 
que ya es cosa juzgada. 

En relación a que la LOAPA impide la crea- 
ción de una función pública autonómica, tengo 
que rechazarlo tajante y radicalmente. El conjun- 
to de los funcionarios traspasados son ya, señor 
Bandres, la función pública de cada Comunidad 
Autónoma durante el período inicial, y quiero re- 
calcar esto del penodo inicial. En este momento 
una de las dificultades más importantes que tene- 
mos para construir con voluntad positiva, como 
tenemos todos, ese Estado de las autonomías, es 
precisamente la mejor distribución de la función 
pública. Un Estado se trama o se traba precisa- 
mente a partir de que la función pública esté de 
alguna manera trabada, pero tambiém quiero de- 
cirle, señor Bandrés, que eso se refiere, funda- 
mentalmente y como es lógico, a aquellas mate- 
rias donde haya transferencia. Y, por consiguien- 
te, respecto de esos funcionarios también cabe 
siempre la posibilidad de hacer esa función públi- 
ca para aquellas otras materias que no supongan, 
sin embargo, transferencia de funcionarios, don- 
de ustedes, como es lógico, tienen la posibilidad 
de poner en marcha ese mecanismo propio que es 
el que, de alguna manera, significa el horizonte fi- 
nal; dentro, como digo, de ese contexto general en 
el que la función pública traba de alguna manera 
también a un Estado que no por ser Estado deja 
de ser ni muchísimo menos el Estado que quere- 
mos en la Constitución, que es un Estado de Au- 
tonomías. 
No me parece que merezca ningún tipo de co- 

mentario la afirmación de que acaba con las com- 
petencias exclusivas. La sola enumeración de las 
indicadas en su propio Estatuto me ahorra cual- 
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quier otro tipo de significación en este punto y 
momento. 

Ha intervenido a continuación, me parece, el 
señor Aguilar, en representación del Grupo An- 
dalucista, para incidir, una vez más, en que no le 
cabe el carácter de orgánica a esta Ley y afirmar 
seguidamente que subvierte la escala de valores 
constitucionales al dar carácter preeminente a las 
Diputaciones Provinciales sobre las Comunida- 
des Autónomas. Me parece que está mas que ava- 
lado el carácter orgánico de la Ley, y que su afir- 
mación de que la LOAPA da preeminencia a las 
Diputaciones es absoluta y radicalmente incierta. 
Baste leer el artículo 15, y en general todo el títu- 
lo 11, para comprobar que las Diputaciones Pro- 
vinciales, sin menoscabo de la legítima autono- 
mía que les reconoce la Constitución, actúan de 
común acuerdo con las Comunidades Autóno- 
mas en cuanto a ser la Administración periférica, 
los órganos que van a ejercer las materias que le 
han sido delegadas. En todo caso, ese título se re- 
fiere a normas que tienen un carácter dispositivo, 
y eso tiene, evidentemente, una significación en 
Derecho. 

El representante del Grupo Vasco, señor Viz- 
caya, hace una serie de afirmaciones que, en sus- 
tancia, se pueden reducir a las siguientes: a que la 
Ley no es armonizadora ni orgánica; a que las 
competencias exclusivas se convierte, en su opi- 
nión, en compartidas; a que se establece de modo 
absoluto la prevalencia del Derecho estatal sobre 
el de las Comunidades Autónomas, lo que con- 
culca el tan repetido articulo 149.3 de la Consti- 
tución; a que se reducen las competencias legisla- 
tivas de las Comunidades Autónomas al atribuir 
un poder reglamentario ejehtivo a la Adminis- 
tración Central en materias que la Constitución 
sólo reconoce a la legislación básica. 

También tiene sus reservas sobre las relaciones 
que se establecen entre las Comunidades y las 
Diputaciones, teniendo en cuenta los derechos 
históricos de los temtorios forales. Hace una refe- 
rencia a la materia de los funcionarios y, en gene- 
ral y sobre este punto también, indica que se pro- 
duce una reducción de las competencias de los 
Estatutos. 

Parece que su argumentación es importante, 
señor Vizcaya, y por eso quem'a también, con se- 
riedad y con rigor, intentar convencer a S. S. de 
que la óptica con la que desde su Grupo se ha vis- 
to esta Ley cs una óptica de desconfianza, es una 
óptica sesgada, es una óptica que en el fondo no 

corresponde a lo que son verdaderamente los 
principios inspiradores de la LOAPA y a aquella 
afirmación que yo hice al principio, que vuelvo a 
señalar, he indicado que la LOAPA es algo que se 
enmarca en el respeto a la Constitución y a los 
Estatutos y que lo que pretende es interpretar, 
clarificar, producir seguridad jurídica en definiti- 
va. No voy a incidir, como es lógico, sobre el ca- 
rácter armonizador y orgánico de la Ley, porque 
creo que está suficientemente demostrado. 

En relación a los dos puntos fundamentales - 
porque me parece que podríamos parar rápida- 
mente sobre su preocupación en tomo al recono- 
cimiento de los derechos históricos forales- 
,indicándole que en este título 11 estamos en pre- 
sencia de un conjunto de normas dispositivas, le 
podría recordar que, en este momento, en el Par- 
lamento Vasco se está produciendo precisamente 
la discusión de una cierta «LOAPA», la Ley de 
Temtorios Históricos, donde el Gobierno de 
Euskadi se encuentra también con la necesidad 
de coordinar la administración de Euskadi con 
los derechos históricos de las Diputaciones bási- 
cas. No hay por parte del legislador, que pone en 
marcha el Gobierno y el grupo mayoritario de la 
oposición, nada que impida el reconocimiento al 
carácter foral de las Diputaciones básicas. 

Por lo que hace referencia a la función pública, 
es claro que no se puede decir otra cosa que la 
que ya he señalado antes. Evidentemente estamos 
ya, en principio, en presencia de bases de una 
función pública a modo de anticipo de la Ley «ad 
hoc». Me parece que sobre este extremo también 
me he pronunciado con alguno de mis anteriores 
argumentos. 

Los dos temas que más le preocupan al señor 
Vizcaya son los que hacen referencia -me da la 
sensación- a los artículos 2." y 4.". Quiero recor- 
darle al señor Vizcaya que estamos en presencia 
de sentencias del Tribunal Constitucional Que, de 
alguna manera, crean un marco sobre el cual es 
ineludible trabajar. El artículo 2." contiene un in- 
tento de aclaración terminológica de lo que ha de 
entenderse por bases o expresiones similares y, en 
este sentido, se utilizan los términos «princi- 
piow, directrices y «regias esenciales». Le diría 
que una norma o Ley tiene el carácter de básico 
cuando afecta -y aquí encuentra su justificación 
el último párrafo del apartado 1- a la igualdad 
de todos los españoles, la libertad de circulación y 
establecimiento de personas y bienes en todo el 
temtorio espaiiol en imprescindible solidaridad 
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individual y colectiva. El apartado 2 del artículo 
sirve para abrir la posibilidad de que las normas 
básicas no tengan que estar siempre recogidas en 
Leyes votadas por las Cortes. Le quiero recordar, 
por ejemplo, la fijación de los tipos de interés o de 
coeficientes bancarios, que son en sí normas bási- 
cas que, por ser flexibles y cambiantes, deben 
quedar bajo la facultad reglamentaria del Gobier- 
no, sin necesidad de acudir a UM Ley formal, con 
la larga tramitación que ésta exige. 

En resumen, quiero decir a S .  S., - s i n  hacer 
mayor referencia a las sentencias sobre las Dipu- 
taciones catalanas o a otras sentencias del Tribu- 
nal Constitucional que en este momento creo que 
son obvias- que precisamente estamos en pre- 
sencia -insisto, en el marco de la Constitución y 
del respeto a los Estatutos- de una facultad ex- 
cepcional, donde lo que hace la Administración 
del Estado es exactamente autolimitarse, reducir 
el ámbito de los conflictos y, por consiguiente, 
evitar precisamente que los tales conflictos se 
produzcan con una mayor generalidad. Y cuando 
se produzca uno de esos conflictos es cuando es- 
taremos en presencia de algo que podrá ser dilu- 
cidado desde la interpretación o, en todo caso, 
desde el Tribunal Constitucional. 

En relación con el artículo 4.O, que también es 
muy preocupante para S. S., seííalaría que el ob- 
jetivo implícito de este artículo -insisto- es cla- 
rificar el concepto de exclusivo, estableciendo 
claramente el principio de supremacía del Dere- 
cho estatai, pero Única y exclusivamente en lo 
que tenga de referencia al artículo 149.1 de la 
Constitución, sin detrimento de las facultades 
atribuidas a las Comuniddes Autónomas en sus 
Estatutos y en la propia Constitución. Me parece 
que esto es un dato que hay que significar una y 
otra vez porque tal es la voluntad de la LOAPA. 
La sentencia sobre la Ley de Régimen local nos 
da en algunos puntos una clara idea de por qué 
esta afirmación. Debe hacerse notar -dice, p o r  
ejemplo, la sentencia sobre la Ley de Régimen 
Local- que la Constitución contempla la necesi- 
dad, como una consecuencia del principio de 
unidad y supremacía del interés de la nación -y 
la nación somos todos-, de que el Estaáo quede 
colocado en una posición de superioridad. 

En este mismo orden. se produce la sentencia 
sobre cajas de ahorro que yo en este momento no 
quiero tampoco W m i r ,  pero que someto a la 
consideración de S. S. para su &tenido estudio y 
para que vea que es precisamente en la fuente del 

Tribunal Constitucional donde estamos bebiendo 
en cuanto a la LOAPA se refiere. 

Por lo que respecta a Minoría Catalana, he de 
negar radicalmente, señor Roca, que estemos 
ante una reforma encubierta de la Constitución y 
mucho menos ante una Ley interpuesta. La 
LOAPA no pretende ser una Ley interpuesta, es 
una Ley Orgánica y esta Cámara ha aprobado 
muchas Leyes Orgánicas. No supone un recorte, 
en absoluto; contiene, sencillamente, la ordena- 
ción y la aclaración, normas interpretativas, a 
conceptos que son confusos o equívocos y, por 
consiguiente, tiende a garantizar y concretar el 
principio constitucional de la seguridad jurídica. 
No estamos ante una reforma encubierta de la 
Constitución y en todo caso, señor Roca, yo no 
he oído que usted lo haya demostrado. Los ocho 
primeros artículos son fundamentalmente inter- 
pretativos, pretenden aclarar la gradación norma- 
tiva establecida por la Constitución y por los Es- 
tatutos sin reformar aquélla ni recortar éstos. 

Me parece que afirmar que la LOAPA es ino- 
portuna e innecesaria es algo que nos llevaría otra 
vez al debate que en su momento sancionó la Cá- 
mara cuando se sometieron a discusión los prin- 
cipios inspiradores de la LOAPA y, por consi- 
guiente, no es necesario insistir más en ello. 

Termino con una observación a la enmienda 
del Partido Comunista. Sobre indicar otra vez el 
carácter orgánico de la LOAPA, la viabilidad, 
puesto que no lo impide nadie, de que en una 
misma Ley y por economía se den precisamente 
supuestos distintos en cuanto a calidades de la 
Ley. No acabo de entender cuando en la enmien- 
da comunista se dice que el artículo 5.1 es confu- 
so, contrario al artículo 150.3, a no ser que se re- 
fiera a que se haya producido la armonización 
con anterioridad a que estén dictadas las disposi- 
ciones por las Comunidades Autónomas, pero 
me parece que sobre este punto ya he señalado 
nuestra posición al responder a la enmienda del 
señor Pi-Suñer. 

Termino diciendo que la LOAPA es ahora pa- 
trimonio de esta Cámara; que, por consiguiente 
esta Cámara determinará todo aquello que sea 
perfectible; que mi Grupo está abierto a esa per- 
fectibilidad en el respeto, sin embargo, a los prin- 
cipios en los cuales creemos que se inspid la 
LOAPA. Para nosotros la LOAPA es algo tan 
importante que merece la pena que el apoyo no 
sea solamente cuantitativo, sino que sea un 
apoyo cualitativo y, por consiguiente, si se pro- 
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duce cualquier aportación de algunos de los en- 
mendantes en esa Línea que nosotros hemos lla- 
mado de perfectibilidad de la ley, creemos que 
entre todos habremos contribuido a ordenar, a ar- 
monizar un proceso autonómico, pieza funda- 
mental en la vertebración de la unidad de España 
y, sobre todo, soporte absolutamente indispensa- 
ble de todo el sistema democrático en el cual to- 
dos creemos y le queremos además absolutamen- 
te paralelo a la marcha del proceso autonómico, 
en el más amplio y abierto sentido, tal y como 
esta Cámara lo ha concebido siempre. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 
Reol. 

La Presidencia ha procurado cambiar impre- 
siones con los portavoces de los Grupos y parece 
que todos podríamos poner de nuestra parte la 
conducente para que, tras la intervención para fi- 
jar posiciones por parte de los Grupos no enmen- 
dantes que soliciten, como ya lo ha hecho el se- 
ñor Fraga, la palabra para ello, pudiéramos llegar 
a votación y, en su caso, designación de Ponen- 
cia. 

Parece que, de otra suerte, el debate podría 
aplazarse. Hay un actierdo de la Junta de Porta- 
voces que exige el tener en cuenta señalamientos 
ya previstos que no se pueden interrumpir, pare- 
ce también que el debate sena interrumpido. Yo 
ruego a SS. SS. colaboren, si es posible, con la 
promesa de levantar la sesión por lo menos antes 
de las tres menos cuarto. (El señor Vizcaya Reta- 
na pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Marcos Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA. Señor Presi- 
dente, &so significa que los enmendantes no po- 
dríamos ejercer el derecho de réplica? 

El señor PRESIDENTE Pueden ejercer su de- 
rccho a réplica. Yo le ruego use de la capacidad 
de síntesis que el señor Vizcaya puede emplear a 
este fin. 

El señor Fraga tiene la palabra. 

El señor FRAGA IRIBARNE: Señor Presiden- 
te, para una breve toma de posición, y digo breve 
no porque la densidad del debate invitase a otras 
consideraciones, pero en todo caso mi quiero 
amigo y compañero el seflor Roca me permitirá 
que la que me voy a situar más de cerca de la 

hora de comer que de esas referencias al imperio 
asirio-babilónico, que, por cierto, no existió nun- 
ca. Hubo imperios en la Mesopotamia, unas ve- 
ces mandaba Asur y otras mandaba Babel; hoy 
hemos estado cerca de Babel en algún punto. 
Pero lo que no se hizo en forma constitucional 
fue el argumento sobre el bando del Alcalde, por- 
que, claro está, el problema no está en que el Es- 
tado se meta desde el Gobierno a intervenir el 
bando del Alcalde. Es evidente que el problema 
es, si el bando del Alcalde se dicta y contradice 
una norma del Estado, cuál es la que prevalece, y 
es problema estará planteado. Hubo un bando de 
un monterilla en mi pueblo que, redactado con 
exceso de prisa, decía que mientras durase la epi- 
demia de rabia se prohibía a los dueños de los pe- 
rros que salieran a la calle incluso con bozal. (Ri- 
sas.) Evidentemente, interpretado literalmente 
ese bandn chocaba con la misma Constitución. 

Bromas aparte, yo quisiera decir que nuestro 
Grupo no apoyará la devolución de la Ley, que- 
dando bien entendido que con ello decimos sim- 
plemente que pide que pase a estudio detenido 
por la Ponencia y la Comisión, donde muchas de 
las cuestiones importantes suscitadas en el debate 
de hoy podrán tener su sitio. Una Ley que ha sido 
ya espccialísimamente tomada en consideración, 
con una declaración por mayoría absoluta de am- 
bas Cámaras de que es de interés nacional espe- 
cial, no parece que pueda ser objeto en este mo- 
mento de devolución. 

Se han esgrimido en contra de este punto de 
vista argumentos políticos y argumentos jurídi- 
cos. Los argumentos políticos no nos han con- 
vencido, porque es evidente que hay un problema 
con las autonomías; es la innovación más impor- 
tante que introduce la Constitución de 1978, y así 
como es cierto, y está absolutamente probado por 
manifestaciones y otros actos (aunque a mí nunca 
me gustan esos argumentos, de un lado o de otro, 
de que demos la d n  a los violentos; nunca se da 
la d n  a los violentos actuando dentro del Dere- 
cho), que ha habido pronunciamientos en contra 
de la LOAPA, no es menos cierto que hay grupos 
de personas que todavía ctecn que las autonomías 
son un proctso contrario a la unidad del Estado y 
quieren denucdo; o que creen que es un proccso 
de encancimiento innecesario de la Administra- 
ción. Estos son justamente los dos temas que con- 
templa, a mi juicio con bastante d n ,  la norma 
que vamos a estudiar. 

Luego se han utilizado argumentos de orden 
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jurídico que tampoco me han convencido, por- 
que no hay duda alguna de que el articulo 2.O de 
la Constitución confaura un Estado nacional, no 
multinacional. Es evidente que el artículo 137 de 
la Constitución configura un Estado compatible 
con las autonomías y las define en este orden: de 
los ayuntamientos, de las provincias y de las re- 
giones autónomas. Pero estamos dentro de un Es- 
tado en el cual todas las autonomías tienen que 
estar armonizadas. 

C m  que fue el señor Pi-Suñer el que dijo que 
nunca se había hablado de autonomías armoniza- 
das. Bueno, si hay algo que la Constitución repita 
a todas horas en los artículos 137 a 139, en los 
144 al 143, en los 150 a 155, es una serie de prin- 
cipios de armonización. Si hay algo que se repita 
justamente en la Constitución, no siempre -y 
ahora volved sobre ello-, quizá con suficiente 
precisión terminológica, es que todas las faculta- 
des sc ejercen en el m a m  de algo: en el m a m  de 
la propia Constitución,.en el de toda la Ley Orgá- 
nica, dice el artículo 149.1.29; en el marco de los 
principios, bases y directrices fijados por Ley es- 
tatal, dice el 150.1, etcétera. En el marco de algo 
se tienen que mover las autonomías, dentro del 
ordenamiento general del Estado. Eso es absolu- 
tamente evidente. 

Pero es que, además, una parte de la discusión 
que aquí ha surgido hoy es, a mi juicio, inncccsa- 
ria e irrelevante como cuestión previa Primero, 
porque aunque nosotros digamos que una Ley es 
orgánica o no, o que lo es en todos su artículos, 
será lo que diga luego el Tribunal Constitucional; 
si él dice que tal artículo no es Ley Orgánica, 
pues muy bien, nosotros cbn eso no prejuzgamos 
nada y, por tanto, nos podemos ahorrar el decir 
que, claro es, los que tengan el derecho con a m -  
glo a los articulos correspondientes de la Consti- 
tución y de la Ley, de llevar este tema al Tribunal 
Constitucional, lo poddn hacer. Ya lo sabemos. 

Pero lo que no tiene duda es que, además, al 
menos en mi opinión -y, naturalmente, esos te- 
mas hay que dejarlos también a la doctrina-, el 
artículo 150.3, al crear las Lcycs de armoniza- 
ción, establece una categoría superior a las mis- 
mas Leyes Orgánicas., Las Leyes Orgánicas ncce- 
sitan solamente una mayoría absoluta del Con- 
grcso. Esta declaración previa de las dos Cámaras 
tal vez esté creando una, pero ya dirá en su día el 
Tribunal Constitucional, que ya ha aludido a 
ello, a mi juicio parcialmente, y lo dirá la doctri- 
na, cuáles son. 

De lo que no hay duda ninguna es de que noso- 
tros debemos entrar en el fondo de la cuestión. 
¿Está el tema de las autonomís suficientemente 
claro y resuelto con el artículo 2.0 del Título 
VIII? ¿Necesita o no, corno hemos aprobado en 
las dos Cámaras, que el uno y el otro se aclaren y 
se complementen? ¿Deben o no las Cámaras pro- 
ceder por el viejo camino de la creación de todo 
derecho, que es «suplendi ve1 comgendi ve1 adju- 
vandb, el que ya está vigente? Pues yo creo que 
es lo segundo y que con ello no hacemos absolu- 
tamente nada malo. 
Y vuelvo a decir. si nos equivocamos, podre- 

mos después corregirlo y podrá el Tribunal Cons- 
titucional medirlo. 

Para terminar, la propuesta de nuestro Grupo 
es que no se devuelva la Ley; segundo, que, con 
respecto a decisiones anteriores de las Cámaras, 
se entienda que aquí hay una base para trabajar; 
tercero, que, naturalmente, no tomemos al pie de 
la letra ni como dogmas los dictámenes de los ex- 
pertos. ¡Naturalmente que no! Ya lo mejoraremos 
aquí. ¿Que en el curso de los debates resulta que 
alguno de estos argumentos nos conducen a cam- 
biar un artículo o a quitarle a ese artículo el ca- 
rácter de Ley Orgánica y pasarlo a otra Ley? Pues 
ya lo veremos. Que trabajen, no dire que con toda 
lentitud, pero sí con toda la intensidad que haga 
falta, la Ponencia y la Comisión, que para eso es- 
tán. 

Por todas estas razones, señor Presidente, seño- 
res comisionados, nosotros no vamos a votar la 
devolución del proyecto, pero sí anunciamos que 
lo enmendaremos, que trabajaremos y que estare- 
mos abiertos a todas las cosas que se han dicho, 
todas muy importantes, y que revelan que en el 
fondo lo que quepmos es, todos juntos, acertar. 

Pero sí quisiera decir una cosa para terminar. 
El consenso es una cosa magnífica, el consenso en 
lo fundamental es necesario para la superviven- 
cia de todo Estado, pero, naturalmente, no es una 
regla diaria de acción. Eso hubo una sola Consti- 
tución que lo intentó proclamar, que fue la Cons- 
titución de Polonia, sabiamente estudiada por 
Rousscau, basada en el aliberum vetos. Cuando 
haya necesidad de llegar a un consenso, lo estu- 
diaremos, p r o  cuando no sea posible, para eso 
están la Constitución y las reglas de mayorías y 
minorías que son propias del régimen parlamen- 
tario y democrático en general.. 

En esc espíritu será nuestro voto, señor Presi- 
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dente y nuestra contribución ulterior a los traba- 
jos. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias. El 
Grupo Socialista del País Vasco tiene la palabra. 

El señor MUGICA HERZOG: Nosotros vamos 
a votar en favor de que no se devuelva el proyecto 
de Ley, para que sigan adelante los debates, y no 
me quiero alargar en manifestaciones porque 
tiempo habrá, si no se devuelve este proyecto de 
Ley, de estudiar pormenorizadamente los artícu- 
los que aquí se han suscitado en un primer aterri- 
zaje. 

Por tanto, la toma de posición de mi Grupo va 
a tener una reflexión política, porque entende- 
mos que aquí lo que se ha hecho fundamental- 
mente es un proceso de intenciones; se ha creado 
una figura maniquea de que la LOAPA perturba 
las Competencias y las facultades de las Comuni- 
dades Autonómicas, de los Estatutos de Autono- 
mía, y creemos que eso no es así. Por tanto, nues- 
tra toma de posición, primero, es contra ese pro- 
ceso de intenciones que se nos quiere hacer, a ve- 
ces de forma harto expresiva. 

Nosotros no asumimos ese proceso de intencio- 
nes y no asumimos esa figura maniqueísta y, den- 
tro de la unidad, asumimos, por el contrario, la 
defensa plena y vigorosa de la autonomía, en este 
caso de la autonomía de Euzkadi. 
Se ha dicho aquí, y es vedad, en el caso de que 

ese proceso de intenciones se revelara verdadero, 
que no lo es, que los más perjudicados serían los 
Estatutos catalán y vasco, y se ha dicho sobre la 
base de que los Estatutos de Autonomía de los di- 
versos pueblos de España han sido abiertos a per- 
tir del impulso inicial de los puelbos catalán y 
vasco. Eso es así, y yo tengo qua recordar que no- 
sotros los socialistas, desde hace mucho tiempo, 
desde años anteriores al actual sistema de liberta- 
des, hemos defendido, conjuntamente con nues- 
tros amigos los nacionalistas vascos -y me refie- 
ro a este Grupo que represento aquí en este mo- 
men- pidiendo reiteradamente, desde el pri- 
mer momento de la transición, antes incluso de 
que se abrieran las Cortes Constituyentes, que se 
restableciera con carácter provisional el Estatuto 
de Autonomía del año 1936 en Euzkadi, como 
los catalanes por su parte, las fuerzas democráti- 
cas catalanas, pidieron que se restableciera el Es- 
tatuto de Autonomía de Cataiuña del año 1932. 

-Si en aquellos momentos por el Gobierno se nos 

hubiera hecho caso, es muy posible que distorsio- 
nes y perturbaciones posteriores hubieran sido 
ahorradas. Pero nosotros no nos arrepentimos en 
ningún momento de haber trenzado, de haber an- 
clado las demandas autonómicas del pueblo vas- 
co en aquella reivindicación de restablecimiento, 
con carácter provisional, del Estatuto de Autono- 
mía del año 1936. 

Afortunadamente, posteriormente la Asam- 
blea de parlamentarios vascos y después el Con- 
grcso de la nación aprobaron, y fueron ratificados 
por el pueblo vasco, así como por el pueblo cata- 
lán, los Estatutgs de Autonomía. Y hay que decir 
que aquellos Estatutos de Autonomía, que tuvie- 
ron una especial tramitación, arrancaban -y en 
eso nos dieron la razón- de nuestras peticiones y 
de aquella legitimidad del Estatuto que con ca- 
rácter provisional pedíamos fuera restablecido. 
Porque así csiá en la Disposición transitoria se- 
gunda de nuestra Constitución, que dice que «Los 
temtorios que en el pasado hubiesen plebiscitado 
afirmativamente proyectos de Estatuto de Auto- 
nomía y cuenten, al tiempo de promulgarse esta 
Constitución...», etcétera. De ahí procedía la iegi- 
timidad de nuestra petición, y da la casualidad de 
que nosotros, los socialistas, hemos defendido el 
Estatuto de Autonomía actual con el mismo vi- 
gor con que defendímos el Estatuto de 1932, co- 
nociendo que este Estatuto de Autonomía es mu- 
cho m á s  claro, rotundo, definido y amplio en sus 
facultades y competencias que el anterior Estatu- 
to. 
Y ahora interviene la LOAPA, sobre estas ba- 

ses que yo quería expresar como una toma de po- 
sición de mi Grupo en esta materia, para tratar de 
contrarrestar ese maniqueísmo, ese proceso de in- 
tenciones. Y la LOAPA surje porque el hecho di- 
ferencial de los pueblos de España rebrota, rena- 
ce, sc extiende, se amplifica; es decir, el centralis- 
mo durente mucho tiempo había cubierto aspira- 
ciones diferenciadoras que no habían conseguido 
encontrar su expresión y que, al socaire del nuevo 
sistema de libertades, hallan su expresión a través 
de los Estatutos de Autonomía que estamos apro- 
bando o en trance de aprobar en esta Cámara. 

¿Qué sucede? ¿Por qué decimos que la LOAPA 
consolida -consolida, no perjudica- la autono- 
mía vasca, así como la autonom'a catalana? Con- 
solida porque surgen recelos, pueden surgir enco- 
nos, pueden brotar agravios comparativos en esta 
recomposición que hacemos a través de esta bús- 
queda, exprcsándolo en lo que llamamos Estado 
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de las Autonomías. Y pueden surgir enconos, 
agravios y diferencias que tratamos de pacificar, 
de distendir. Tratamos de evitar crispaciones y de 
anticiparnos a esas posibles crispaciones, a esas 
tensiones que pueden surgir a través de la LOA- 
PA. 

La LOAPA tiene dos aspectos, y tiene para mí 
el aspecto fundamental no sólo de armonizar, 
sino de consolidar las autonomías; de que las au- 
tonomías no se vean por unos pueblos con res- 
pecto a otros como hechos privilegiados, sino de 
restaurar la confianza en las autonomías y, fun- 
damentalmente, para mí, en este caso, de la auto- 
nomía vasca. 

Quiero decir que la LOAPA restablece esa con- 
fianza; que consolida esa autonomía; que prevé 
agravios, enconos, resentimientos y quiere evitar 
y quiere distender y así lo hemos de contemplar 
en este proceso legislativo en el que estamos. 

Hay dos formas de defender la autonomía: una 
forma que no es consustancial don nuestra mane- 
ra de ser socialista, que es defender la autonomía 
de cada uno lo suyo, con cierta arrogancia, con 
independencia de la intención que se tenga, pero 
con cierta arrogancia en las formas, maneras y 
modos, y eso produce tensiones, crispaciones, 
suscita recelos y eso es malo. Y hay otra forma de 
defender la autonomía, en este caso la autonomía 
vasca, a través de la LOAPA, que es crear con- 
fianza en las Comunidades Autónomas y en las 
facultades y competencias que tengan sin que- 
brantarlas y vulnerarlas. 
Es por eso por lo que nosotros pedimos que la 

LOAPA prosiga, porque es un testimonio de con- 
fianza en las autonomías; porque va a consolidad 
esas autonomías y porque va a libramos de rece- 
los. Es por eso por lo que pedimos que no se de- 
vuelva este proyecto de Ley. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

El señor Lluch, por Socialistcs de Cataluña, 
Múgica. 

tiene la palabra. 

El señor LLUCH 1 MARTIN: Tal como ya se 
ha dicho aquí el tipo de lenguaje ha sido hoy muy 
suave, y uno cada vez que habla en Madrid sobre 
la LOAPA sabe que tiene que escuchar cosas 
muy distintas a las que sc dicen en Cataluña. Así, 
por ejemplo, uno oye que no se está contra la ge- 
neralización del proceso autonómico en España, 
cuando hace justamente siete días, por boca del 

representante de un Partido que ha hablado aquí, 
se decía taxativamente que se estaba en contra de 
la generalización del proceso autonómico. Evi- 
dentemente la eliminación del doble lenguaje se- 
na muy bueno, y sería bueno que el lenguaje a 
utilizar fuese siempre el de Madrid o el que se uti- 
liza en Cataluña, pero uno de los dos. 

Con respecto a los argumentos que aquí se han 
dado en contra de que el proyecto de Ley siga su 
curso en este Congreso de los Diputados tengo 
que decir, con referencia al carácter anticonstitu- 
cional que se ha señalado, que creo que no se si- 
gue con suficiente atención las sentencias del Tri- 
bunal Constitucional, puesto que éste en su sen- 
tencia del 13 de febrero de 198 1 interpreta preci- 
samente el artículo 8 1 de la Constitución, y cuan- 
do en una misma Ley Orgánica concurran mate- 
rias estrictas y materias conexas, hay que afirmar 
que, en principio, éstas también quedarían suje- 
tas al régimen de congelación de rango señalado 
en el artículo 8 1 de la Constitución y que así debe 
ser en defensa de la seguridad jurídica. 

Por tanto, esta sentencia del Tribunal Consti- 
tucional marca ya con toda claridad el que esta 
Ley no es anticonstitucional. Además en el Títu- 
lo 1 del proyecto de Ley sobre el cual se pide, 
equivocadamente a nuestro entender, la devolu- 
ción al Gobierno, existen diversas sentencias del 
Tribunal Constitucional que demuestran que 
todo el primer Título de la LOAPA, el Título 1 de 
disposiciones generales, está perfectamente de 
acuerdo con el espíritu del Tribunal Constitucio- 
nal. Así, por ejemplo, el artículo 2.0 casa perfec- 
tamente con la sentencia al recurso de inconstitu- 
cional contra la Ley del Parlamento catalán sobre 
Diputaciones Provinciales, que tuvo sentencia el 
28 de julio de 1981. Un párrafo esencial dice: 
«Las Cortes deberán establecer qué es lo que haya 
de entenderse por bhico, y en caso necesario será 
este Tribunal el competente para decidirlo en su 
calidad de intérprete supremo de la Constitu- 
ción». De esta manera queda incorporado en el 
artículo 2." el sentido de que las Cortes son las 
que lo deben señalar. Y si se lee el artículo 2.0 en 
su apartado 2 vemos que dice: «las bases que en 
cada caso establezca la legislación estatal no po- 
drá reservar al Gobierno poder reglamentario y 
de ejecución como norma general» y a continua- 
ción señala excepciones. Lo mismo sucede con el 
artículo 4." que cs tambiCn sujeto de una senten- 
cia del Tribunal Constitucional que se presentó 
contra la constitucionalidad de la Lcy Orgánica 
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del Estatuto de Centros Docentes, donde se dice: 
«Si las Comunidades Autónomas legislasen sobre 
tales materias conexas, por ser de su competencia 
sus respectivos preceptos, no derogarían a las co- 
rrespondientes de la h y  Orgánica», es decir, de 
la legislación estatal, asino que se aplicarían en 
cada Comunidad con preferencia a éstos, y sólo 
en tal sentido podría decirse que los modificarían 
o sustituirían como de hecho aplicable con carác- 
ter preferente». 

Por otro lado, con respecto al Título 1, quiero 
decir que me parece equivocada la idea de pre- 
sentar este proyecto de Ley, como han hecho to- 
dos los Grupos que han presentado enmiendas a 
la totalidad, como una Ley que tuviese un carác- 
ter sagrado, una Ley que se presenta aquí no 
como un proyecto, sino como una Ley; y hay que 
recordar que es un proyecto y, por tanto, perfec- 
cionable. En ese sentido, Socialistas de Cataluña, 
o Socialistes de Cataíunya, se ha presentado 
siempre como un Grupo claramente perfecciona- 
dor de esta Ley, lo que en terminolOgía de iz- 
quierdas podríamos decir como un Grupo clara- 
mente reformista. Así anunciamos ya en el Parla- 
mento de Cataluña cuáles eran los puntos por los 
cuales, admitiendo el conjunto de la Ley y la con- 
veniecia política & la misma, era necesario per- 
f&onaría. Hay que decir que estos puntos en el 
trabajo de la Comisión, que nosotros queremos 
profundo y rápido, esperamos quedarán incorpo- 
rados. 
Es evidente que en la explicación que, por 

ejemplo, algún Grupo ha hecho por escrito en la 
enmienda a la totalidad, y que no he escuchado 
que lo dijera ahora oralmente, tiene razón por 
ejemplo cuando se dice que se olvida la Disposi- 
ción adicional primera de la Constitución, que 
hace referencia a las Diputaciones forales, que es 
algo que hay que incorporar. O bien que en el ar- 
tículo 4.0 el «en todo caso» hay que sustituirlo 
por e n  caso de conflicto». Pero esto es entrar ya 
en otra vía que es la de la Ponencia y me parece 
que en muchas de las intervenciones que he escu- 
chado se han unido a puntos muy generales, muy 
genéricos de ataques globales, a cuestiones muy 
concretas en las cuales el témino perfección pue- 
de tener su salida más clara. 

Quema decir que en estos ataques generales se 
han olvidado algunos puntos que, al menos dcsdc 
la perspectiva de cómo entendemos desde Cata- 
luña la autonomía, son claramente positivos y 
que están claramente inscritos en la LOAPA. Por 

ejemplo, el artículo 15.2 dice: «El Estado no po- 
drá transferir o delegar dindamente sus compe- 
tencias a las Diputaciones Provinciales» y hace 
una exdépción con el Servicio de Recaudación de 
Tributos que es algo cedido desde el año 1942, lo 
que significa algo que es una vieja aspiración en 
Cataíuña que ahora, gracias a esta Ley, va a tener 
una plasmación. Es decir, que el Estado central 
no podrá dar la vuelta a las Comunidades Autó- 
nomas transftriendo o delegando competencias a 
las Diputaciones provinciales, lo que en algunas 
ocasiones había aparecido como un temor, inclu- 
so expresado por un político cuyo nombre se ha 
repetido aquí en diversas ocasiones. 

Asimismo hay que decir que el artículo 3." de 
esta Ley Orgánica es una clarificación e incluso 
una expansión con respecto al Estatuto de Cata- 
luña. Por tanto, me parece que también hay que 
señalar que en esta Ley hay aspectos claramente 
positivos. 
Y termino refiriéndome solamente al Título 

111, que es un Título que tiene un contenido bási- 
camente económico. Me parece que decir que no 
es orgánico es olvidar el contenido del artículo 
139, que no voy a leer porque ya ha sido citado. 
Me parece que es un Título que desde Cataluña 
ha sido siempre contemplado de una manera po- 
sitiva, puesto que desde Cataluña se ha tenido 
bastante que ver con la unidad económica del 
mercado español y, por tanto, es un Título que 
enmarca perfectamente con una tradición reivin- 
dicativa y una visión de lo que es Cataluña dentro 
de España. 

En resumen, nosotros pensamos que esta Ley 
es en general positiva; que es perf'onable, que 
estas perfecciones que hemos defendido en el 
Parlamento de Cataluña las continuaremos de- 
fendiendo aquí, y volvemos a decir lo mismo que 
ha dicho hace pocos días Joan Raventós en Cata- 
luña: UNO queremos que esta Ley sea manipulada 
por ciertos Grupos hasta empezar a romper la 
convivencia civil en Cata íuh ,  porque lo cierto 
es que, desgraciadamente, de una manera querida 
o no, sc ha empezado a romper en las últimas se- 
manas. 

El seflor PRESIDENTE Gracias, señor Lluch. 
Por el Grupo Sacialista del Congreso, la señora 

izquierdo tiene la palabra. 

La señora UQUERDO ROJO Señor Presi- 
dente, lamentando la hora en la que tenemos que 
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intervenir, y en nombre del Grupo Parlamentario 
Socialista, trataré de ser lo más breve posible, aun 
cuando soy consciente de que la materia de la que 
debo de tratar es dificil y compleja. 
Los socialistas marcamos nuestra posición en 

este momento del debate de la LOAPA, y quiero 
dejar expresado muy claramente que partimos de 
una posición constructiva, altamente constructi- 
va, porque de eso se debe de tratar cuando lo que 
estamos realizando, con nuestra voluntad, es la 
construcción del Estado de las autonomías, aún 
por hacer, y que dificilmente sena posible cons- 
truir sin el apoyo de los demócratas y autonomis- 
tas de este país, con un especial rigor hacia el tex- 
to de la Ley y con una actitud abierta y flexible. 
Rigor hacia el texto de la Ley porque creemos 
que es necesario. Se dicen muchas cosas sobre la 
LOAPA, pero se dicen, efectivamente, muchas 
menos cosas sobre el texto de la LOAPA. 

Aquí, y en este mismo debate, hemos visto an- 
teriormente cómo se partía de un presupuesto ab- 
solutamente falso, un presupuesto inventado gra- 
tuitamente y que se enarbola constantemente en 
las declaraciones. Se dice por parte de algunos 
parlamentarios que la LOAPA modifica los Esta- 
tutos; presupuesto, insisto, absolutamente falso. 
No es el instrumento hábil, pero desde el mo- 
mento en que se hace un falso montaje sobre esta 
afirmación, asistimos a disquisiciones diversas 
que no tienen ninguna base. Yo diría, señonas, 
que debemos darnos cuenta de que en el momen- 
to en que partimos de que ese supuesto es falso, 
como así lo es, puesto que no lo permite la Cons- 
titución (la LOAPA no es un instrumento hábil 
que pueda modificar en ningún momento los Es- 
tatutos; otras son las formas de modificación de 
los Estatutos), en el momento, digo, en el que se 
partc de que no existe tal construcción, se que& 
sin cimientos y el edificio se desmorona. 
Nosotros consideramos que es importante 

mantenernos con un rigor al texto de la Ley, so- 
bre lo que la LOAPA dice y no sobre lo que la 
LOAPA se supone que dice. Desde esa perspecti- 
va, quizá el debate en este momento se centra so- 
bre el carácter orgánico y armonizacbr de la 
LOAPA. 

Ciertamente, noaotto8 consideramos que la 
Ley Orgánica de Armonización del Proceso Au- 
tonómico es una Ley de carácter heterogéneo; es 
una Ley que abarca contenidos diferentes, porque 
su objetivo ha sido dar tratamiento a los proble- 
mas más importantes que suscita la tmsforma- 

ción del Estado, y son vanos y diversos estos pro- 
blemas. Queda puesta de manifiesto la naturaleza 
heterogtnea de la Ley. 
No estamos, en efecto, ante una Ley uniforme. 

Y esta Ley tiene preceptos de carácter armoniza- 
dor, en efecto, tiene preceptos de carácter orgáni- 
co y tiene algunos preceptos que, a nuestro juicio, 
no tienen ese carácter orgánico, sino que son pro- 
pios de una Ley Ordinaria. Por razón de esta mis- 
ma heterogeneidad, es dificil afirmar, desde nues- 
tro punto de vista, que todo el texto, sin excepcio- 
nar ninguno de sus preceptos, deba tener carácter 
de Ley Orgánica. Sí puede afirmarse, sin embar- 
go, que la mayona de las materias reguladas en la 
misma están reservadas en la Constitución a una 
norma de tal carácter. Y siendo así, no es bueno, 
en política legislativa, separar de un texto los 
contenidos posiblemente no orgánicos; bien al 
contrario, es preferible, desde nuestro punto de 
vista, que el legislador apruebe el texto con las 
máximas garantías formales, esto es, aprobándolo 
en su totalidad como Ley Orginica, sin perjuicio 
de que en el futuro pueda considerarse degrada- 
da, a efectos de su modificación, como simple 
Ley ordinaria aquella parte de la norma cuyo ca- 
rácter orgánico sea dificil apoyar en preceptos 
constitucionalmente expresos. 

Esta es, a fin de cuentas, la tesis que ha sosteni- 
do el Tribunal Constitucional en su sentencia de 
13 de febrem de 198 1 y que, a nuestro juicio, re- 
suelve con facilidad un problema arduo como es 
el deslindar los preceptos orgánicos y no orgáni- 
cos de cada Ley al ser aprobada en las Cortes. 

El texto actual de la LOAPA, a nuestro juicio, 
tiene un carácter eminentemente orgánico y ello 
por varias razones. En primer lugar, porque se 
aborda la problemática de la distribución de 
competencias entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas, y esto quuia reservado en la Consti- 
tución a materia dc Ley OrgBnica, no sólo por lo 
previsto en el artículo 8 1 de la Constitución, sino 
por lo previsto en los artículos 150.2 y en el 
150.3, y tambitn porque se mula en ella la pro- 
pia disciplina legal de leyes de armonización y 
Leyes OrgBnicas, regulación que para obtenerla 
efcctivamente, precisa ser dotada, cuando menos, 
del propio de Ley O&ica. También, por- 
que en la LOAPA se explicitan contenidos del ar- 
tículo 150.2 de ia Constitución y este artículo 
sólo permite ser desarrollado mediante Leyes Or- 
gánicas. Y porque en ella se aborda la aplicación 
efectiva de los principios de igualdad y solidari- 
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dad, regulación que, de acuerdo con lo estableci- 
do en el artículo 149.1 y 14 de la Constitución, en 
relación con el artículo 8 1 de la misma, debe ser 
objeto de Ley Orgánica. 

A nuestro juicio queda, pues, claro que esta- 
mos ante una Ley que debe ser orgánica y debe 
ser también de armonización. ¿Por qué no, si así 
lo permite la Constitución en el artículo 150.3 y 
cuando, como se ha debatido también en la Cá- 
mara reiteradamente, esa armonización puede es- 
tablecerse previamente puesto que se trata de es- 
tablecer unos principios y es bueno a la hora de 
construir todo un edificio autonómico que los 
conflictos se prevean y, asimismo, sus soluciones, 
de manera que se aborde lo que la LOAPA pre- 
tende? 
La LOAPA es una Ley pecesana, como se ha 

dicho reiteradamente por los distintos portavoces 
de los Grupos Parlamentarios. Sobre todo, la 
LOAPA es una Ley que avanza en las autono- 
mías porque hace posible que discurran bajo una 
coherencia, porque hace y garantiza una unidad y 
una coherencia del sistema autonómico. Desde 
nuestro punto de vista, nada más alejado que la 
concepción de las Autonomías como constante 
conflicto, como confusión. Las autonomías exi- 
gen una armonía entre sí y eso es, precisamente, 
lo que pretende esta Ley. 
Yo no estoy de acuerdo con que puedan consi- 

derarse perjudicadas algunas Comunidades por- 
que haya tenido lugar la generalización del pro- 
ceso autonómico. Pero, además, salgo al paso de 
alguna confusión porque la generalización del 
proceso autonómico no es aigo que se haya for- 
mulado a partir de la LOAPA, es algo que ha na- 
cido de la propia voluntad de los diferentes pue- 
blos de España que, de acuerdo con la Constitu- 
ción, han iniciado sus procesos autonómicos. 

No puede decirse que ninguna Comunidad sea 
perjudicada por la generalización del proceso au- 
tonómico. No puede decirse, en ningún momen- 
to, que la personalidad de los pueblos que& per- 
judicada por el hecho de que otros pueblos pue- 
dan tener acceso a la autonomía. Muy por el con- 
trario, nosotros pensamos que no hay nada que 
asegure más y fortalezca los procesos autonómi- 
cos todos, la solidez de las Comunidades Autóno- 
mas todas, que la generalización del proce%o au- 
tonómico. Y de ello ha dado buenas muertras 
nuestra Historia de España, haciendo ver d m o  la 
autonomía aislada era una autonomía débil. 

Se ha dicho que los partidos firmantes de los 

acuerdos autonómicos han iniciado un mal cami- 
no. Yo creo, por el contrario, que se está demos- 
trando constantemente que los acuerdos autonó- 
micos son un buen camino; son un proyecto via- 
ble para la construcción del Estado de las Auto- 
nomías. Sin embargo, lo que sí se ha demostrado, 
y la experiencia posconstitucional es reveladora 
al respecto, es que el desacuerdo no era un buen 
camino; que no era tampoco un buen camino la 
improvisación; que el Estado de las Autonomías 
no puede hacerse por aproximaciones. 
Y aquí se han traído a colación algunas refe- 

rencias, que efectivamente me parecen positivas, 
a la experiencia de 193 1. Pero yo creo que no po- 
demos prescindir de otras. Uno de los defectos de 
la Constitución de 193 1, que señala don Niceto 
Alcalá-Zamora, precisamente se refiere al hecho 
de no haber previsto que todo el edificio autonó- 
mico no podría ser construido con la sola ayuda 
de los Estatutos de Autonomía y de la Constitu- 
ción. Decía exactamente don Niceto Alcalá- 
Zamora que no se había calculado en la Constitu- 
ción (se refiere a la de 1931) ni se había querido 
remediar en los Estatutos la repercusión inevita- 
ble del principio admitido: el de la autonomía. 
La LOAPA no es una Ley que esté en medio de 

la Constitución y los Estatutos de Autonomía; la 
LOAPA es una Ley como otras muchas que de- 
berán existir en el futuro, una Ley que asegura el 
proceso autonómico y que no debe de considerar- 
se en medio, sino como una Ley que avanza di- 
chos procesos. 

Se vuelve constantemente a la alusión sobre la 
conveniencia o no de la existencia de una comi- 
sión de expertos. Yo creo que no es necesario en- 
trar a señalar, una y otra vez, que así lo han hecha 
todos los paises que han reformado su Estado. 
Pero lo que sí sería conveniente, señorías, es que 
fuéramos exactos en citas. Las referencias al ar- 
tículo 4.0 de la MAPA se enuncian, pero no se 
enuncian en su totaiidad. Se hace uso de ellas, se 
habla de la preferencia del derecho de Estado, 
pero se Ice -ente, y no se dice que en este 
articulo 4.0, la LOAPA se está refiriendo a las 
competencias exclusivas del Estado, dentro de las 
competencias que la Constitución le reconme y 
le reserva, dentro del artícUio 149.1. 
Yo crea, señorías, que es pncisa la máxima se- 

riedad y que todo hay que decirlo. Yo creo que se 
debe de exigir la máxima seriedad en alguna de 
las citas. No me parecc realmente serio que se ci- 
ten declaraciones que, por lo demás, no se han 
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hecho nunda, atribuidas a Felipe Gondlez o a 
otros miembros del Grupo Parlamentario Socia- 
lista, sesgando, y yo crco que tegiversando, el sen- 
tido del debate. No me parece serio simplemente 
porque estas citas no vienen avaladas por quienes 
las han formulado. No se puede, refiriéndonos a 
la prioridad del Derecho estatal, aludir o traer 
aquí a colación los debates constitucionales, por- 
que se están refiriendo, como decía realmente el 
señor Roca, al artículo 149,3, pero es que ese no 
es el supuesto del articulo 4." de la LOAPA. No 
es ese el supuesto; las citas no están ni serían ava- 
ladas por quienes las han formulado y, por tanto, 
yo creo que no es seno traerlas aquí. 

Se dice también, porque los ataques a la LOA- 
PA son varios y desde diferentes frentes, que la 
LOAPA pretende una mera descentralización y 
que lo que hace es evitar que el Estado sea un Es- 
tado autonómico. Pues bien, yo creo lo contrario. 
Yo creo que la necesidad de armonizar surge pre- 
cisamente de un reconocimiento inequívoco de la 
autonomía política. Si lo que estuvierámos ha- 
ciendo, señorías, fuera un régimen de descentrali- 
zación administrativa, la decisión política no se- 
ría autónoma, la potestad legislativa no sería au- 
tónoma y, por tanto, no habría nada que armoni- 
zar. Pero precisamente, puesto que el Estado sus- 
cita la necesidad de una coherencia intema en su 
sistema -y eso es lo que se hace cuando habla- 
mos de armonización y coordinación-, entonces 
sí, porque existe una autonomía política, es nece- 
saria realmente una armonización. En conse- 
cuencia, la armonización es una de las garantías 
de que estamos haciendo un Estado autonómico 
con autonomía política y no otra cosa. 

Se intenta involucrar en la LOAPA todo tipo 
de asp&tos &nos a esta Ley. Yo creo, señorías, 
que sc están creando problemas artificiales en 
tomo a la LOAPA, que se está utilizando la 
LOAPA como una pantalla para ocultar lo que 
son nalmente los problemas %de los Gobiernos 
autonómicos y lo que son también los problemas 
del pueblo. 

Cuanáo alguno de los portavoces seflaia que 
actúa corno parte de un pueblo, yo recuerdo que, 
en efecto, debemos de actuar en defensa de la 
LOAPA como parte de un pueblo; pero también 
como par&c del conjunto único de todos los pue- 
blos de España, tal como señala el artículo 2.0 de 
la Constitución, en perfecta autonomía y solida- 
ridad. 
Se habla de los vicios constitucionales e in- 

constitucionales. Yo creo que la LOAPA (que 
además, paradójicamente, resulta que es tachada 
de inconstitucional por quienes más recelos tie- 
nen hacia nuestra Constitución) defiende la 
Constitución abiertamente. Defiende una inter- 
pretación de la Constitución en todo el Estado, y 
yo creo, señorías, que esto es beneficioso para to- 
dos. 

Sin embargo, no siempre puede decirse lo mis- 
mo de los detractores de esta Ley. Para algunos, 
la Única virtualidad de nuestra Constitución ha 
sido hacer posible los Estatutos de Autonomía, de 
tal suerte que, aprobados los Estatutos de Auto- 
nomía, ésa sería la Única Ley que debería regir en 
algunos territorios. Nosotros consideramos que 
muchos de los ataques que se están haciendo a la 
LOAPA son, en realidad, ataques a la Constitu- 
ción, que reserva unas competencias exclusivas 
del Estado. Después de aprobada esta Ley, aprué- 
bese o no con el texto que actualmente tiene, ten- 
dremos unas competencias exclusivas de las Co- 
munidades Autónomas, las mismas que en este 
momento tienen y no estoy en absoluto de acuer- 
do con quienes han manifestado que las compe- 
tencias exclusivas del Estatuto vasco iban a que- 
dar vulneradas en ninguno de sus aspectos. b 
LOAPA no incide, porque no puede incidir; el 
Estatuto de Autonomia de Euskadi tendrá com- 
petencias exclusivas ahora y siempre, porque así 
se lo reconoce su Estatuto, pero, sin embargo, 
evidentemente, la Constitucion, con sus compe- 
tencias exclusivas también, tiene que tener una 
Única interpretación en todo el Estado. Esta ga- 
rantía interpretativa de la Constitución, esta uni- 
dad interpretativa de la Constitución, esta uni- 
dad, partiendo de la composición autonómica, es 
la que avala y la que defiende la LOAPA. 

Desde esta posición, señorías, y teniendo en 
cuenta que, en efecio, el texto que tenemos ante 
nosotros coincide con las sentencias del Tribunal 
Constitucional, lo que no se entiende es cómo 
siendo estas sentencias del Tribunal Constitucio- 
nal exactamente así, ustedes, señores enmendan- 
tes, están en contra de esos artículos de la LOA- 
PA y dicen coincidir cop las sentencias del Tribu- 
nal Constitucional. M e  esta posición, nosotros 
creemos, por tanto, que estamos ante una Ley 
buena para las autonomías, una Ley que, sin em- 
bargo, nosotros no sacdizamos en el texto. 
Es curioso observar, y yo aquí hago también 

una llamada a la coherencia, Cómo quienes hoy 
dicen que están di$puestos a renegociar, cuando 
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tenían lugar los acuerdos autonómicos decían 
que los debates debían de realizarse en el Parla- 
mento. Cuando los acuerdos se celebraban fuera 
del Parlamento, ustedes exigían los debates en el 
Parlamento y nosotros decíamos que, en su lugar 
y en su momento, en los debates de la Ley, esta- 
ríamos unidos en el Parlamento. Hoy, en el Par- 
lamento y ante un debate parlamentario, parece 
que exigen aperturas de renegociaciones al mar- 
gen del Parlamento. Nosotros creemos que ahora 
ha llegado el momento de estos debates, y afron- 
tamos este debate desde una actitud flexible, sin 
intentar sacralizar ningún texto, con la considera- 
ción de que esta Ley es perfectible, como todas. 

Parece que a la LOAPA se le ha pedido lo que 
no se le pide a ninguna Ley; que antes de que sea 
debatida en el seno del Parlamento sea una Ley 
perfecta. Nuestra posición es sólida en los obkti- 
vos de la Ley, porque es necesaria una Ley que 
armonice todo el sistema autonómico, el de todas 
las autonomías, que garantice unos mínimos bá- 
sicos y que no impida los máximos techos para 
aquellas autonomías que así lo exijan. Si hoy em- 
pezamos esta tarea, consideramos que es una ta- 
rea importante, dificil y la afrontamos, corno de- 
cía en un principio, desde un espíritu constructi- 
vo, con una actitud abierta, flexible y con el deseo 
de que e1 resultado final sea el que debe ser, la 
obra bien hecha. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Rogaría que ahora los 
enmendantes, administrándose en común el 
tiempo posible para terminar con eficacia la se- 
sión, produjeran sus intervenciones. 

El señor Roca tiene la palabra. 

El señor ROCA JüNYENT: Señor Presidente, 
administraré el tiempo lo mejor que pueda, pero 
es que, claro, aquí hasta ahora íbamos bien, se ha- 
bía dicho lo que conocíamos y ya está, pero la Úl- 
tima intervención ha sido, realmente, yo no lo 
quiera ocultar, lamentable, y en su parte final ab- 
solutamente ofensiva. 

Empiezo, por tanto, por lo que no es ofensivo. 
Señor Reo], si además de o&nica y de armoniza- 
cibn es de bases e interpretativa; si además resul- 
ta, a raíz de otra intervención, que es una Ley ge- 
nerosa, sugiero como denominación de lo que es- 
tamos haciendo la siguiente: Ley Orgánica de Ar- 
monización Generosa de las Bases Interpretativas 

del Proceso Autonómico, porque ya no nos cabe 
más. (Risas.) 

Segundo punto. No confundamos las cosas, us- 
ted ha citado sentencias, por ejemplo, a través de 
o t m  intervinientes, de la Ley de Régimen Local, 
la sentencia del Tribunal Constitucional en ma- 
teria de dgimen local, o la sentencia en materia 
de Cajas de Ahorro. La sentencia del Tribunal 
Constitucional en materia de la Ley de Bases de 
Régimen Local es esto, Ley de Bases de Régimen 
Local, y, por tanto, lo que está diciendo es en 
aquellas materias en las que se da la competencia 
básica del Estado y las Comunidades Autónomas 
tienen una competencia de desarrollo; no está es- 
tablecido, en ningún caso, este precepto en rela- 
ción con competencias exclusivas, y en las Cajas 
de Ahorro, sentencia reciente del Tribunal Cons- 
titucional, se da en unas materias en las que, en 
algunos Estatutos, y, concretamente, por ejem- 
plo, en el Estatuto catalán, el tema de las Cajas de 
Ahorro figura muy especificamente delimitado, 
de tal manera que, a nuestro entender, era obvio 
que el Estado podía regular algunas de estas cues- 
tiones por la vía reglamentaria, y así nosotros lo 
convinimos y aceptamos. Por tanto, esto no vale. 

Si estuviera el señor Fraga le diría que traslada- 
ré gustosamente a don Gregono Peces-Barba sus 
observaciones sobre los temas de Mesopotamia, 
porque era él el que había citado Asiria y Babilo- 
nia y lo del bando del Alcalde se lo trasladaré a él 
para que tome nota. 

Unos puntos antes de la última intervención. Si 
tanto inteks había de perfeccionar la LOAPA, si 
tanta voluntad de perfectibilidad existía, alguien 
nos deberá explicar por qué no se ha presentado 
ninguna enmienda por parte de los partidos con- 
certantes. Si hay perfecciones en la LOAPA, será 
porque se han introducido unas enmiendas por 
los partidos que no estaban de acuerdo, porque si 
no hubiese atas enmiendas multa que aquí ya se 
habria terminado todo. Por tanto, las enmiendas 
de los Grupos que estan disconformes son las que 
inician y pemiten el debate pariameniario que 
hará,posible,cn todo caso, esa perfectiirilidad. 

A la invocación realizada sobre el tema de que 
hay una sentencia del Tribunal €onstitucional en 
makna de Diputacio~es en la que se señala que 
el alcance de las Leyes de Bases, de la legislación 
básica, de las normas debe estar seitahdq sí, pero 
es que se ha citado y se ha leído, y lo que dice 
concretamente es «por las Cortes», lo que no 
dice, en ningún modo el Tribunal Constitucional 
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es que ato lo debe citar, lo deba desarrollar o lo 
deba llenar el Ejecutivo, y lo que dice, precisa- 
mente, cs que quien dubc de establecer el alcance 
de las Leyes de Bases son las Cortes, M), en todo 
caso, la potestad rcgiamentaria del Gobierno, que 
es lo que se está discutiendo. 

No queremos aquí romper ninguna conviven- 
cia en ni- sitio. En este sentido, la íiltima in- 
tervención ha sido, realmente, ddortunada, y 
sirve más para romper que para nada. Pero lo que 
quiero significar es que si queremos realmente 
hacer un gran esfueizo por la convivencia civil en 
toda España, yo me subo inmediatamente a un 
carro, que consiste en que por nuestra parte deja- 
mos d d e  hoy mismo de hacer cualquier tipo de 
oposición a la LOAPA. Señor Presidente, es us- 
ted testigo de excepción de este ofrecimiento: 
dejo de hacer hoy mismo cualquier tipo de oposi- 
ción a la LOAPA, pido simplemente, por ejem- 
plo, en contraprestación, que los autores de la 
LOAPA la retiren. Cada uno tiene en su bando 
una contraposición en la vida, y habríamos hecho 
un gran favor a la convivencia civil. 

Realmente, la intervención de la representante 
del Partido Socialista ha tenido un ucrtscendom. 
Yo iba notando lo de la máxima seriedad, articu- 
lo 4.0, entonces decía que sc tiene que leer todo, 
porque se cita el articulo 149.1 de la Constitu- 
ción, que son las competencias exclusivas del Es- 
tado. Ella sabe que esto no es verdad, porque den- 
tro del artículo 149.1, como dice la propia doctri- 
na de manera unánime, están las competencias 
exclusivas del Estado, pero hay unos «sin pejui- 
ciw que salvan, por tanto, las competencias que 
pueden ser de las Comunidades Autónomas; y, 
por el contrario, el artículo 4.0 de la LOAPA 
menciona exclusivamente el artkulo 149.1, con 
lo cual todas las competencias que ahí sc mencio- 
nan, sean del Estado o sean de las Comunidades 
Autónomas, vendrían en aquel caso sujetas a esta 
prioridad. 

Quiero decirle que en cuanto a las interpreta- 
ciones & de dcclaraciones, yo las Únicas 
declaraciones que he citado de su Secretario ge- 
neral, Felipe G o d e z ,  las hice en el dominical 
del «El Periódicu~, a grandes titulam de dos ho- 
jas, en las que deda que si la LOAPA no existie- 
ra, debería inventarse. Esto es absolutamente lite- 
ral tal como fígura allí. 
Yo no habría intervenido para decir todo esto, 

&or Presidente. Yo he intervenido para decirle 
que es abmlutamente ofensivo que se diga que los 

Partidos o Grupos que Cstan hoy atacando a la 
LOAPA y acusándola de anticonstitucional son 
los que más ncelos tienen frente a la Constitu- 
ción, y esto ea Wso. Esto pido, incluso, que se 
rectifique, porque cs ofensivo. Nosotros no tene- 
mos ningún recelo h t e  a la Constitución, y na- 
die en esta Cámara podrá presentar mayores acti- 
vos en favor de la defensa de la Constitución que 
el que habla en este momento. Nadie podrá pre- 
sentar mb ,  podrá presentar tanto, pero más no. 
Por tanto, decir en este momento que hay recelos 
es ofensivo y pido que csta frase se rectifique. No- 
sotros estamos a favor de La defensa de la Consti- 
tución, y creemos honestamente que la LOAPA 
altera la Constitución; lo defendemos, y ya vere- 
mos luego quién tiene r d n .  Si es necesario recti- 
ficaremos, pero que en este momento sc diga que 
esto responde a un proceso de recelos, a un proce- 
so de desconfianza ante la propia Constitución, es 
ofensivo. 

Se indica que todo lo que dice la LOAPA ya lo 
está diciendo el Tribunal Constitucional. Enton- 
ces, señor Presidente, la LOAPA sobra. Si resulta 
que el Tribunal Constitucional ya está diciendo 
lo mismo que la LOAPA, lo que podemos hacer 
es respetar el Tribunal Constitucional y archivar 
la LOAPA. No tiene sentido hacer una Ley para 
decir lo que ya está diciendo el Tribunal Consti- 
tucional. Respetamos las instituciones constitu- 
cionales. No tiene sentido decir esto. 

Tampoco se puede venir aquí a decir que para 
algunos partidos, y supongo que con esto aludía 
al nuestro, esto cs una pantalla o cortina de humo 
para ocultar nuestros problemas dentro de nues- 
tro Gobierno autonómico. Lo que yo le puedo 
decir es que gustosamente renunciaríamos a esta 
pantalla y a esta cortina de humo, y lo mejor que 
pueden hacer es mirar la LOAPA y nos queda- 
mos desarmados ante el fracaso estrepitoso que se 
pretende denunciar de nuestra gestión. Sena la 
mejor manera de denunciarlo; pero, señor Presi- 
dente, lo que no8otto5 no podemos aceptar es que 
nos quiera colocar, como ya intuía y he dicho en 
mi primera intervención, a los que estamos en 
contra de la LONA como personas que no que- 
remos respetar o que recelamos de la Constitu- 
ción Nosotros somos los primeros defensores de 
la Constitución. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 
ROCa. 
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Tiene la palabra don Marcos Vizcaya. 

El señor VIZCAYA RETANA. Señor Prcsi- 
dente, señorÍas, muy brevemente, en primer lu- 
gar, para apoyar sin paliativos las palabras de mi 
compañero cnmcndank, Miguel Roca, en la me- 
dida que las intervenciones de los Grupos que 
apoyan la L O N A  han provocado en este Dipu- 
tado los mismos sentimientos de reacción y de 
respuesta que ha manifestado el señor Roca. 

No obstante, haré algunas precisiones esw'fi- 
cas a las diferentes intervenciones que han tenido 
lugar en contestadn a las enmiendas a la totaíi- 
dad. Lo que sí quiero decir previamente es que 
me he sentido defraudado, en la medida que el 
debate en su profundidad, a la hora de contestar a 
los argumentos que hemos querido presentar 
como serios, se hayan ventilado, se hayan despa- 
chado con cuatro o cinco afirmaciones sin ningún 
fundamento. Porque el acudir, como decía ahora 
el seiíor Roca, al Tribunal Constitucional como 
apoyatura para la mayoría de los artículos de la 
LOAPA, además de demostrar lo que yo decía al 
principio de mi intervención, lo inncoesario de la 
LOAPA, lo que hacen es mostrar una interpreta- 
ción sesgada, auttnticamente tergiversadora de lo 
que decía el Tribunal Constitucional. Me estoy 
refiriendo, por ejemplo, al concepto de Ley de 
Bases, al concepto, o al contenido de lo que pue- 
de ser una Ley O*ica; porque cuando el Tri- 
bunal Constitucional habla de materias conexas, 
siempre está hablando de materias conexas con 
un núcleo esencial, comprendido en el articulo 
8 1 como materialmente susceptible de b y  O&- 
nica y, sin embargo, la Ley que es la ordenación 
del proceso autonómico, no está en el articulo 8 1, 
ni tiene nada que ver con los derechos y libcrta- 
des del Título 1, que sí sería objeto de Ley Orgáni- 
ca. El núcleo esencial que puede permitir que 
haya materias conexas debe ser de los que clara- 
mente señala el artículo 8 1 como susceptibles de 
Ley Orgánica. 

En segundo lugar, se dice y se reitera por los di- 
versos ponentes o prcintervinientes, que la LOA- 
PA no modifica los Estatutos, porque no lo puede 
hacer, y dicen que no lo puede hacer porque la 
Constitución lo prohibe. Pero es que yo he parti- 
do en mi tesis, en mi análisis, de que precisamen- 
te los firmantes de los pactos lo que han hecho ha 
sido violar la Constitución. Por tanto, este argu- 
mento cae por su propia base, porque, clero, si 
me dicen a mí que no modifica el Estatuto, cuan- 

do yo tengo el artículo 10, por ejemplo, del Esta- 
tuto de Autonomía Vasco, que en su número 2 1 
dice que non competencias exclusivas de la Co- 
muniád  Autónoma Vasca las Cámaras Agrarias, 
de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, a m a -  
ras de Comercio, Industria y Navegación, y, sin 
embargo, tengo un artículo 2 1 de la LOAPA que 
me dice que sobre estas corporaciones, las Comu- 
nidades Autónomas sólo tienen el desarrollo Ie- 
gislativo, o que tendrán que respetar los princi- 
pios y normas, etcétera, que dicte el Estado, me 
estan convirtiendo materialmente una competen- 
cia exclusiva de plena capacidad legislativa en 
competencia de desarrollo legislativo, en una ca- 
pacidad concurrente. Señorías, me están modifi- 
cando el Estatuto. Y no basta decir, como el se- 
ñor Lluch, que se introducid el respeto a los de- 
rechos históricos forales. Solamente la violación 
que esta Ley, en las relaciones Comunidad Autó- 
noma-Diputaciones de la Disposición adicional 
primera de la Constitución, suponía que ampara- 
ba y respetaba los derechos históricos forales, ya 
era motivo suficiente par presentar una enmienda 
a la totalidad, porque estaba violando la Disposi- 
ción adicional primera de la Constitución. 

Nosotros, en Euskadi, no estamos haciendo 
ninguna LOAPA vasca, estamos, simplemente, 
intentando dotar a la Comunidad Autónoma vas- 
ca de un especie de Constitución, a la vista o al 
amparo del Estatuto de Autonomía y de la Cons- 
titución del Estado. ¿Por quC? Porque es un pa's 
que surge, organizativamente hablando, adminis- 
trativamente hablando, del Estatuto, hay que 
atemperar las facultades, ias competencias, pero 
aquí no existe, en la Comunidad Autónoma vas- 
ca, una Constitución o un Estatuto que ya dé el 
problema solucionado. En este supuesto, seño- 
rías, yo rechazo completamente esta afirmación, 
aparte de que no aporta nada al debate; simple- 
mente ha sido una afirmación que, diríamos, so- 
braba. 

Se dice que el articulo 4.0 no establece una pn-  
Valencia absoluta del Derecho estatal sobre el De- 
recho de ias Comunidades Autónomas y que no 
modifica el régimen de competencias que señala 
la Constitución. Se ve solamente la primera parte 
del artículo 4.O, aquClla que dice que las normas 
que el Estado dicte, en el ejercicio de ias compe- 
tencias que le reconoce el articulo 149.1, prevale- 
cerán, en todo caso, sobre las normas de las Co- 
munidades Autónomas, cualquien que aea la de- 
nominación de Its competencias que a éstas atri- 
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buyen sus Estatutos; pero, señorías, el -'culo 4 . O  

dice que el Derecho estatal prevalece sobre el de 
las Comunidades Autónomas. ¿En qué supues- 
tos? En todos, dice; en todo caso. ¿Sobre qué ma- 
terias? En todas, porque no solamente cita el ar- 
tículo 149.1, sino que después, con carácter nega- 
tivo, dice «cualquiera que sea la denominación 
de las competencias que a éstas atribuyen sus Es- 
tatutos». Es decir, que aunque tenga un catálogo 
de competencias exclusivas en el artículo 10 de 
mi Estatuto o similares en los demás Estatutos, 
nos encontramos con' que en el artículo 4.0, el De- 
recho estatal prevalece sobre ese catálogo de 
competencias exclusivas que señalan estos artícu- 
los. Porque además -y es importante señalar-, 
el artículo 1." no dice que las competencias ex- 
clusivas de las Comunidades Autónomas sean las 
que mencionan sus Estatutos, no señor, y aquí 
está la gran trampa de esta Ley; no son las que di- 
cen sus Estatutos. Son las que no inciden en el 
ámbito de las competencias del Estado. Por tanto 
-como dm'an otros intervinientes-, esto es la 
Disposición transitoria tercera del Estatuto galle- 
go. Es decir, que en cada caso la mayoría que rei- 
ne en este Parlamento decidirá qué es competen- 
cia exclusiva y qué no es competencia exclusiva. 
Que me hablen, señorías, que me hablen ahora de 
que la LOAPA lo único que aporta es seguridad 
jurídica, tranquilidad y claridad. Lo que hace es 
obligar a depender de quien gobierne, depende de 
qué mayorías haya y depende de lo que nos con- 
venga; la competencia equis, señalada como ex- 
clusiva en el Estatuto vasco, catalán, gallego o an- 
daluz, será exclusiva si yo entiendo que es exclu- 
siva, o no lo será si yo creo que no debe serlo. Por 
tanto, de claridad y de seguridad, nada. 

Al señor Enrique MÚgica, yo, señorías, prefiero 
no decirie nada, porque al que no dice nada se le 
contesta con nada, evidentemente. 

En cuanto a la intervención del Diputado señor 
Lluch, yo le diría que agradezo esta flexibilidad o 
perfectibilidad que él aduce, lo que pasa es que se 
contradice con su compañera, por lo menos ideo- 
lógica, María Izquierdo Rojo. El dice que ellos 
van a perfeccionar la LOAPA, porque es necesa- 
rio, en primer lugar, a través del trámite parla- 
mentario, dar estado de derecho a las opiniones 
de otrosGrupos Parlamentarios y que, además, la 
LOAPA requiere perfección. Su compañera dice 
que no se abre un proceso de renegociación. Sin 
embargo, tsc proceso de renegociación está moti- 
vado no para molver los problemas de los Go- 

biernos autónomos, sino para resolver los proble- 
mas que plantea la periferia del Partido Socialista 
o de UCD en Euskadi y Cataluña. Es decir, que 
aquí el problema se ha suscitado no por los pro- 
blemas que la LOAPA presentaba a los Gobier- 
nos autónomos, en el sentido de escudarse en ella 
para ocultar sus propios problemas, sino que esta 
renegociación se hace, precisamente, atendiendo 
o intentando consolar a las protestas de otros 
Grupos políticos, dentro de Partido Socialista o 
de UCD. 

Voy a terminar, señor Presidente, sumándome 
a las manifestaciones que ha hecho mi compañe- 
ro el señor Roca en relación a la intervención de 
María Izquierdo Rojo, diciendo que es falso, ab- 
solutamente falso, que nosotros estemos utilizan- 
do o manipulando la LOAPA, no solamente ya 
para desestabilizar, sino para ocultar nuestros 
propios problemas; porque yo no creo que ningu- 
na de SS. SS. entienda que el Partido Nacionalis- 
ta Vasco se haya inventado el problema de la 
LOAPA, haya, diríamos, artificial y gratuitamen- 
te creado el obstáculo que supone la LOAPA y 
ejerza la oposición por la oposición en los térmi- 
nos y en las formas que lo está haciendo frente a 
esta Ley. Evidentemente, si lo está haciendo, es 
porque no es una Ley buena para las autonomías. 
Por mucho que se empeñe el Partido Socialista 
en decirlo así, no es buena para las autonomías y, 
en concreto, la mayoría de la autonomía vasca, la 
mayoría del pueblo en Euskadi, a través del Par- 
lamento, dice que no quiere esa LOAPA porque 
no es buena para la autonomía, no la consolida, 
ni la clarifica, sino que, al contrario, lo que hace 
es, diríamos, dar una marcha atds seria en el ni- 
vel de autogobierno que contempla el Estatuto 

Estamos en presencia de un proceso de involu- 
ción autonómica ciara y, por tanto, mantenemos 
nuestra enmienda a la totalidad, pedimos la devo- 
lución de una Ley que no es necesaria y que es 
inoportuna, y en lo único que tenemos ya espe- 
ranza es en que esa especie de canto a la flexibili- 
dad, a la apertura que se nos ha hecho, evidente- 
mente se materialice, no en cambios de aspectos 
formales o de frases que tienen beligerancia en sí 
mismos por su forma, sino que verdaderamente 
alcancen al contenido, a la esencia de la LOAPA 
que es con lo que nosotros discrepamos. Nuestras 
discrepancias no son formales, son de fondo. 

VBSCO. 

Gracias, señor Presidente. 
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El señor PRESIDENTE Quedan tres señores 
enmendantes. La Mesa cambia impresiones y 
dice: si después de la intervención de aclaración o 
de rectificación de los señores enmendantes, esta- 
mos en posición de votar y designar Ponencia, en 
su caso, todos los Grupos habremos renunciado a 
una intervención que en el c u m  de la Ponencia, 
en el curso del debate en Comisión y en el Pleno 
podrán seguir fijando SS. SS. Pero no se acaba 
hoy el debate de la LOAPA, ni podemos enlazar 
esta sesión con el Pleno del Congreso, así es que 
la Mesa rojgaria que aceptasen su criterio, que 
despuCS de la intervención de los tres enmendan- 
tes se sometiera a votación y designación de Po- 
nencia. Si los Grupos se me oponen, levanto la 
sesión y ya veremos cuándo continúa, porque 
está el programa que por la Junta de Portavoces 
nos exige que con tiempo señalemos. Creo que 
esto no sena conducente, querido Lluch, hágame 
caso y vamos adelante. (Risas.) 

El señor LLUCH 1 MARTIN: Lo que pido es 
que le hagan caso, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE El señor Sol6 tiene la 
palabra. 

El señor SOLE TURA: Señor Presidente, voy a 
ser muy breve en aras del tiempo y también de los 
argumentos que se nos han aducido en contra, 
que sinceramente no me han parecido aqpmen- 
tos muy sólidos. Por ejemplo, el señor Reol me 
ha sorprendido con dos o tres consideraciones 
que me han dejado un poco atónito. Hablaba de 
que los Grupos Parlamentarios estamos intentan- 
do vetar al Gobierno; aquí nadie veta a nadie, en- 
tre otras cosas porque no tenemos derecho de 
veto, como el señor Rcol comprender& lo que es- 
tamos haciendo aquí es, pura y simplemente, 
ejerciendo un derecho reglamentario, que es po- 
ner una enmienda de toialidad a un proyecto del 
Gobierno. Eso es y nada más que eso. S610 falta- 
ría que se equiparase una enmienda de totalidad a 
un veto para terminar incluso con las enmiendas 
de totalidad. Señor Reol, nosotros no vamos tan 
lejos, pero tampoco queremos que él vaya tan le- 
p s  como ha insinuado. 

El señor Reol tambi¿n nos ha dicho que no cs 
cierto que la LOAPA acabc con Las competencias 
exclusivas, y la prueba ea que éstas se mantienen 
en los Estatutos, ¡sólo fiiltaría! Evidentemente, 
claro que se mantienen en los Estatutos. Si la 

LOAPA ya incluso liquidase las competencias 
excluaivas de los Estatutos no estaríamos ante 
una reforma encubierta del Título VIII, sino ante 
una reforma m u t  court». 

En realidad lo que hay aquí es una interpreta- 
ción de las competencias que, sin modificar la le- 
tra, modifica el contenido. Y ese es el fondo del 
asunto, señor Reol, porque efectivamente tal 
como está la LOAPA es evidente que no destruye 
la letra de las competencias que están contenidas 
en los Estatutos, lo que hace es cambiarles su ca- 
rácter y, en consecuencia, darles otro contenido; 
en vez de ser competencias exclusivas pasan una 
gran parte de ellas a ser competencias comparti- 
das, pura y simplemente, y en esas competencias 
compartidas, definidas como tales, predomina el 
derecho del Estado. 

Pero yo me quiero referir a una cuestión que ha 
aparecido como más de fondo y que ha planteado 
con profundidad el señor Reol, o mejor dicho, 
con extensión, pero siento decirle que no con 
mucha profundidad, y que también ha planteado 
el señor Lluch; es el tema de las competencias co- 
nexas o de las materias conexas, aduciendo todos 
ellos la sentencia de 13 de febrero de 1981. Lo 
que ocurre es que aquí estamos ya ante un mo- 
mento en que habrá de decir el Tribunal Consti- 
tucional que haga una sentencia interpretando su 
propia sentencia, porque en realidad estamos 
reinterpretando las sentencias en el sentido que a 
uno más le gusta. Pero claro está, señor Reol, y 
también al señor Lluch, que en este momento no 
está presente, lo que no se puede hacer es decir 
que, en función de esta sentencia, las materias co- 
nexas se convierten en principales, que es lo que 
ustedes dicen. Por ejemplo, el señor Rcol nos de- 
cía: hay tal artículo que exige una Ley Orgánica, 
por ejemplo el articulo 8.0. El articulo 8.0 no exi- 
ge una Ley Orgánica, porque la Ley O&nica es 
la de transferencia. El artículo 15 también exige 
una Ley O*ica, si el artículo 15 lo exige, la 
Ley no puede ser de armonización. Pero luego ha 
dicho tres o cuatro artículos más que exigen una 
Ley Orgánica, y resulta que en función de eso 
toda la Ley tiene que ser Orgánica. Es decir, en 
función de unas cuantas materias conexas toda la 
Lcy es Oq&ica en vez de ser al revés. Una Ley 
Orgánica puedc convertir en orgánicas materias 
secundarias conexas, y ustedes hacen la opera- 
ción al revés, con lo cual están justificando lo in- 
justificable. 

No me diga, como decía el señor Reol, que 
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nada se opone en la Constitución a que se mez- 
clen materias diversas en una Ley Orgánica. Re- 
sulta que no sólo no es verdad que nada se opone, 
sino que todo se opone. ¿Qué sentido tiene el ar- 
tículo 8 1, que es un artículo perfectamente tasado 
donde el concepto de reserva de Ley Orgánica 
está absolutamente tasado, precisamente para no 
dejar abiertas puertas que luego pueden compli- 
car enormemente el edificio jurídico? Entonces, 
si aquí se dice que nada se opone a que se mez- 
clen materias diversas, ya desaparece incluso ese 
propio artículo 8 1 y entremos en el terreno de la 
absoluta inseguridad y de la absoluta indefini- 
ción. 

Otra cuestión que quiero tocar, y voy a ser bre- 
ve, es lo que decía también el señor Fraga, que me 
pareció un problema importante pero muy peli- 
groso, porque decía: las Leyes de armonización 
pueden llegar a ser una categoría superior incluso 
a la Orgánica. Y no es que lo afirmase, decía que 
puede llegar a serlo, ya veremos. No, no, es que 
no puede llegar a serlo, porque la Ley de Armoni- 
zación opera dentro de las competencias delimi- 
tadas y lo que no puede hacer la Ley de Armoni- 
zación es delimitar ella las competencias; eso no 
lo puede hacer. La Ley de Armonización opera 
dentro de unas competencias previamente deli- 
mitadas por una Ley jerárquicamente superior, 
pero en ningún momento la Ley de Armoniza- 
ción puede amgarse la cualidad de delimitar ella 
unas competencias. Eso tiene que quedar claro, 
porque es que si no entramos en otro terreno de 
absoluta inseguridad jurídica, en contra de lo que 
se está diciendo aquí. 

Finalmente me queda referir a unas cuestiones 
que ha planteado la señora Izquierdo, que yo creo 
que son tambih importantes. Primero, no sé si 
ha sido un lapsus, pero ha anunciado que va a ha- 
ber muchas otras LOAPAS en el futuro, ha dicho 
«esta Lcy y muchas otras que habrá en el futuro». 
Espero que eso no sea verdad y que, en todo caso, 
haya sido un lapsus. En fin, ya veremos. 

Ha dicho, y aquí se le ha rebatido ya y no voy a 
insistir en eso, que el artículo 4.0 se refiere a las 
competencias exclusivas del Estado. No es cierto, 
el artículo 4.0 de la Ley se refiere a las competen- 
cias del artículo 149, que son competencias ex- 
clusivas y compartidas, ahí están mezcladas las 
dos y en consecuencia lo que establece es un prin- 
cipio de delimitación de las competencias com- 
partidas que las convierte también en exclusivas. 
Este es el fondo del problema. 

Finalmente, la propia señora Izquierdo ha adu- 
cido un punto que a mi me ha preocupado, cuan- 
do ha citado el artículo 14 de la Constitución. El 
artículo 14 es un artículo muy importante, pues- 
to que es el que dice: «Los españoles son iguales 
ante la Ley, sin que pueda prevalecer discrimina- 
ción alguna por d n  de nacimiento, raza, sexo, 
religión, opinión o cualquier otra condición o cir- 
cunstancia personal o social». Es un artículo muy 
importante y nos ha venido a decir que la garan- 
tía de que ese artículo se cumpla es la LOAPA. A 
mí eso sí que me deja absolutamente perplejo. La 
LOAPA no garantiza eso; esa igualdad se garanti- 
za, primero a través del conju9nto de la Constitu- 
ción, y luego a través del ordenamiento jurídico 
del que forman parte los Estatutos de Autono- 
mía, Lo es que resulta que los Estatutos de Auto- 
nomía no garantizan el articulo 14? ¿O es que re- 
sulta que los Estatutos de Autonomía se contra- 
ponen al artículo 14 y que por eso hay que hacer 
una ley que modifique los Estatutos de Autono- 
mía? Si eso fuese así estaríamos realmente ante 
otra situación tremendamente peligrosa que ha- 
ría que los Estatutos de Autonomía fuesen riguro- 
samente contrarios al orden constitucional. 

Quiero también hacer una referencia a la afir- 
mación que ha hecho, que han suscitado otros, de 
que los que se oponen a la LOAPA son los que 
mayores recelos tienen ante la Constitución. Yo 
creo que aquí la señora Izquierdo se ha dejado lle- 
var por un excesivo ímpetu polémico, pero creo 
que también tiene connotaciones muy peligrosas. 
Yo estoy en contra de la LOAPA y sin embargo 
creo que nadie podrá tacharme, a mí personal- 
mente ni a mi Grupo Parlamentario, de que no- 
sotros estemos en contra de la Constitución, y de- 
saña a que alguien pueda demostrar lo más míni- 
mo al respecto. En ese sentido, no sé si conside- 
rarlo como una ofensa personal y política, aun- 
que no quiero llevar las cosas a este terreno. Sim- 
plemente, lo digo como advertencia de compañe- 

Ha hablado también la señora izquierdo de las 
negociaciones fuera o dentro del Parlamento. Las 
negociaciones se hacen dentro del Parlamento 
cuando las hacen las fue- parlamentarias, y 
este Parlamento tiene una larga práctica de nego- 
ciaciones de diversos tipo; no son parlamentarias 
cuando las protagonizan fuerzas que no lo son. 

El problema no es éste; el problema es si las ne- 
gociaciones para una Ley de estas caracteristicas 
se hacen entre todos o sólo unos cuantos, y Cste 

ro. 
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para mí ea el tema ciave. Es decior, ccm qu ih  w 
quiere ordenar el proceso autonómico, coa- 
quién se q u i n  ordenar el procuo wton4mioo. 
¿% p- que haya una compo&iih&h 
de todos o no? Este cs el problema de fondo que 
yo he planteado al principio y continúo p b  
teando al final, porque nadie me lo ha aclarado. 

El aeííor PRESIDENTE El d í o r  Aguiiar. 

El seflor AGULAR MORENO: Señor W- 
dente, señorías, el rcpracntoate del Grupo Cen- 
thsta w ha nferido a mi intervención. Por eso 
quiero utilizar el derecho de dplica y, ackll& 
contestar a esas menckmes m un dobic aupccto. 
Por una parte, en cuanto al contenido de mi in- 
tervención inicial tdmdorilcoricttro no de Ley 
O w c a  de la LOAPA y, por otn, en cuanto al 
punto CoIlMctO de im Diputaciones Provinchka 
que hemor denunciado. 

Me ha puecido oír -pen, mrammtc be 
oí& mal- que hacín nfmbcu a una Adminic 
W n  a través de' IrL Diputakmes, a una Admi- 
airtnción perifbric8del w, repinmaite ba- 
brá querido decir lo eimtruio. (El srñor REOL 
TEJADA: A una Adnrinistración a travPs de h: 
Comunidcrd..) Bien, a una Admiairtmdu a tra- 
v6( & la comwidrd Autóaol~~. Noc~tror he- 
mmdconridendoque,catreotnArrpsctoodeertr 
Ley que ertudirmor, &e em nqntivo, poqw 14 
rqulrciáe de lar Dipu- P r o v ~ l 6 # i e n -  
miter su v e z a  cata Leyaotm b y  Ckgbica, coa 
todo lo que esta piobwico rupone, cano e8 Ir 
L e y d c ~ m e n  rocrrlaúnnonrcida, rcgún día- 
la el udculo 12 & erú Ley Orghica. Entede- 
mos qw de ata mraen IC d 0011filllrmb a 
cuilquicr COmunidd Autbaonu soón un pa- 
trdn que no tiene por qué ner modeb unidome 
pan todm, aunque ya he dicbocn mi primen in- 
tmmción que, por-, lo tencmorinido- 

&, y poreso me bainttr#rdo mencionar este ae 

-aspwo inicial y #uco de todo el dst#tb-, m 
vomob a reproducir el tema iban, pero tanto 
pua nowúwcomo pon lor demir Grupor pro- 
pon- esti muy cluo que M) ea uiu by -- 
nica, mientras que lor &upar que soportan Ir 
by dicen que sí lo ea Y crto & decir qwwprima 
Facb ri 1c tntr & w8 Ley of&ia E o w  
coo Ir rfinnrciba inicial que hace d rsilor Reo1 

riudo el m t ü t o  de Autoaomii p ~ a  -U- 

En cuanto a Ir camiclemción de by 

El d o r  PRESIDENTE Tiene la palabra cl sc- 
f íorBmdh 

El dar BANDRES MOLET Brevísimamen- 
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te, Mor Presidente, quiero decir que de este de- 
bate llagamor a lo conclusión de que no nos en- 
tendenung que aquí 108 ponentes, ea decir, los que 
dacan que la LOAPA Continúe, y a los cuales 
nos oponemos, dicen que repeta la Constitución, 
que no recorta los Estatutor de Autonomía, que 
es una Ley Orgánica, que es una Lcy de Annoni- 
zación, que cp una Ley de Boses, y noiotros, en 
principio, creemos lo contrario, pero hay que ver 
también lo positivo, señor Presidente; aigo sc ha 
avanzaáo aquí. Se sabe que esta Ley O*ica no 
es un udb, que no ea una u b  que se vaya a 
comer a no s¿ quiCn y que tampoco es una ucabra 
que tire al montete. Por lo menos sabemos lo que 
no es, y sabiendo lo que no es, se puede llegar a 
saber lo que a. Se nos invita a un esfuerzo de 
conveqpncia que signiíica, en boca de algunos, 
un esfuerzo de adhesión, y nomtros seguimos 
pensando lo que pendbomos cuando manifesta- 
mos nuestra oposición a la viabilidad de «da Ley 
Orgánica. Por consiguiente, mantenemos las mis- 
mas reservas. 

N m t m  creemos que las competencias exclu- 
sivas siguen estando en el papel de los Estatutos 
de Autonomia; pero también sabemos que en la 
propia Ley Orgánica w catán estableciendo los 
principios para que deje de serlo. Yo, señor m i -  
dente, no suelo mentir y no lo he hecho cuando 
anteriormente, abuaando de ináiscreción, he di- 
cho que aiguien importante me ha manifestado 
-y cfectivammte m cierto- que lo que pasaba 
ea que los Esrrtutor est8ban mal redactados, que 
en didad había muy poma competencias exclu- 
siva y que el rwto eran compartidas. 
No hacemos proce#, de intenciones; es una 

lectura lógica del texto y de ahí deducimos nues- 
tra oposición. El único m d  erperanzndor en 
todo este deóate noa lo ha proporcionado el señor 
Lluch manifestando que el proyecto u perfeccio- 
naóle y que existen posibilidades de mejorarlo. 
También es vedad que se tendrá que admitir el 
reproche del señor Roca en el sentido de que si se 
va a m e p m  ea pmhmente  por~iie ha habido 
OpO8iCik. 

Finalmente, yo no huc hincaps en la última 
intcrvencidn de la dora npiwentante del Parti- 
dosocirlirts. Raimente, tengo que decir que por 
lo mana ha sido imtcilite pora los que hemor te- 

contra la Constitución, debndí podum opuesta8 
a la mimi.. pero ha muy pocor diu la he acata- 

nido que e8cucharla. Yo, dectivamente, V o t c  

So y mi acatamiento no tiene menos valor que el 
í e  cualquier otro Diputado. 

El señor PRESIDENTE Tiene la palabra el sc- 
5or Pi-Sufler. 

El scflor PI-SUmR 1 CUBERTA: Muy breve- 
mente, señor ñesidente. En primer lugar, quiero 
decir que después del debate que hemos tenido 
ista mañana, c m  que las críticas que se han he- 
cho a las posturas de los enmendantes no llevan 
demasiado P«K) por cuanto, al menos en dos as- 
pactos, no han podido desvirtuar los argumentos 
que sc han dado desde un punto de vista técnico- 
iurídico en relación con nuestra oposición a este 
proyecto de Ley de la LOAPA. Sobre todo, hay 
dos aspectos que c m  que han quedado incólu- 
mes, que no han sido tocedos suficientemente. En 
primer lugar, el hecho de que a base de esta Ley 
van a perder las Comunidades Autónomas - q u e  
las tienen- las competencias exclusivas previstas 
en el articulo 149.3 de la Constitución. Esto me 
parece evidente por cuanto que, a pesar de que se 
ha dicho que el articulo 4.0 de esta Ley, de la 
LOAPA, no incide diredamente sobre estas com- 
petencias exclusivas, yo entiendo que sí, que se 
convertirán todas en competencias compartidas y 
que, en definitiva, será el Estado el que tenga la 
última palabra, y vamos a dar una carta blanca al 
Estado para que decida en cada momento oportu- 
no y de la forma que crea necesario hacerlo. 

Hay otro punto que tampoco ha sido rebatido 
suficientemente: nuestra idea q u e  creo que es 
fundamental de que esta Lcy viene a representar 
una reforma encubierta y sibilina de la Constitu- 
ción del Eetado y de los Estatutos de Autonomía. 
Creo que contra esto no sc han podido alegar 
cuestiones de foildo, que ha quedado en pie y 
que, en definitiva, la LOAPA viene a sustituir el 
sistema de reforma que pnvCn la Constitución y 
los Estatutos de Autonomía como Leyes funda- 
mentaiea que son. 

Tampoco se ha hecho mCrito ni se ha comenta- 
do el aipeda a que yo me he referido en relación 
con el peligro de promulgar Leyes como la LOA- 
PA. La LOAPA es un0 Ley del momento, pero 
estamos abriendo un cauce muy peligmo en re- 
lación con cuestiom de bndo que puedcn afec- 
tar mucho a lo democracia y a la propia Constitu- 
ción en otras cololl que no 6 precisamente el 
tema que estamos tratando. Por consiguiente, 
cata es una cuestión que puede repetirse. Creo 
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que es un mal precedente y que sería muy conve- 
niente que las personas que en realidad llevan el 
peso de esta Ley, o sea, el Partido del Gobierno y 
el principal Parti& de la oposición, refkxiona- 
sm a fondo a fin de que se diesen cuenta -y c m  
que con un anáíisis rigumso de la cuestión pue- 
den dársela- de que el camino emprendido es un 
mal camino a pesar de todo lo que se ha dicho 
aquí por parte de n u e s m  contraopinantea 

Por Último, sólo deseo decir al señor Reo1 Teja- 
da que naturalmente ya sabemos que las Diputa- 
ciones son entes u organismos que tienen sus atri- 
buciones propias y que se mueven en un sentido 
distinto a la Administritci6n periférica que puede 
tener el Estado, como Delegaciones, etcétera No- 
soúw decíamos esto en cuanto mcmos que for- 
man parte del cngmqjc administrativo general 
de1 Estado y en este sentido es como debe inter- 
pntane. No hay ninguna duda de que los catala- 
nes somos muy sensibles sobre este tema, tene- 
mos una epidermis muy fina, porque hemos con- 
siderado siempre a las Diputaciones un cuerpo 
extrafIo en nuestro país. No se olvide que en el 
Estatuto de Cataluña del año 1932 no había 
Diputaciones y que ahora, por desgracia, las vol- 
vemos a tener y que, en realidad, son organismos 
que vienen a hacer más conflictiva y más dificil la 
gobernación de las autonomías en el caso concre- 
to de Cataluña. 

Nada mb.  

El scñor PRESIDENTE La Presidencia se cree 
en el deber de agraduxr su decisión a quienes han 
renunciado al ejercicio de un legítimo derecho, 
que era el de haber rcctiñcdo t& las interven- 
ciones que no han sido mantenidas más que una 
VCZ. 

Tampoco q u i m  que quede la impresión en el 
«Diario de Scsioneg, de que csta Ley está conde- 
nada premonitohente  el día que se inicia su 
proce#, parlamentario. Yo creo que a través de1 
informe de la Ponencia, &l dictamen, del debate 
en el Pleno de la segunda Cámara no puede dejar- 
se la impresión de antemano de que aquí han de- 
saprUbciQ0 la Constitución y los Estatu- Un 
poco cano guaddor de la Ley y como M d e n -  
te, quicio que quede esto como simple manifcsta- 
Cidn, sin más trascendencia polémica en el aDia- 
no de sesianes». 

Agradsciendo, pues, a todos el esfuerzo realiza- 
&, pesamas a votar, & dormidmi con lo dis- 
puesto en el número 95.1 Ccin fines del antiguo 

Regiamento, la admisión del texto a los solos 
efectos de estudio en la Comisión. 

El voto afirmativo comportará la desestima- 
ción de todas las enmiendas a la totalidad, de de- 
volución, sin perjuicio de que en ,los casos alter- 
nativos resurjan en el debate consiguiente. (Ru- 
mores.) 

El voto afirmativo implica la desestimación de 
las enmiendas. Es práctica que habitualmente ve- 
nimos siguiendo. 

@ctuada la votación, dio el siguiente resulta- 
do: 27 votos a favor; seis en contra: una absten- 
ción. 

El señor PRESIDENTE Queda admitido a trá- 
mite. 

Perdón, scfíorías, vamos a p d e r  a la dcsig- 
nación de Popencia. Sírvanse los diversos Grupos 
decir a quiénes han asignado para la misma. 

¿Grupo Parlamentario Centrista? 

El señor REOL TEJADA. El señor Alzaga, el 
señor Mesa y yo mismo. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupo Pariamenta- 
r i O s o C i a l i s t a d e l C o ~ ~  

EI señor TORRES BOURSAULT ~e 
Izquierdo y yo mismo. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupo Pariamenta- 

¿Grupo Padamentario Coalición Democráti- 

Ya nos lo det@adn. 
¿Grupo Parlamentario Mixto? 

no Socialistas de Cataluña? (Pausa.) 

ca? (Pausa.) 

El señor P I - S m R  1 CUBERTA El señor 
GómezdelasRoces. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupo Parlamenta- 
rio Minoría Catalana3 

El señor ROCA 1 JUNYENT: Yo mismo. 

El señor PRESIDENTE ¿Grupo Parlamenta- 
rioVasCo? 

El señor MARCOS VIZCAYA Yo mismo. 
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El señor PRESIDENTE ¿Grupo Parlamenta- 

¿Grupo Parlam&ntario Andalucista? 

El señor AGUILAR MORENO Yo mismo. 

no Socialista Vasp? (Pausa.) 

-3417- 
24 DE MARZO DE 1982.-NOM. 72 

El señor PRESIDENTE Gracias otra vez a to- 
dos. Se levanta la sesión. 

Eran las tres y quince minutos de la tarde. 
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